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Desde siempre en la historia de la humanidad ha existido el consumo de diversas sustancias 
con el fin de producir distintas alteraciones físicas y psicológicas, ya sea por motivos culturales, 
religiosos o incluso por simple entretenimiento; debido a esto en el mundo se ha buscado 
controlar este fenómeno por medio una política de drogas guiada hacia la supresión total del uso 
de esas sustancias, sin embargo esta es ineficaz pues no cumple con su propósito y además 
genera mayores malestares a la sociedad tales como el narcotráfico, la violencia, inseguridad y 
corrupción. 
En Colombia se ha seguido esa senda, por lo que en la política actual el gobierno establece la 
penalización de las actividades tendientes a la venta y distribución de drogas; y además el 
consumo de las mismas se prohíbe a través de medidas represivas donde la Policía Nacional 
tiene la facultad de llevar a cabo la incautación y destrucción de cualquier cantidad de droga, 
además de la imposición de sanciones administrativas por posesión y consumo, incluso sobre lo 
determinado como dosis personal según el Decreto 1844 de 2018 el cual reglamenta 
parcialmente el Código de Policía; esto contrapone lo dispuesto por la Corte Constitucional que 
ha realizado pronunciamientos en favor del reconocimiento al derecho de libre desarrollo de la 
personalidad y la autodeterminación, con lo que posibilita la posesión y por tanto el consumo de 
la dosis mínima. Es así que las estrategias normativas de los poderes públicos frente a la política 
de drogas han estado desconectadas unas de otras, lo que genera un marco de inseguridad frente 
al reconocimiento de los derechos de los consumidores, pues el gobierno nacional impone 
medidas restrictivas y prohibicionistas al tiempo que desde la jurisprudencia se busca un enfoque 
protector de los derechos humanos.                          
Esto genera una evidente contradicción entre la justicia y el gobierno donde la permisibilidad 
del consumo aprueba una actividad que es resultado de otra actividad ilícita, la venta de 
psicoactivos. Pese a que el objetivo de la Corte Constitucional es salvaguardar el libre desarrollo 
de la personalidad, esta garantía debe cumplirse bajo el goce efectivo de todo el sistema de 
derechos, lo cual no se materializa pues con la admisión del consumo por un lado, pero la 
imposición de sanciones y penalización de la venta por otro lado, el usuario de estupefacientes 
acude a medios ilegales para conseguir su dosis personal, poniendo en peligro su seguridad 
personal, además de convertirlo en un eslabón más de la cadena de narcotráfico que tanto daño 





Por otra parte, mantener la censura al libre desarrollo de la  personalidad bajo la política de 
prohibicionismo imperante no solo en Colombia sino en el mundo, tampoco es una opción pues 
genera múltiples tragedias debido a que no reconoce el principio sobre el cual el derecho penal se 
debe usar como última ratio; además un Estado que se fundamenta en la dignidad no puede 
disminuir las libertades injustificadamente con la imposición de modelos de conducta, ni puede 
obligar a los individuos la no comisión de actividades que únicamente pueden afectar a quien las 
realiza. Esta disparidad y la cantidad de problemas que genera tales como hacinamiento 
penitenciario, saturación judicial, violencia, incursión del consumidor en medios ilegales, entre 
otros, causa desorientación en la aplicación de la política, lo que no permite ejercer el sistema de 
derechos íntegramente. 
El fracaso de la política prohibicionista que se traduce en el hecho de no cumplir con su 
objetivo de acabar con el consumo de drogas, genera la búsqueda de nuevos enfoques en la 
materia, lo cual lleva a la pregunta de investigación a resolver en el desarrollo del presente 
trabajo de grado, planteada a continuación: ¿Cómo implementar un sistema legal de regulación 
selectiva para el mercado de cannabis recreativo, en garantía del libre desarrollo de la 
personalidad para la búsqueda de una Política de Drogas integral en Colombia? Para responder 
ello desde un enfoque estructuralista se observarán los elementos normativos que componen la 
política de regulación selectiva y su posible aplicación. 
Para el desarrollo de lo expuesto se tendrá como objetivo principal evaluar el cumplimiento 
integral del libre desarrollo de la personalidad y demás derechos de los usuarios de drogas frente 
al porte y tráfico de estupefacientes en el logro de una política íntegra y cómo podría incidir en 
su eficacia un cambio de estrategias alternativo de regulación selectiva, por esto la presente 
investigación es descriptiva y manifiestamente propositiva, con un enfoque metodológico 
cualitativo pues se utiliza el derecho comparado como mecanismo para observar las soluciones 
planteadas en otras latitudes y su posible adaptación al caso concreto teniendo en cuenta el 
contexto de aplicación, para lo cual se realiza un diagnóstico consistente en una línea 
jurisprudencial de la Corte Constitucional de Colombia, donde se evidencia el tratamiento que le 
ha dado la institución al libre desarrollo de la personalidad frente a la política de drogas actual. 
En cuanto a la metodología utilizada para llegar a la respuesta de la pregunta de investigación, 
como ya se expresó, es el método de derecho comparado que se desarrolla en base a la unidad de 





donde se toma como categoría a cada uno de los países analizados: Países Bajos, Uruguay, 
estado de Colorado (Estados unidos), estado de California (Estados unidos) y Canadá; dentro de 
estos se toma como indicadores referentes del marco teórico: El fracaso de la política de 
prohibición, el desarrollo de la regulación en cada caso con las analogías y diferencias en las 
soluciones adoptadas y los efectos que estas regulaciones han tenido. Con base a lo anterior se 
podrán conocer regulaciones alternativas con las que se reducen los daños y los riesgos asociados 
al consumo, pero reconociendo la libertad y los derechos humanos que otorgan una integralidad 
y conexidad en las estrategias frente al cannabis. Para ello se dividió el trabajo en tres capítulos: 
El primer capítulo hace referencia al planteamiento del problema de investigación, cómo este 
se desarrolla en Colombia y lo que ha llevado a la legislación actual a estar planteada como lo 
está, por lo que se abarca la historia de la institución, la normatividad y los efectos de la misma 
que llevan a  la necesidad de exploración de una política íntegra garantista del libre desarrollo de 
la personalidad y demás derechos, para ello además de realizarse un diagnóstico de 
pronunciamientos jurisprudenciales en sede constitucional se definió en qué consiste una política 
de regulación selectiva en abstracto. 
El segundo capítulo tiene como objetivo identificar las adecuaciones en la apertura y 
regulación del mercado del cannabis recreativo en la política de drogas como garantía de los 
derechos humanos y con un enfoque de salud pública en ordenamientos jurídicos que se 
consideran hoy de avanzada, como lo son el de Países Bajos, Uruguay, dos de los estados de 
Estados Unidos que le dieron el sí a una regulación alejada del prohibicionismo y Canadá, donde 
se conocerá el fracaso de la política tradicional prohibicionista, además de la normatividad 
alternativa de regulación que se instauró para el cannabis en cada uno de los ordenamientos 
jurídicos, y los efectos que estas políticas han tenido en cada uno  de los contextos estudiados. 
En el tercer capítulo se quiere demostrar la imperiosa necesidad de cambiar el enfoque de la 
política de drogas tradicional para efectivizar la garantía de los derechos como el libre desarrollo 
de la personalidad, sin desconocer la relación que deben tener estos con el planteamiento de 
políticas públicas en Colombia, por ello se desarrolla el desenvolvimiento práctico del país de 
acuerdo a los efectos generados por la puesta en práctica de la normatividad. Con esto también se 
quiere sugerir, de acuerdo a las experiencias estudiadas, la manera de establecer una regulación 
selectiva que tenga en cuenta las problemáticas subyacentes generadas por el uso de drogas, para 





importancia atender al contexto nacional, por lo que se declara a lo largo del capítulo qué 
tenemos, qué nos falta y qué beneficios puede traer el logro de una normatividad alternativa. 
Hoy en día hay un gran debate en el ámbito tanto nacional como internacional referente a la 
política de drogas, pues desde varios sectores se ha criticado con evidencias que la llamada 
“Guerra contra las Drogas” no sirve, se califica incluso como un fracaso pues no llega a lograr su 
objetivo y por el contrario genera muchas más dificultades de lo que resuelve. Colombia como 
un país productor de drogas, ha tenido que luchar contra un problema bastante delicado en el que 
intervienen no solo cuestiones políticas y económicas sino muchas veces morales y éticas por ser 
este un país socialmente conservador, lo que distorsiona la opinión frente a la evidencia objetiva 
y a posibles mejores opciones que se deberían tener en cuenta. Por ello la presente investigación 
busca estar un paso delante de las necesidades globales proponiendo un modelo político que 
otorgue garantía a los consumidores de drogas, a la sociedad y al ordenamiento jurídico en clave 
de la integralidad que este debe representar en sí mismo y para el reconocimiento de derechos de 
la comunidad en general.  
 
Capítulo I: La Política de drogas y el libre desarrollo de la personalidad en Colombia. 
En el desarrollo de este capítulo se tratarán los puntos teóricos que brindan los parámetros 
para entender los referentes del problema jurídico planteado, para esto en primer lugar se detalla 
la esencia de la dificultad en la política de drogas en el marco interno de Colombia, esto en clave 
del libre desarrollo de la personalidad, concepto que como objeto de investigación se explica 
desde distintas posiciones con el fin de tener claro el fundamento sobre el que se trata el 
problema del consumo de drogas a partir de su marco legal y de su evolución histórica tanto en el 
plano nacional como internacional, para así continuar con el diagnóstico de investigación que se 
trata constitucionalmente con la valoración crítica de una línea jurisprudencial realizada por la 
autora, para así llegar al estado del arte del objeto de investigación y ver cómo desde distintos 
enfoques investigativos se da un planteamiento y solución de la problemática, y llegar a la 
ruptura que desde el marco teórico se entiende de manera abstracta. 
De acuerdo a lo anterior, como primera medida en Colombia, la política de drogas se 
encamina al desarrollo de diversas estrategias legales para reducir el consumo, la distribución, 





vigente, pues en el actual Estatuto Nacional de Estupefacientes (Colombia, Ley 30 de 1986), se 
establecen medidas consistentes en la destrucción de toda planta que se use para fines ilícitos y la 
ejecución de campañas preventivas en medios de comunicación e instituciones educativas de 
todos los niveles, lo cual se encuentra orientado a mitigar el uso de estupefacientes, además 
establece ciertas cantidades de droga definidas como dosis mínima para diferenciar el 
tratamiento legal que se le da a alguien que lleve consigo esto o una cantidad una superior. 
La actual política impuesta en Colombia es acorde a la llamada “Guerra contra las drogas”, 
estrategia dirigida a la eliminación del consumo de psicoactivos mediante la persecución a todos 
los eslabones de producción y distribución de esas sustancias, teniendo como fundamento que 
con la implementación de contundentes medidas represivas el precio del producto sube, con lo 
cual disminuye la demanda (Fundación ideas para la paz, 2014). Lo cierto es que esta política 
prohibitiva tiene grandes falencias frente a la garantía de los derechos humanos, por ello la 
Comisión Latinoamericana sobre Drogas y Democracia, integrada entre otros por el expresidente 
de Colombia, Cesar Gaviria, concluyó que esta guerra ha sido una “guerra perdida” (Tokatlian, 
2009) pues han sido muy altos los costos que conlleva frente al beneficio alcanzado.  
En el último año el gobierno entrante expidió el Decreto 1844 de 2018, el cual autoriza a la 
policía Nacional una serie de medidas restrictivas con el fin de llevar a la práctica la prohibición 
del porte y tenencia de la dosis mínima, para ello indica que en el caso de llegar a encontrar a 
alguna persona que lleve consigo una cantidad mínima de droga debe ser aplicado el proceso 
verbal inmediato contenido en el artículo 222 de la Ley 1801 de 2016 para comportamientos 
contrarios a convivencia, además de la realización del protocolo de incautación y como medida 
correctiva la destrucción del bien; y en el caso de encontrar a una persona con más de la dosis 
mínima debe ser judicializado. 
     Lo anterior va en contravía de lo establecido por la Corte Constitucional hace más de 20 años 
en una decisión que fue replicada por el mismo Tribunal en varias oportunidades, donde se 
despenalizó la dosis mínima cuantificada diferencialmente para cada droga en la ley 30 de 1986, 
para ello la Corte fundamentó su decisión en el reconocimiento al derecho de igualdad, 
autonomía y libre desarrollo de la personalidad, puesto que se identificó al consumo de drogas 
como un acto privado, y al ser Colombia un estado fundamentado en el respeto de la dignidad 
humana, no puede imponer un modelo de conducta que desconozca el poder de decisión de una 





jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, también se ha reconocido el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad con la posibilidad de no imponer sanción penal por el simple hecho 
de llevar una cantidad superior a la dosis mínima bajo el concepto de “dosis de 
aprovisionamiento”, siempre que sea para consumo personal (Sala de Casación Penal, Corte 
Suprema de justicia, SP025-2019) 
     En efecto, se observa una desconexión entre la posición constitucional garantista y las 
medidas represivas del legislativo por cuanto el 6 de junio de 2019, la Corte Constitucional 
realizó una rueda de prensa para informar sobre la decisión donde declararon inexequibles las 
expresiones del Código de Policía que prohibían y sancionaban el consumo de sustancias 
psicoactivas en espacio público, en virtud se ser esta norma desproporcional al violar 
irrazonablemente el derecho al libre desarrollo de la personalidad pues con el solo hecho del 
consumo no se afectan ni la tranquilidad y relaciones armoniosas entre las personas, ni la 
integralidad del espacio público; sino por el contrario el código dispone otros medios de control 
cuando hay una real afectación a los derechos de terceros haya o no uso de drogas (Corte 
Constitucional, 2019). Frente a esto inmediatamente el gobierno nacional desde distintos sectores 
y en cabeza del presidente Iván Duque se pronunció en rechazo de esa decisión por lo que 
defendió el decreto 1844 de 2019 pues para él, el hecho de admitir el consumo y posesión de 
sustancias en espacio público significa abrirle la puerta al microtráfico y al consumo por parte de 
menores de edad (El tiempo, 2019). 
     En ese sentido, según el estudio realizado por la Comisión Asesora para La Política de Drogas 
en Colombia (2015), “las políticas nacionales diseñadas para enfrentar el consumo de drogas 
basadas en conceptos de salud pública no han logrado repercutir en la realidad debido a la falta 
de inversión y la ausencia de una arquitectura institucional adecuada que garantice la continuidad 
en las acciones”, por lo que es necesario replantear las estrategias. El hecho de desconocer un 
mandato como el planteado por la Corte Constitucional o desarrollarlo de un manera parcial, sin 
observancia del cumplimiento integral del sistema de derechos marca un claro retroceso y genera 
un malestar en el desarrollo de un “principio que irradia a todos los derechos contenidos en la 
Constitución” (Corte Constitucional, T 542, 1992) como lo es el libre desarrollo de la 
personalidad, el cual se encuentra enmarcado en la Constitución Política de Colombia en el 
artículo 16 que dice: “Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin 





Felipe Calle y Frank Velásquez (2012), ese derecho se fundamenta en la facultad de hacer y 
omitir lo que se quiera de acuerdo con la voluntad propia cuando esto no vaya en contravía de 
una prohibición expresa, pues lo que no está prohibido se entiende que está permitido, y también 
se fundamenta en que ni el estado ni particulares impidan la realización del titular del derecho. 
Con el fin de construir el concepto de un principio tan amplio como lo es el libre desarrollo de 
la personalidad, es importante tener clara la distinción entre lo que es “persona”, “personalidad” 
y “libertad”, siendo persona el ser humano como sujeto racional; de lo cual se desprende la 
personalidad como temperamento biológico y como carácter adquirido por la persona según su 
entorno; frente a la libertad se puede entender como el poder de darse leyes a sí mismo y 
autorregularse; así se puede entender al libre desarrollo de la personalidad como la libertad que 
tiene una persona para tomar decisiones autónomas sobre asuntos de su fuero interno, sin que 
estas afecten a terceros (Cepeda, 2014).  
En ese sentido para el desenvolvimiento individual de una persona es importante el goce de 
todos sus derechos de acuerdo con el status jurídico que tiene como ser humano, por ello es de 
vital importancia asegurar el desarrollo particular de acuerdo a la heterogeneidad que supone 
cada persona con su autodeterminación (Villalobos, 2012). Es por ello que Hiram Cervantes 
(2016) percibe el libre desarrollo de la personalidad como el limite a la intromisión injustificada 
del poder estatal frente a actos individuales en preferencia de ciertos valores que cada quien 
desee realizar de acuerdo a su capacidad general de acción garantizada en el ordenamiento 
jurídico donde no importa la concepción moral del estado. Así mismo Giancarlo Rolla (2002) 
manifiesta que el derecho al libre desarrollo de la personalidad debe tener un contenido objetivo 
que se materializa en su irradiación al valor de la dignidad humana que se proyecta sobre todo el 
ordenamiento, por lo cual los estados tienen el deber de proteger a la persona íntegramente con 
su dignidad y sus libertades fundamentales. 
Adicionalmente, se puede considerar a la autonomía como expresión del libre desarrollo de la 
personalidad, al respecto Emilia Santana (2014) señala que un individuo tiene autonomía para 
decidir qué quiere de acuerdo al contexto social, es decir, elige entre diversas opciones que son 
impuestas por el grupo social, por lo cual aunque está ligada a factores sociales, económicos y 
culturales, si no tuviese esa posibilidad de elección se limitaría su libertad; por lo que se 





De este modo, se debe comprender que el libre desarrollo de la personalidad conocido 
también como derecho a la autonomía e identidad personal (Corte Constitucional, 2008), 
comprende la posibilidad que cada individuo pueda elegir un modelo de vida acorde con sus 
intereses sin ser molestado por nadie, siempre y cuando en su desarrollo no afecte los derechos 
de terceros. Kevin Villalobos (2012) manifiesta que el principio de libre desarrollo de la 
personalidad comprende cuatro características esenciales; la primera es la conexión de ese 
derecho con la dignidad y calidad de la persona humana; la segunda va ligada al goce pleno del 
sistema de derechos fundamentales pues su ejercicio desarrolla la propia personalidad, por ello se 
consideran indivisibles e interdependientes; la tercera característica es que este busca tutelar la 
particularidad individual o faceta individualista del libre desarrollo de la personalidad y 
corresponde al núcleo del derecho; y la cuarta característica supone la posibilidad de 
autodeterminación que cada individuo tiene frente a su  vida de acuerdo con sus propios y únicos 
ideales. 
Por lo anterior, se entiende que el libre desarrollo de la personalidad como derecho humano 
no se cumple de manera aislada al sistema de derechos, sino que por el contrario como expresó 
Barrero (2012) la dignidad del ser humano y el libre desarrollo de la personalidad forman el 
núcleo de este sistema de valores por lo cual se debe comprender su cumplimiento en todas las 
esferas del derecho para el aporte de directivas e impulsos al poder legislativo, a la 
administración y a la judicatura. Si bien desde la jurisprudencia la Corte Constitucional otorga 
vía libre al consumo de estupefacientes en reconocimiento a la autonomía personal cuando esta 
actividad no lesione bienes jurídicos ajenos, el gobierno nacional va por otro camino, el de la 
prohibición que suprime la posibilidad de llevar a cabo el consumo de determinada sustancia de 
manera segura pues el usuario debe acudir al microtráfico; por lo cual no se lleva cabo una 
debida garantía al libre desarrollo de la personalidad pues este debe ejercerse en condiciones de 
seguridad y dignidad, además de información para lograr decisiones bien fundamentadas de 
acuerdo a la individualidad de cada persona. En consecuencia, es imperioso que toda la 
estructura encaminada hacia el control de drogas tenga un consenso en protección de los 
derechos individuales y colectivos pues no se puede hablar del consumo de ciertas sustancias sin 






Marco Legal: Tratamiento normativo de la política antidroga de Colombia 
En el marco internacional desde las Naciones Unidas se han creado diversas normas que 
enmarcan las pautas para delimitar el tratamiento que se debe dar a las sustancias psicoactivas, 
Colombia ratificó la Convención Única de Estupefacientes de 1961, por medio de la ley 13 de 
1974, este es el texto internacional más importante frente al tema pues logró que el sistema 
jurídico prohibiera de forma universal y absoluta el uso y tráfico de ciertas drogas siempre y 
cuando su fin no fuera médico o científico; para ello dispone diversas medidas de fiscalización 
donde con la supervisión de la Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social, y 
de la Junta internacional de Fiscalización de Estupefacientes “JIFE”, se establece un trato 
específico para cada grupo de sustancias y componentes de las mismas, divididos allí cuatro 
listas. La Lista I contiene sustancias adictivas de uso indebido y precursores que se pueden 
convertir en estupefacientes [cannabis, opio, heroína, cocaína, metadona, entre otros]; en la lista 
II se encuentran sustancias menos adictivas y con menor probabilidad de uso indebido; en la lista 
III figuran preparados que contienen una cantidad baja de estupefacientes poco susceptibles de 
uso indebido y en la lista IV hay estupefacientes también de la lista I con propiedades 
particularmente peligrosas y escaso o nulo valor terapéutico [cannabis, heroína y cocaína entre 
otros](Armenta y Jelsma, 2015). 
Más adelante, el Convenio sobre sustancias sicotrópicas de 1971, ratificado por Colombia 
mediante la Ley 43 de 1980, se creó para atender a la diversificación del consumo de drogas pues 
se encontraron nuevas sustancias psicoactivas sintéticas como anfetaminas, barbitúricos, 
benzodiacepinas y drogas psicodélicas, las cuales también quedaron clasificadas en cuatro listas; 
en comparación con los estrictos controles que establecen las listas de la Convención Única 
sobre las drogas derivadas de plantas, el convenio de 1971 impuso una estructura de fiscalización 
menos rígida, exceptuando la Lista I (Armenta y Jelsma, 2015). 
La Convención de Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas (1988), suscrita en Viena, y ratificada por Colombia mediante la Ley 67 del 23 de 
agosto de 1993, justificada en la preocupación que supone la creciente producción, demanda y 
tráfico de estupefacientes, dispuso que las partes deben adoptar medidas necesarias para tipificar 
delitos relativos al tráfico, posesión, la adquisición o el  cultivo de estupefacientes  o sustancias 
sicotrópicas, esto de acuerdo a los principios constitucionales de cada país, con lo que se 





Internamente Colombia inició las discusiones jurídicas con respecto al tema de 
estupefacientes, basándose en los tratados internacionales ratificados por el Estado, con la Ley 
30 de 1986, mejor conocida como el Estatuto Nacional de Estupefacientes, que se implementó 
como un instrumento contra el tráfico y venta de drogas ilegales. Contiene disposiciones 
reguladoras con respecto al porte y tráfico de estupefacientes, tales como la clasificación de 
delito que se le da a la producción, venta, distribución y demás actividades relacionadas con la 
oferta de sustancias sicotrópicas, adicionalmente se refiere al tratamiento del consumidor y, aún 
más, del drogadicto por la protección que este requiere en cuanto a su salud física y mental.  
Adicionalmente la ley 30 de 1986 contiene la disposición según la cual en  Colombia es 
permitido el autocultivo, pues en su artículo 2 define plantación como una pluralidad de plantas 
en número superior a veinte, y más adelante en el artículo 32 determina como delito el cultivo, 
conservación o financiamiento de plantaciones, por lo cual queda por fuera del ámbito de 
aplicación penal el cultivo de menos de veinte plantas de cannabis, siempre y cuando el producto 
de las mismas sea para consumo personal. 
El ordenamiento jurídico propende por la protección de los derechos y libertades de los 
ciudadanos, y con respecto a la política de drogas las decisiones jurisprudenciales también han 
sido determinantes para el desarrollo que se le ha dado al tema, el primer pronunciamiento que 
determinó las bases para fijar un trato conocedor del desarrollo personal, fue la  sentencia C-221 
de 1994 donde la Corte Constitucional estableció criterios significativos en el análisis e 
interpretación del tratamiento al consumo y porte de la dosis personal, determinando que la 
delimitación de dosis mínimas para ciertas sustancias psicoactivas establecida en la ley 30, era 
acorde a la constitución, mientras que la prohibición del consumo y porte de la misma no, pues 
es atentatorio contra el libre desarrollo de la personalidad y así mismo contra la dignidad humana 
por la imposición de un modelo de conducta a los individuos, al igual que no es posible obligar a 
un drogodependiente recibir rehabilitación, pues cada quien debe decidir que tratamientos 
médicos desea seguir. 
En ese pronunciamiento la Corte Constitucional consideró que un Estado Social de Derecho, 
solo debe entrar a sancionar cuando se cause un daño efectivo a los bienes jurídicos, no debe 
castigar las posibilidades, es decir, que no sanciona porque probablemente una persona pueda 
incurrir en una conducta típica, sino que sanciona por la actuación material y lo que 





jurídicos de terceros y la potencialidad de llegar a hacerlo no se puede prever. Con este 
pronunciamiento se dio apertura al reconocimiento de la autonomía individual respecto al 
consumo de estupefacientes. Es así que el estado no puede impedir que una persona consuma 
determinada sustancia, pues lo está haciendo en el ejercicio de sus derechos fundamentales a la 
libertad y autodeterminación frente a su cuerpo y su vida, en lo que el Estado no puede interferir.  
Seguidamente con el Decreto 1108 de 1994, se regulan ciertos temas como la realización de 
estas actividades ilícitas por parte de menores de edad y la protección especial y férrea que se les 
debe brindar, por lo que se prohibió el consumo de sustancias psicoactivas a los mismos, además 
de mujeres embarazadas y a personas que ejecuten labores de alto riesgo social; esto sin llegar a 
vulnerar sus derechos a la igualdad y libertad, pues el sistema jurídico y político debe establecer 
unas condiciones de convivencia que permiten el pleno  y libre desarrollo del individuo. 
La obligación de crear medidas penales en el tema, impuesta por la anteriormente mencionada 
Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas (1988), se desarrolló mediante el Código Penal, ley 599 del 2000 donde se recopiló 
las sanciones sobre los estupefacientes, imponiendo el carácter delictivo de su porte, tráfico y 
fabricación, contra la salud pública, salvo lo que ya se había dispuesto para la dosis mínima. Más 
adelante el Congreso de la República creó la ley 745 (2002) en protección de los menores de 
edad y la unidad familiar, pues impuso que el consumo y porte de estupefacientes constituyen 
una contravención, además determinó ciertas sanciones administrativas o de arresto por actos de 
posesión o consumo en presencia de menores o en domicilio de menores, o permitir hacerlo, por 
ser estos sujetos de protección especial.  
Una de las normas decisivas frente al tratamiento legal del consumo y porte de 
estupefacientes es el Acto legislativo 02 de 2009, el cual modificó el artículo 49 de la 
Constitución Política de Colombia, adicionando la prohibición expresa del porte y consumo de 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas, salvo cuando medie autorización médica, también 
menciona el tratamiento integral a los adictos siempre y cuando estos den su consentimiento. 
Posteriormente la ley 1453  (2011) o “ley de seguridad ciudadana” dispuso en su artículo 11 
un cambio del artículo 376 del Código Penal Colombiano, referente a la pena de prisión para el 
tráfico, fabricación o porte de estupefacientes; con esta norma se eliminó la expresión “salvo lo 
dispuesto sobre dosis para uso personal”; y se cambió la expresión: “a cualquier título droga que 





estupefaciente, sicotrópica o drogas sintéticas que se encuentren contempladas en los cuadros 
uno, dos, tres y cuatro del Convenio de las Naciones Unidas sobre Sustancias Sicotrópicas”.  
     Desde el momento en el que se estableció de nuevo la despenalización del consumo de 
drogas, con la ley 1566 (2012) “se dictan normas para garantizar la atención integral a personas 
que consumen sustancias psicoactivas” se enmarcó la protección a los derechos de los 
consumidores de drogas en un enfoque de salud pública y reducción de daños; en este sentido 
vale la pena resaltar que incluso sustancias legales como el tabaco y el alcohol, han sido 
desencadenantes de dependencia y otros problemas de salud por lo que ha variado su tratamiento 
en el mundo con el Convenio Marco de la OMS de 2005 ratificado por Colombia, esto ha hecho 
cambiar las estrategias para tratar los problemas desencadenados por drogas lícitas con un 
enfoque de salud pública sin necesidad de prohibir su uso ni penalizar su producción y venta 
(OMS, 2019).  
     Un avance significativo se dio mediante la expedición del decreto 613 de 2017, mediante el 
cual se dio vía libre al acceso seguro del cannabis psicoactivo y no psicoactivo para fines 
médicos y científicos por lo cual determina los tipos de licencias para el cultivo, producción, 
transporte, exportación, entre otras, además de las condiciones para su obtención y desarrollo; 
también deja claro que el autocultivo no requiere ningún tipo de licencia. 
Para continuar, el Nuevo Código de Policía (Ley 1801 de 2016) se implementó como un 
instrumento de convivencia con nuevas reglas del juego para los ciudadanos, pues el Decreto 
Ley No. 1355, antiguo Código de Policía, no correspondía a los cambios sociales que se 
presentan en la actualidad; con respecto a los consumidores de psicoactivos, por medio de esta 
nueva norma se realizó un protocolo de acción para los uniformados en la calle, consistente en la 
captura y posterior remisión a centros médicos de acuerdo al criterio del policía, de quienes 
consuman o posean una cantidad superior a la dosis mínima, esto  según la evaluación que haga 
el policía, por lo que en suma la autoridad tiene la facultad de evaluar cada caso particular y 
según su juicio observar y dar tratamiento según consideren si el individuo es un microtraficante 
o un alguien con consumo problemático con lo cual los policías en la calle entran a evaluar si la 
quien posea más de la dosis mínima se debe judicializar. Es por lo anterior que los miembros 
activos de la policía pueden basar sus razones de juicio muy subjetivamente, como por ejemplo 
el desagrado a un consumidor por su religión o color de piel, convirtiendo esto en un problema 





La última norma proferida referente al tema de estudio se dio con la entrada del actual 
gobierno, quien en sus primeros días expidió el decreto 1844 (2018), el cual “adiciona el capítulo 
9 del título 8 de la parte 2 del libro 2 del Decreto 1070 de 2015 (Decreto Único Reglamentario 
del Sector Administrativo de Defensa)”; esta norma deja clara la prohibición existente frente a la 
tenencia y porte de drogas y determina el procedimiento y tipo de sanción que puede aplicar la 
autoridad frente a la infracción cometida por una persona que se encuentre consumiendo o que 
lleve consigo sustancias psicoactivas como la marihuana, cocaína, heroína, derivados de la 
amapola, drogas sintéticas, y en general cualquier sustancia sujeta a fiscalización.  
En consecuencia cuando se trata de porte y tenencia de una cantidad que no exceda la dosis 
mínima se debe seguir el procedimiento del artículo 222 del Código de Policía el cual se puede 
iniciar de oficio o a petición de parte, donde se identifica al presunto infractor, se aborda y se le 
indica que conducta contraria a convivencia está ejecutando, luego de eso al infractor se le 
escucha en descargos y a través de una ponderación a criterio del agente de policía se decide 
llegar a una mediación o imponer una medida correctiva como por ejemplo la sanción económica 
contra la que procede recurso de apelación en efecto devolutivo que se resuelve en tres días.        
Adicionalmente, en todo caso se impone el medio de protocolo de incautación la medida 
correctiva de destrucción del bien de acuerdo con lo establecido en la Guía de Actuaciones de 
competencia del personal uniformado de la Policía Nacional. Cabe resaltar que este tipo de 
medidas, además de atentar contra el libre desarrollo de la personalidad por el hecho de prohibir 
e imponer sanciones a los ciudadanos por una conducta que no afecta a nadie más que a sí 
mismo, también puede atentar contra otros derechos debido a la corrupción y abuso de autoridad 
que se puede presentar. 
Marco Histórico: Evolución del Libre Desarrollo de la Personalidad en la política de 
drogas. 
El libre desarrollo de la personalidad es un principio que acompañó los sistemas jurídicos 
desde su inicio, aunque en las primeras etapas de la historia Romana no se conocía, si se 
identifica un conocimiento de la personalidad para los páter family quienes eran los sujetos de 
derechos; en Grecia se reconoce la individualidad por medio de una “meditación filosófica” 





Más adelante, en 1604 se estableció la formulación clásica del principio de libertad que reza 
“Todo está permitido al hombre, respecto de sí mismo, excepto aquello que le está expresamente 
prohibido por el derecho”, dicho esto por Baltasar Gómez De Amescua en su obra Tractatus de 
potestate in se ipsum de 1604, reconocimiento tácito a la idea de autonomía. Luego con la 
religión se habló de una igualdad de los seres humanos como hijos de Dios, que ayudó a la 
consolidación de la persona como sujeto de derechos, los cuales son indelegables, y se derivan 
de su libertad y dignidad, lo que conforma la personalidad del ser humano constituyendo el 
llamado derecho natural que se positivizó en los nuevos estados liberales después de la 
revolución francesa, donde se exalta la individualidad y la libertad (Villalobos, 2012) 
En 1945 la comunidad internacional crea la Organización de las Naciones Unidas y con ésta 
surge por primera vez una Carta conocedora de derechos, la Declaración Universal de los 
Derechos humanos de 1948 que proclama de manera solemne que todos los seres humanos nacen 
libres e iguales en dignidad y derechos, y la cual consagra tácitamente el reconocimiento del 
libre desarrollo de la personalidad en su artículo 22 el cual dice que “Toda persona, miembro de 
la sociedad, tiene derecho a … la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad”; en el artículo 26 señala 
que “la educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana …”(Núñez, 
2017). 
Alemania es el primer lugar donde constitucionalmente se utiliza este concepto como derecho 
autónomo en la Ley Fundamental de la Republica Alemana de 1949 la cual establece que “Toda 
persona tiene el derecho al libre desarrollo de su personalidad siempre que no viole los derechos 
de otra ni atente contra el orden constitucional o la ley moral” por lo que este país tiene un 
desarrollo superior en la materia, donde en 1957 se llevó a la práctica jurisprudencial.  
(Diputados Locales Estado de México, 2015) 
Referente al problema jurídico que nos ocupa, en cuanto a la política de drogas 
prohibicionista que impera en Colombia y el mundo, y la incidencia que tiene ello frente al 
reconocimiento del libre desarrollo de la personalidad, como primer punto, es conocido que 
históricamente los individuos de diversas culturas han elegido libremente tomar sustancias que 
les altere el sistema nervioso central; los primeros psicoactivos empleados fueron el alcohol y los 
opiáceos aproximadamente en el año 5.000 a.C. En Colombia los indígenas Chibchas cultivaron 





conquista los españoles intentaron prohibirla por el uso religioso que le daban las comunidades, 
pero luego la usaron como estimulante para el trabajo pesado (Corrêa de Carvalho, 2007). 
En el caso concreto del alcohol, sustancia hoy legal y socialmente aceptada, aunque es 
calificada como psicoactiva generadora de dependencia según la OMS (2018); en el transcurso 
del siglo XIX los gobiernos del mundo empezaron a preocuparse por un descontrolado consumo 
del mismo, por lo que se iniciaron diversas estrategias para mitigar este problema; es por ello que 
en Estados Unidos progresivamente se adoptó la prohibición del alcohol por medio de la 
Decimoctava Enmienda y la Ley Volstead, aprobada en 1919, donde se prohibió la fabricación y 
venta de licor embriagante para uso recreativo. Esto generó aumento del crimen en Estado 
Unidos en una media de 24%, aumentó en un 13% de los homicidios, y el número de alcohólicos 
se aumentó en un 50% entre 1920 y 1921 (Rodríguez, 2017). 
Adicionalmente, esta prohibición provocó el surgimiento de un mercado ilegal controlado por 
violentas organizaciones criminales, pues debido a la concepción de tomar a la embriaguez como 
una enfermedad y al consumidor una víctima impotente de la inmoralidad y la codicia de 
productores y vendedores, la elaboración de licor para el consumo doméstico no fue declarada 
ilegal lo que muchos aprovecharon para construir mecanismos para autoabastecerse fabricando 
su propio licor y siendo casi imposible impedir las ventas ocasionales, o en el peor de los casos, 
que criminales establezcan pequeños negocios de fabricación de alcohol para la venta ilegal 
(López, 2002). Con la anterior experiencia y el alza de carteles del licor, la prohibición del 
mismo no duró sino hasta 1933 pues se conoció que por todas las razones expuestas este sistema 
genera más costos que los beneficios que eventualmente puede conllevar y con esto se aceptó el 
alcohol como una droga legal a la que cualquier persona de mayor de edad puede acceder.  
En cuanto a la prohibición de drogas que aún se consideran ilegales, después de que hubo un 
consumo libre de las mismas durante siglos, llegó el control del comercio de las sustancias 
psicoactivas y las plantas a partir de las cuales se producen algunas de ellas, la primera guerra 
por una sustancia de este tipo, fue contra el opio entre 1839 y 1842, que se desarrolló cuando 
Gran Bretaña ataca militarmente a China por su prohibición de comercio del opio, importado por 
desde la india, por lo que China debe ceder a la “libertad de comercio”, luego de una agresión 
militar (Curtidor, 2018). Fue solo hacia finales del siglo XIX, que debido al uso problemático 
que se le estaba dando a las drogas primero por parte de ciertos grupos étnicos, y luego por la 





los casos de adicción, cuando se inició a nivel mundial una persecución intensa al nuevo 
fenómeno, mediante mandatos prohibicionistas que ganaron fuerza en Estados Unidos por lo que 
a principios del siglo XX se organizó en Shanghái una reunión internacional sobre el comercio 
de opio, con la finalidad de controlar mundialmente esta sustancia (Corrêa de Carvalho, 2007). 
Más adelante en 1971 el presidente de la época de Estados Unidos, Richard Nixon, calificó el 
abuso de drogas como el principal enemigo de Estados Unidos contra el que se debe luchar por 
medio de una ofensiva a escala mundial (Del Corro, 2011),  con esto creó un sentimiento de 
apoyo a la prohibición para asegurar el apoyo a la nueva “Guerra contra las Drogas”, que desde 
allí se utilizó como una herramienta de control social e intervención a nivel internacional, la cual 
se impuso en el mundo hace décadas por la presión estadounidense y resultó en la creación de 
grandes organizaciones criminales y violencia sin haber disminuido los índices de consumo de 
sustancias ilícitas (Ortega, 2017). 
Estas políticas de guerra contra las drogas han sido observadas y denunciadas por quienes 
aseguran que es una guerra inútil y que fracasó, muchas de esas personas han ocupado cargos de 
responsabilidad en esa guerra por lo que su perspectiva debe ser tenida en cuenta al contener 
autocrítica, como George Schultz, líder de la política antidrogas de Ronald Reagan, ex 
presidentes como Fernando Enrique Cardoso de Brasil, Ernesto Zedillo de México, César 
Gaviria de Colombia, y otros que han manifestado que estas estrategias son instrumentos de 
presión generan más costos que beneficios y desconocen en gran parte los derechos humanos 
como el libre desarrollo de la personalidad pues no se enfocan en la salud publica sino en la 
represión a toda costa (Laserna, 2011). 
 
Análisis valorativo del Diagnóstico de Investigación: Línea Jurisprudencial de Corte 
Constitucional sobre la garantía integral al libre desarrollo de la personalidad en porte y 
consumo de psicoactivos.  
     Se realizó una línea jurisprudencial con el fin de conocer el sentido que ha dado la corte 
Constitucional a la garantía del derecho al libre desarrollo de la personalidad en el tema de porte 
y tráfico de drogas, para esto se planteó como problema jurídico central el siguiente: ¿El 
principio de libre desarrollo de la personalidad se garantiza íntegramente en condiciones dignas 





Corte frente al reconocimiento o no de la autonomía personal, lo que se busca es gestionar un 
análisis crítico relativo a que tan pleno resulta el amparo a este derecho pues como se señaló 
precedentemente, el desenvolvimiento autónomo y libre de una persona debe garantizarse en 
condiciones dignas, donde no se afecte la seguridad personal del usuario de psicoactivos.  
     Con el fin de alcanzar cabalmente ese propósito, en primera medida es pertinente destacar 
referente a la localización del punto arquimédico, conocido como la última providencia donde se 
trató el tema jurídico que nos ocupa, que finalizando el desarrollo de la presente investigación la 
Corte Constitucional se pronunció por lo que cambió ese punto arquimédico y con ello la línea 
jurisprudencial, esto se dio a conocer el día 6 de junio de 2019 cuando por medio de un 
comunicado y una rueda de prensa la Corte Constitucional manifestó el sentido de la decisión 
tomada pero sin publicar el texto de la misma, el cual fue entregado únicamente a la autora hasta 
el viernes 12 de julio de 2019 mediante un seguimiento hecho a la relatoría de la Corte, y 
posteriormente fue cargado oficialmente a la página de esa entidad el día 16 de julio de 2019, 
aunque se dio como fecha de recibo de la relatoría el 12 de julio. Esta providencia, que marca el 
vigente punto arquimédico y desde donde se partió para el desarrollo de este diagnóstico, es la 
Sentencia C-253 de 2019, en ella la Corte Constitucional hace un análisis sobre la exequibilidad 
de dos apartes del código de policía en los cuales se impone la prohibición del consumo de 
psicoactivos, alcohol y sustancias prohibidas en espacio público, en esta se mencionan cuatro 
pronunciamientos que corresponden al nicho citacional del problema planteado donde la 
sentencia fundacional, es decir, la primera que abarcó el tema es la C-221de 1994, seguida de las 
sentencias C-252 de 2003, C-574 de 2011 y C491 de 2012. 
     En cuanto a la sentencia fundacional, la C-221 de 1994 de quien el Dr. Carlos Gaviria Díaz 
fue magistrado ponente, dejó claras las pautas para entender el trato al consumo y porte de 
drogas pues exaltó la importancia que tiene en el ordenamiento jurídico la garantía de la 
autonomía personal en actividades que como esta corresponden únicamente al fuero interno de 
cada quien y donde el Estado respetuoso de la dignidad no puede ni debe inmiscuirse pues se 
dice que cada quien es dueño de su propia vida y puede desenvolverse como guste, siempre y 
cuando no se afecten los derechos de los demás, por lo tanto en este sentido indica que nadie 
puede ser perseguido y mucho menos sancionado por desarrollarse libremente, únicamente puede 
restringirse la libertad en cuanto colisiona con la libertad de alguien más; es así que mediante 





allí manifestó que la mejor manera de lograr en las personas decisiones acertadas era por medio 
de la educación.  
     Para continuar la sentencia C-252 de 2003 resuelve sobre las consecuencias disciplinarias que 
corresponden a quien como funcionario público consuma drogas en el sitio de trabajo o en 
lugares públicos, en este caso la Corte recurre a la protección del libre desarrollo de la 
personalidad donde las personas, como seres racionales pueden tomar sus propias decisiones 
teniendo en cuenta la dignidad de sus pares, y en todo caso existe una cláusula general de 
libertad que el legislador puede limitar frente a ciertas circunstancias, como es el caso de que con 
sus acciones, como la del consumo de psicoactivos, las personas como funcionarias publicas 
puedan llegar a afectar la calidad de prestación del servicio, caso en el cual la limitación se 
entiende razonable. 
     Por otra parte la sentencia C- 574 de 2011 resolvió la demanda de inconstitucionalidad del 
Acto Legislativo 02 de 2009 que agregó al artículo 49 constitucional la prohibición del consumo 
y porte de la dosis mínima salvo prescripción médica, en este caso la Corte Constitucional 
también se refirió al desarrollo libre de la personalidad en cuanto indico que el hecho de prohibir 
una conducta no conlleva en ningún sentido una penalización  y además defendió la autonomía 
de los consumidores y toxicómanos para acceder a servicios de rehabilitación únicamente cundo 
ellos expresen su consentimiento, en esta se tomó en consideración varios apartes de la sentencia 
fundacional en cuanto a la autonomía y a la necesaria educación para librar a las personas de la 
ignorancia, principal causa de malas decisiones. En este pronunciamiento se empieza a hablar 
más específicamente del concepto de dignidad enfocada hacia la autodeterminación; sin embargo 
en este caso la Corte de declaró inhibida para resolver de fondo. 
     Seguidamente la Sentencia C-491 de 2012, la Corte se pronuncia frente a la reforma de la 
tipificación como delito de varios verbos rectores relacionados con actividades de porte, venta, 
distribución, elaboración, financiamiento, etc.,  de estupefacientes, pues se eliminó la expresión 
“salvo lo dispuesto sobre dosis para uso personal” dando la posibilidad de imponer penas 
carcelarias por el porte de cualquier cantidad de droga, la Corte Constitucional apoyada en 
jurisprudencia de la Corte suprema de Justicia indica que el hecho de tratarse de una dosis 
mínima en muchos casos no exime de responsabilidad penal si el fin de posesión de la misma era 
para su posterior venta o distribución, y del mismo modo puede haber casos en los que el hecho 





antijurídica si es destinada al propio consumo; en esta decisión así como en las demás se tiene en 
cuenta y se reproduce los dispuesto en la C-221/94 y se tiene a la dignidad en cuenta desde su 
faceta de la autodeterminación.  
     Ahora bien, en cuento al punto arquimédico ya señalado, Sentencia C-253  de 2019 la corte 
sigue con la misma línea que en la cual el Estado no puede inmiscuirse en las decisiones de cada 
persona,  y tampoco en el caso concreto puede pretender proteger la tranquilidad, las relaciones 
respetuosas y la integridad del espacio público por medio de la vulneración de un derecho tan  
importante como el de la libertad pues el hecho de consumir drogas no representa en sí mismo un 
ataque a esos bienes jurídicos, por lo cual no se puede censurar una conducta que no afecta a 
nadie más que a quien la realiza solo por el hecho de la potencialidad que tenga esa conducta 
para afectar los derechos de los demás. Esta providencia se convierte en una manifestación 
jurisprudencial muy importante pues reconoce expresamente el problema internacional que 
existe debido a la colisión de la autonomía con otros derechos de interés público, por lo cual 
indica que debe buscarse una manera de armonizar el cumplimiento de los derechos. En esta se 
habla más específicamente de la importancia que tiene frente al tema el reconocimiento integral 
del sistema de derechos y la dignidad como su máxima representación, en este sentido menciona 
las tres dimensiones de la dignidad humana que corresponden a “(i) la dignidad humana como 
autonomía individual, (ii) la dignidad humana como condiciones de existencia y (iii) la dignidad 
humana como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, la integridad física y la integridad 
moral”, sin embargo, al igual que en las decisiones anteriores, la dignidad únicamente se toma de 
acuerdo a su primera dimensión, esto es, a la de la autonomía, dejando de lado la misma 
entendida como condiciones de existencia y aún más, como integridad física y moral. 
     De acuerdo a lo último, es claro que desde el ámbito constitucional, la Corte se ha preocupado 
por otorgar a los ciudadanos suficientes herramientas para hacer valer  sus decisiones autónomas, 
que aunque en casos se ha tratado de disminuir debido a la imposición de prohibiciones , lo 
cierto es que las decisiones se guían hacia la garantía del libre desarrollo de la personalidad; sin 
embargo el concepto de dignidad se toma desde solo una de sus dimensiones, dejando de lado lo 
que para la presente investigación es fundamental y es el reconocimiento integro de los derechos, 
esto es, la toma de la dignidad como sustento para resolver las controversias constitucionales de 
acuerdo a la permisibilidad del consumo de drogas, no desde una de sus dimensiones, sino desde 





clave de dignidad únicamente desde la autonomía, sino también debe comprenderse que esa 
autonomía se debe cumplir con integridad personal, pues de que sirve gozar de un derecho 
cuando al hacerlo se descuidan otras orbitas importantes para el ser humano como es la 
protección de su propia integridad que se puede ver violentada por la comisión de acciones 
permitidas en un ambiente inseguro. Es por ello que pese a que es indudable la protección 
constitucional que se ha prestado al libre desarrollo de la personalidad, en el balance de la línea 
no se toma como un reconocimiento total y definitivo, sino por el contrario es muy relativo pues 
faltan condiciones dignas para que se pueda decir que si se garantiza ese derecho de manera 
íntegra. 
     En ese sentido es claro que la Corte Constitucional ha cumplido con su labor en cuanto la 
protección de la autonomía, pero nunca se ha preguntado en qué condiciones se desenvuelve esa 
autonomía pues al permitir que según su desarrollo social y personal cada quien tome la decisión 
de usar drogas, no manifiesta preocupación por en las condiciones de seguridad que puedan 
afectar su integridad e incluso sus condiciones de existencia teniendo en cuenta que se está 
permitiendo una actividad que es el resultado y esta intrínsecamente relacionada con otra 
actividad que a todas luces es ilícita y peligrosa, como lo es la distribución de esas sustancias que 
se consideran prohibidas. 
     Para concluir hay que dejar claro que la corte se limita a hacer un análisis de 
constitucionalidad de acuerdo a los cargos presentados por el accionante, no obstante sería 
importante que desde el ámbito constitucional se abrieran espacios para discutir esa situación. 
Sin embargo, es evidente que quien tiene que ocuparse de lograr una integralidad normativa que 
atienda a la dignidad desde todas sus dimensiones frente al libre desarrollo de la persona que 
desee consumir determinada sustancia, es el gobierno nacional y el legislativo, por eso es vital 
acudir a nuevos enfoques donde se observe una real integralidad en el sistema de derechos frente 
al uso de drogas.     
Estado del arte: Prohibicionismo y regulación en clave del derecho al libre desarrollo de la 
personalidad. 
La problemática que genera la falta de un reconocimiento integro, desde todos los sectores 
institucionales, al libre desarrollo de la personalidad y autodeterminación en el ordenamiento 
frente al porte y tráfico de estupefacientes es un tema que se ha venido tratando desde la 





cada uno de ellos, desde distintas perspectivas, han llegado a conclusiones con disparidades y 
afinidades frente a esta cuestión. Oscar Salgar (2015) señaló que a pesar de la no penalización 
del consumo y del tratamiento en salud que se pretende dar a los drogodependientes, estos 
pueden llegar a ser criminalizados por el porte de estupefacientes dentro de un contexto de 
inseguridad jurídica, además de la estigmatización y abuso de autoridad de las cuales pueden ser 
víctimas por lo que con estas medidas no evidencia un cumplimiento a la autodeterminación de 
los individuos; en el mismo sentido Antonio Cosco (2013) menciona que frente a la aplicación 
de la ley penal y la legalidad debe tenerse en cuenta el libre albedrío como una garantía política 
fundamental donde la persona encuentra abierta la posibilidad de tomar decisiones acorde a lo 
que para sí mismo está bien en lo que no puede haber represión del Estado. Cosco (2013) señala 
que debe existir una expectativa real de los mandatos jurídicos pues con esto se restringe el 
ámbito de la discrecionalidad del poder y donde se tenga en cuenta la capacidad o facultad de 
decidir y los posibles efectos perjudiciales de la acción de consumir drogas que provienen de 
actos propios, de auto lesión.  
Ahora bien, referente al prohibicionismo frente a las drogas como problemática fundamental 
se puede encontrar la contradicción entre el consumo de drogas con un enfoque de salud pública 
y la categorización delictiva que tiene la producción y comercialización, en la medida que las 
políticas de drogas han recurrido a la prohibición penal han generado un mercado prohibido de 
narcotráfico y por ende de poderosas mafias (Salgar, 2015). Por su parte Sara Sáenz (2009) 
destaca que el gobierno el Colombia legitima el sistema prohibicionista en fundamentos morales 
que tienen dos aristas; por un lado, los consumidores de drogas, que coadyuvan al financiamiento 
del narcoterrorismo por lo que son criminales en potencia, además de incidir en la inseguridad 
ciudadana; y, por otro lado, están las personas no consumidoras, quienes se consideran víctimas 
del consumo. Además, aunque las conductas de consumo y porte de la dosis mínima no son 
penalizadas, si están prohibidas, por lo tanto en ningún caso se podrían decir que están 
legalizadas pues hasta ahora lo que se ha hecho es no contemplar sanciones de rango penal, pero 
aún hay sanciones de carácter administrativo (Téllez y Bedoya, 2015). Es por esto que German 
López y Carlos Gómez (2014) mencionan que en Colombia debe implementar “políticas para 
enfrentar el problema del uso de drogas ilícitas, apelando a la despenalización o la 





dependiente es visto como una persona que precisa ser auxiliada en vez de castigada”. Por su 
parte Karen Blanco y Malory Gutiérrez (2017) recalcaron que: 
“el ámbito de protección del tipo penal se amplió al punto que hoy ya no se trata sólo de un 
tipo penal orientado a proteger la salud pública sino también la seguridad pública y el orden 
económico y social. Según la corte constitucional, lo anterior se da porque en el tráfico de 
estupefacientes confluye cada vez más un desmedido ánimo de lucro, dispuesto a vencer todas 
las barreras, capaz de poner en circulación inmensos capitales y de generar inconmensurables 
riquezas que alteran dramáticamente las fuerzas económicas de los países afectados por ella.” 
Para Jairo Téllez y Camilo Bedoya (2015) se debe tener en cuenta que la determinación de 
una dosis mínima tal como está planteada deja muchos vacíos por resolver pues no cumple con 
lo que para cada consumidor debe ser su dosis personal. Algunos factores que incrementan la 
posibilidad de consumir drogas, se relacionan con la propensión social del individuo a utilizar 
sustancias sicotrópicas, la predisposición genética a desarrollar dependencia y abuso ante el 
contacto con las drogas, vivir un ambiente de exposición a las drogas, de violencia física y 
psicológica, y factores de carácter personal como la baja autoestima, aislamiento social, 
inadecuadas estrategias para enfrentar a los problemas cotidianos, baja asertividad, entre otros 
(Hernández y Soleto 2013); no obstante estos factores no son solo conductores para el desarrollo 
de la adicción a una droga determinada sino que pueden derivar a otras conductas adictivas como 
la dependencia al juego, a la pornografía, a la comida o también al abuso de sustancias 
psicotrópicas legales como antidepresivos, alcohol y tabaco.  
Además de los diversos problemas que conlleva el consumo de drogas recreativo; Kelly 
Angarita (2015) hace énfasis en que con la despenalización del consumo de drogas, bajo el 
fundamento de ser este un acto totalmente privado y que afecta al individuo en sí mismo, se 
dejan por fuera los menores que sufren dependencia a estas sustancias que además de su edad, 
por el estado de dependencia que padecen no pueden considerarse como totalmente autónomos 
ni capaces de decidir sobre la realización de una conducta auto lesiva, aún más cuando de 
acuerdo con la Constitución Política el Estado tiene la obligación de otorgar una protección 
especial a los niños en su desarrollo y crecimiento. Por esto Vanessa Devia (2017) plantea que se 
puede aplicar un modelo similar al de Uruguay donde solo se imponen sanciones a espacios 





Teniendo establecido ya, que el consumo de drogas conlleva a diversos problemas tanto en los 
adultos como en lo menores, es importante reconocer que la decisión de consumir sustancias 
psicoactivas es totalmente individual y esta intrínsecamente relacionada con el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. Blanco y Gutiérrez (2015) señalan que “el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad es considerado un derecho civil, es decir un derecho negativo” que 
debe reconocerse siempre que no se afecten bienes jurídicos ajenos. Es por ello que en tanto no 
se afecten derechos ajenos, el estado no debe entrometerse en el terreno de la libre actuación del 
hombre, si no únicamente para proteger su autonomía, para que cada quien pueda emprender las 
actividades individuales o sociales que le permitan proyectar su visión de sí mismo (Blanco y 
Gutiérrez 2017). 
Es oportuno tener en cuenta que a través de los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad que rigen al sistema de salud, el Estado y los particulares deben coadyuvar al impulso 
y practica de las “medidas y tratamientos de orden pedagógico, profiláctico o terapéutico, a favor 
de los adictos y dependientes que porten y consuman sustancias estupefacientes y sicotrópicas, y 
que consientan de manera informada en someterse a ellas” (López y Gómez 2014). Además, en 
el modelo actual juega un papel importante el elemento subjetivo de la intencionalidad del porte 
de droga determinar su tratamiento pues si esta es para su consumo no debe intervenir el derecho 
penal sino políticas en salud, pero si su fin es la comercialización y distribución el Estado debe 
ser implacable ante el narcotráfico en la relación con otras naciones (Acosta, 2014), esto ya que 
según Andrés Vergara, Yilberto Lahuerta y Sandra Correa (2003), las políticas públicas en este 
tema deben reconocer que la decisión de una nación puede afectar otras por la repercusión social 
y económica que puede conllevar por ser un tema que no reconoce fronteras. 
La vida social, política y económica del país ha estado directamente influenciada por el 
narcotráfico, incluso ha sido un actor importante del conflicto armado interno, siendo el apoyo 
económico directo e indirecto de grupos insurgentes, paramilitares y el crimen organizado (Ortiz, 
2016), en este sentido el Narcotráfico es un mal que consigo trae devastadoras consecuencias 
para la comunidad en general como la corrupción, la desigualdad social, la pobreza extrema, el 
contrabando y también el uso, abuso y adicción a las drogas, que denigra al individuo 
menoscabándole su salud física y psicológica, arrastrando de paso su familia, no obstante 
Quintero (2013) aclara que no todo consumidor es un adicto o toxicómano que abusa de las 





requiere estar en un hospital, ya que  a diario mueren más personas por otros elementos como la 
comida, la contaminación,  toxicidad urbana, e incluso el mismo consumo de drogas lícitas como 
el alcohol y el tabaco, o sustancias generadoras de dependencia y enfermedades como el té, el 
café, la coca cola.  
En este sentido C. Baumann, R. Cancelo y F. Vigne, (2013) sostienen que la ilegalidad de 
ciertas sustancias se fundamenta en la protección al bien jurídico de salubridad pública, pero 
encuentra en ello una contrariedad pues objetivamente hay muchas sustancias que también 
podría decirse que atentan contra la salud sin que sobre su consumo exista un tipo de control,  
sino que por el contrario con medidas de información y prevención se deja a la decisión de cada 
quien el deseo de consumirlas, como el tabaco y el alcohol, lo cual genera una paradoja donde no 
se encuentra un criterio ecuánime para encontrar aceptación social en unas sustancias y en otras 
no. 
En cuanto a las diversas soluciones abordadas, los autores analizados se encuentran en el 
planteamiento de la necesidad de realizar una regulación que abarque el tema de las drogas de 
forma legal e incluyente en la sociedad donde se vean garantizados los derechos de los 
consumidores reduciendo en la mayor medida posible la injusticia social (Cardona y Rodríguez, 
2013), para lo que se deben comprometer todos los actores sociales en el logro de nuevas 
políticas de descriminalización, solución que tendrá a las instituciones como pieza fundamental 
para el control de dicha estrategia, con un enfoque  gradual y sistemático para implementar 
medidas de producción y comercio (Aída Bustos y Luz M. Forero, 2005), pues se conoce que la 
ineptitud del sistema prohibicionista de la comercialización, venta y distribución de 
estupefacientes. 
De acuerdo con lo anterior Aída Bustos y Luz Forero (2005) consideran que el problema hay 
que combatirlo por medio de la legalización universal de las drogas, la cual debe ir acompañada 
de educación, prevención y tratamiento, se requiere de una cooperación global y la concentración 
mundial, en busca de un reconocimiento global y social sobre la existencia de problemáticas 
ocasionadas a causa de la prohibición de la venta de marihuana, por lo que las normas deben 
dirigirse a la mejora del funcionamiento del mercado internacional queda tratamiento a los 
peligros de la liberalización total con nuevas estrategias, por lo que se debe tratar una 
liberalización gradual; lo anterior es necesario en vista de que el sistema prohibicionista de la 





y problemáticas que aquejan a la sociedad, por lo tanto hay que cambiar radicalmente la política 
antidrogas para arrebatarle este negocio al narcotráfico (Quintero, 2013) 
Lo expuesto deja ver claramente la necesidad de una nueva política de drogas que abarque 
una alternativa donde se garanticen los derechos humanos de todos los farmacodependientes y 
consumidores en la sociedad, sin descuidar la protección y los programas de prevención al 
consumo para niños y jóvenes; por tanto, se plantea que por medio de una regulación selectiva 
del mercado se podrá balancear la disconformidad creada tras la contraposición de la 
normatividad vigente que rige la actual política de drogas. 
En cuanto a la normatividad estatal frente al tema, sobre lo anterior se busca establecer un 
modelo normativo pertinente, frente al consumo y distribución de drogas, que reconozca y 
garantice los derechos tanto de los consumidores como de las personas que no lo son y el 
beneficio de la sociedad en relación con los distintos temas que se afectan en este sentido, tales 
como el de política criminal, micro tráfico y punibilidad de las actividades relacionadas con el 
porte y tráfico de estupefacientes, propugnando por una legislación objetiva, desprendida de 
moral colectiva y más enfocada a lo que es la protección de derechos y el avance jurídico.       
Ahora bien, teniendo en cuenta que el problema que se quiere abarcar radica en la dificultad 
que se presenta en la aplicación del principio y derecho al libre desarrollo de la personalidad en 
la política de drogas como se encuentra planteada actualmente, la pregunta epistémica que se 
entrará a resolver es: ¿Cómo implementar un sistema legal de regulación selectiva para el 
mercado de sustancias como el cannabis, en garantía del libre desarrollo de la personalidad para 
la búsqueda de una Política de Drogas integral en Colombia?  
Marco Teórico: Regulación Selectiva como modelo de Política de Drogas  
En cuanto al manejo que se le ha dado a la política de drogas, tal como lo señaló Rodrigo 
Uprimny en su texto Drogas, Derecho y Democracia, que fue presentado en el seminario 
itinerante de política criminal POCAL (2015); pretendiendo dar respuesta a la mejor regulación 
posible frente al tema, menciona que se han implantado cuatro modelos generales que cada país 
le da a la regulación jurídica de drogas, hablando así de: 
(1) “Despenalización estricta o política de liberalización general”, que se basa en la regulación 
propia del mercado pretendiendo que las sustancias sicoactivas se sometieren a sus reglas e 





flexible o reducción del daño generalizada”, considera la imposibilidad de acabar con el 
consumo, por tanto solo hay tratamiento para usos problemáticos; (3).”Legalización regulada”, 
reconoce los efectos perversos de la prohibición por lo que busca otras estrategias por medio de 
la ampliación o generalización de la reducción de daños, también busca despenalizar totalmente 
el consumo y así llegar a una regulación frente a la producción y la distribución de todas las 
sustancias sicoactivas. (4).” Prohibición estricta o guerra a las drogas”, donde con recurso a un 
derecho penal máximo pretende impedir el consumo por medio de la prohibición férrea a la 
producción y comercialización, es decir, eliminando la oferta, pues si no hay drogas, no habrá 
consumo y así mismo no habrá abuso de estas. 
Luego de realizar un análisis exhaustivo a estos sistemas Rodrigo Uprimny (2015) planteó 
que el más conveniente es el modelo de “legalización selectiva o regulada” también denominado 
“mercado pasivo”,  pues este se desarrolla con el fin de reducir los daños y los crueles efectos de 
la prohibición, en términos de violencia, corrupción, erosión del respeto a la ley y afectación de 
la dignidad y del libre desarrollo de la personalidad, por lo anterior es indispensable regular la 
producción y distribución de todas las sustancias psicoactivas. La finalidad de esta estrategia es 
restringir el uso del derecho penal cada vez más despenalizando la producción y distribución, así 
se liberan recursos económicos que pueden ser enfocados al aumento de programas de 
prevención, tratamiento e intervención comunitaria.  
Uprimny plantea que el uso del derecho penal en una democracia debe ser usado en última 
instancia pues implica la limitación de la dignidad, por lo tanto, debe ser usado exclusivamente 
en casos que sea necesario prohibir y sancionar un comportamiento para evitar males mayores; 
en la justificación de su propuesta menciona el planteamiento de John Stuart Mill, quien señaló 
que el único criterio para el uso del derecho penal es el daño a terceros, y teniendo en cuenta que 
en el acto de consumir alguna droga solo afecta a quien está realizando la conducta, el derecho 
penal debería estar restringido para este evento. La política tradicional de guerra contra las 
drogas fracasó en muchos sentidos pues por un lado no cumple con su objetivo de reducir la 
oferta de las drogas declaradas ilegales, y por otro lado fortalece el monopolio criminal de la 
distribución, con todas las secuelas que eso tiene en términos de violencia, corrupción, 
intervencionismo e inestabilidad institucional. 
Estas políticas prohibitivas, a pesar de establecerse teóricamente en pro de la salud pública, no 





de sanciones lo marginan haciendo una situación más gravosa para él y para la sociedad en 
general. Por ello la prohibición es contraproducente pues dinamiza los mercados ilegales de 
droga sin controles externos y porque la legitimidad democrática de una tal prohibición es cues-
tionable ya que afecta esferas privativas del individuo relacionadas con el libre desarrollo de su 
personalidad. 
El modelo de regulación selectiva se enfatiza en la salud pública y la necesidad de minimizar 
los daños que genera el abuso de estupefacientes priorizando la protección a los derechos 
humanos; por ello se piensa en crear unos canales legales de producción y distribución donde el 
Estado sea quien controle selectivamente dependiendo de la sustancia, pues no es posible otorgar 
un tratamiento igual a la marihuana que a la heroína, por lo que primaría un criterio sanitario, se 
buscaría que las drogas más peligrosas fueran las de más difícil acceso, para desestimular así los 
potenciales abusos. El mercado legalizado por el estado debe ser pasivo, donde no se realice 
propaganda ni publicidad alguna dando un punto de equilibrio entre lo que es un mercado libre y 
uno regulado. Es importante crear sanciones contundentes frente al mal uso de las sustancias 
como se hace con el alcohol, también a quienes induzcan a los menores a consumir y a quienes 
distribuyeran drogas por fuera de los canales regulados manteniendo la criminalización del 
tráfico por lo que se requieren unas reglas claras en materia de precios y distribución legal 
evitando el fortalecimiento de un mercado paralelo, es indispensable combinar ello con 
programas de prevención, tratamiento y ayuda al toxicómano. 
Para ello hay que tener en cuenta que el “uso” y “abuso” de las drogas son dos cosas distintas, 
mientras que para el prohibicionismo siempre que hay consumo hay uso problemático de las 
sustancias psicoactivas, muchos ejemplos muestran que eso no es cierto, como la distinción 
evidente entre un alcohólico y un consumidor de licor social, Uprimny (2015) también toma 
como ejemplo a Goethe o Goya quienes en uso de su autonomía fumaban opio y bajo sus efectos 
realizaron su legado y a los cuales sería impensable haberles obligado a acudir a rehabilitación.  
Por eso, si bien la regulación puede generar el aumento de ciertos consumos, no tiene que 
hablarse de siempre de abuso. Por ello lo que se pretende es acabar con el consumo 
problemático. 
Por lo anteriormente expuesto considera que la aplicación de este modelo es realista y 
democrático, pues evita el malestar que genera la prohibición atendiendo al respeto de los 





colectivos e individuales, y en especial al principio de libre desarrollo de la personalidad; además 
la regulación generaría que se les quitara a las organizaciones criminales el rentable negocio de 
la venta y distribución de estupefacientes y aunque pueda existir un negocio paralelo, el legal y 
el ilegal, de manera gradual se puede eliminar el mercado ilegal, en cualquier caso, es evidente 
que se mitigarían muchos de los males que genera la ilicitud como la violencia y la corrupción. 
 
Capítulo II: Experiencias y resultados de la regulación diferencial a nivel internacional 
Para este segundo capítulo se realizará un estudio de derecho comparado que como método 
utilizado en esta investigación consiste en un examen crítico donde se cotejan diversos sistemas 
de derecho y legislaciones avanzadas de países que han regulado el tema del mercado lícito del 
cannabis, para lo que se estudió el origen histórico de la institución, su evolución y el tratamiento 
legal, teniendo en cuenta tanto sus puntos de encuentro como sus diferencias, para luego analizar 
el impacto que ha generado la política de drogas en cada sistema y su posición frente a los 
derechos individuales, esto con el fin de conocer el desarrollo de políticas alternativas que han 
comprendido la necesidad de cambiar el paradigma frente al tema y plantear otro enfoque que 
posteriormente pueda ser replicado en otras latitudes de acuerdo a su marco político, económico 
y social. Lo anterior pues es importante que la investigación de las relaciones jurídicas se delante 
desde el conjunto de las relaciones sociales, sus causas e impacto, no solo en el ámbito nacional 
sino atendiendo a los cambios internacionales en distintos ámbitos que influyen en la 
positivización del derecho, pues para plantear soluciones internas es necesario conocer los 
procesos internacionales, su impacto en el derecho nacional y en la sociedad colombiana 
(Matias, 2012). 
Esto se hizo en base a la unidad de análisis llamada Política de drogas que es el punto de 
partida en común, donde se tomó como categoría a cada uno de los países analizados: Países 
Bajos, Uruguay, Estado de Washington (EE. UU.), Estado de Colorado (EE. UU.), Estado de 
California (EE. UU.) y Canadá; dentro de estos se tomó como indicadores referentes del marco 
teórico: El fracaso de la prohibición, el desarrollo de la regulación en cada caso con las analogías 
y diferencias en las soluciones adoptadas, y los efectos que ha tenido. 
Ahora bien, en Colombia se garantiza la prevalencia de la dignidad y las libertades 





virtud del reconocimiento al individuo como parte integral de la sociedad, cuyos derechos deben 
prevalecer; por ello en un principio el estado tiene imposibilidad para inmiscuirse en las 
decisiones propias de cada individuo, a pesar de esto lo hace con la prohibición del consumo, sin 
obtener resultados positivos aún más teniendo en cuenta que no se hacen muchos esfuerzos por 
conducir a la regulación de la distribución, pues para que exista un consumo es indispensable, y 
apenas lógico, que debe existir también una oferta, que en el caso del cannabis y otras sustancias 
es ilícita y no se ha eliminado a pesar de los controles internacionales para frenarla. Por lo 
anterior se crea la necesidad de investigar mediante este proyecto si con una regulación selectiva 
del cannabis en la política de drogas se puede al menos dar los primeros pasos, para una 
normatividad integra política y socialmente, con garantías al principio de libre desarrollo de la 
personalidad. 
     En este caso se aplicó el estudio de derecho comparado pues como lo expusieron David y 
Jauffret (2010), este se considera un elemento necesario de la ciencia y cultura jurídicas para el 
conocimiento y mejoramiento del derecho nacional, pues con la internacionalización del derecho 
actualmente el legislador tendrá que recurrir a experiencias de otros países en la transformación 
de la sociedad, por lo que este método desempeña una función relevante en la regeneración de 
los sistemas jurídicos de acuerdo a las  condiciones del mundo moderno, con lo que permite a los 
juristas de diversas naciones plantearse la posibilidad de una mejoría de sus sistemas de derecho 
internos. En este sentido es limitativo e inconciliable pretender la transformación de la ciencia 
jurídica de un Estado sin tener en cuenta la teoría y practicas extranjeras, pues el derecho como 
ciencia social no puede estudiarse desde el nacionalismo jurídico, sino se debe propender por la 
expansión y progreso del conocimiento (Tawil, 2009). 
Por ello, a través de este método se quiere lograr la evolución y desarrollo de los sistemas 
jurídicos, pues ofrece un catálogo de soluciones que analizadas críticamente otorga “la mejor 
solución” a diversas situaciones según el tiempo y el lugar (Mancera 2008). Lo anterior no quiere 
decir que se deban adoptar soluciones en forma mecánica, sino por el contrario lo que se 
pretende es conocer respuestas propuestas en otras latitudes para comparar la más adecuada de 
acuerdo con el contexto del cual se está hablando (Tawil, 2009). 
Para lograr un estudio a profundidad respecto al tema que nos ocupa, en primera medida se 
ubicó un punto de partida común, un problema o una necesidad social real que comparten los 





reconocimiento de derechos y libertades en políticas de control de drogas alternativas. Como 
segundo punto se encontró las normas, instituciones, procesos jurídicos con los que los países 
examinados (Países Bajos, Uruguay, Estados Unidos con Washington, Colorado y California, y 
Canadá) han intentado resolver el problema con el fin de encontrar entre ellos similitudes y 
diferencias de acuerdo a sus contextos socio jurídicos. Por último, es necesario realizar una 
valoración de los modelos de solución en cuanto a la eficacia o ineficacia de la resolución del 
problema. 
En los últimos años han ocurrido cambios en las legislaciones frente a las  drogas en diversos 
lugares del mundo; esto ya que el reconocimiento de garantías y derechos ha generado tanto en 
las decisiones jurisprudenciales como en la normatividad vigente que se reconozca el beneficio 
que trae una política de drogas donde no se considere al individuo consumidor como un 
delincuente llevándolo a las sanciones de un derecho penal, sino por el contrario, 
desestigmatizándolo y reconociendo que así como hay usos problemáticos de la droga que 
requieren un enfoque de atención en salud al adicto, también hay usos no problemáticos dentro 
del ámbito de autodeterminación del consumidor, centrando más atención en sus garantías 
fundamentales y en la manera de hacer menos nocivo el fenómeno de las drogas que 
históricamente ha afectado a la sociedad en general. 
Teniendo en cuenta esto y analizando la función del método de derecho comparado en 
disposición con nuestro problema de investigación, se encuentra que la Unidad de Análisis 
“Regulación selectiva del cannabis recreativo” y las categorías analizadas correspondientes al 
estudio de las legislaciones y sistemas públicos de control de drogas. 
Fracaso de la Política Prohibicionista Imperante  
En primer lugar, Países Bajos creó la ley de estupefacientes de 1919, bajo los preceptos de la 
convención sobre opio de la Haya de 1912, en esta se determinó la ilegalidad del transporte y 
distribución de la cocaína y el opio, sancionado esto con prisión o multa. En 1928 se adecuó la 
Ley del opio al Tratado Internacional de Estupefacientes de Ginebra de 1925 con lo que se 
adicionó la prohibición de todas las actividades tendientes a la producción y distribución del 
cáñamo, imponiendo para esto más tiempo de prisión, adicionalmente también se penalizó la 





logró resultados efectivos en el entendido de la disminución del consumo y la criminalidad por lo 
que generó múltiples dudas (Van Kamthout, 1988). 
El inicio del consumo de estupefacientes en los Países Bajos era de opio por parte de 
inmigrantes chinos, y las drogas conocidas eran limitadas. Después de 1966 ocurrió una 
expansión de productos del cáñamo y otras sustancias generando así preocupación frente al 
consumo de la heroína, pues en 1972 con la aprehensión de los traficantes de opio, los 
consumidores del mismo cambiaron esta droga por heroína, generando más problemas sociales. 
(Vervaele, 1991). 
Debido al fracaso las estrategias programadas para controlar el tráfico de esas sustancias, un 
Grupo de trabajo sobre estupefacientes, el Comité Baan, en 1972 concluyó que las políticas 
deberían basarse en el riesgo relativo del consumo de drogas, de acuerdo a la peligrosidad 
objetiva de cada sustancia, pero también teniendo en cuenta los antecedentes sociales del 
usuario, las circunstancias del consumo y las motivaciones y expectativas de uso de la droga; con 
lo que la revisión de datos médicos, farmacológicos y socio-psicológicos sobre diferentes tipos 
drogas y su uso, generó la clasificación de las distintas sustancias según su riesgo; esto formó la 
base de las revisiones a la Ley Holandesa de Opio en 1976, que enmarca como su aspecto más 
distintivo la diferenciación entre drogas blandas y drogas duras (Webb, 2000). 
Por lo anterior el Departamento de Justicia de los Países Bajos empezó hablar sobre la 
despenalización de algunas drogas blandas, como la marihuana, con lo que en 1973, se propuso 
tratar el consumo de marihuana como el consumo de alcohol (Parra, 2018) con lo que se creó el 
informe que trazaría los fundamentos de la política de drogas actual establecida en 1976 con la 
reforma a la Ley del opio, esta política se basa en cuatro pilares:  la distinción entre drogas duras 
y blandas; la actuación dura y represiva contra el tráfico, en especial contra  las drogas duras; la 
practica legalización del consumo y pequeño tráfico de drogas blandas, la creación de una 
extendida red de instituciones de asistencia con objetivos de reducción de los riesgos por 
consumo de drogas (Van Kamthout, 1988). 
En Uruguay, así como en todo el mundo siempre ha existido el consumo de drogas, a 
principios del siglo xx la venta de cannabis, cocaína y opiáceos era legal, pero debido a la 
participación de Uruguay en las conferencias internacionales sobre control de drogas y  la 
influencia norteamericana, en 1934 y 1937 se aprobaron leyes prohibicionistas, las cuales no 





década de los setentas el problema de la droga se disipó como preocupación gubernamental 
(Guzman, 2015). La regulación aunque prohibicionista, era suave frente a las sanciones para los 
traficantes, y en cuanto a los consumidores, no eran tratados como criminales por lo cual se 
presentaban casos en los que un vendedor de estupefacientes podía estar por fuera del ámbito de 
aplicación de la ley penal si la cantidad que portaba era mínima,  por lo que se le exigía al 
presidente de la época Bordaberry la ratificación de la Convención Única de Estupefacientes de 
1961, y el establecimiento de medidas correctivas (Guzman, 2015). 
En este contexto, en 1974 se incorporó la “Convención única de 1961 sobre Estupefacientes” 
mediante la Ley 14222, con lo que se crearon cuatro leyes prohibicionistas-represivas de drogas 
en cinco años, entre 1974 y 1979, esto sin una discusión nacional y parlamentaria, pues fue 
impulsado más como una obligación por la influencia de la política de guerra contra las drogas 
estadounidense (Tenenbaum, 2017). De acuerdo con las leyes expedidas se establecía un 
monopolio del comercio legal de narcóticos, incrementando las penas por tráfico, imponiendo 
agravantes a las mismas y estableciendo una internación obligatoria para quienes fueran 
encontrados consumiendo, pues se presumía su adicción y tenían que ser rehabilitados (Guzman, 
2015). Bajo esta regulación  prohibitiva se hicieron evidentes los problemas que sufrió este país a 
consecuencia de la guerra contra las drogas a pesar de todos los esfuerzos que implica, pues las 
incautaciones de las sustancias prohibidas no logran desfinanciar al narcotráfico y aun así, 
comprometen los presupuestos públicos, también genera sobrepoblación carcelaria,  desborde del 
sistema judicial, crecimiento del tráfico y de la violencia que en Uruguay se manifiestan en “el 
ajuste de cuentas y el sicariato” y frente al consumidor de cannabis, la exposición a redes 
clandestinas que facilita el posible consumo de otras drogas toxicológicamente más riesgosas 
(Garat, 2013). 
Por lo anterior se quiso llegar a una política más garantista de los derechos humanos donde se 
despenalizó el consumo, se fijó sanciones drásticas frente al tráfico y se estableció una necesidad 
de reducción de daños. Teniendo en cuenta las diversas problemáticas que genera la prohibición 
se observó la necesidad de cambiar la política imperante bajo el postulado “El uso de drogas no 
es sinónimo de generación de adicción, la adicción es una de las manifestaciones de los usos 
problemáticos de drogas” (Garat, 2013); en consecuencia el paradigma frente a la política de 
drogas cambió el 20 de diciembre de 2013, con la aprobación de la ley 19.172 para la regulación 





reducción de riesgos y daños con la regulación del consumo, producción y venta del cannabis; 
promoviendo la información, educación y prevención sobre el uso problemático de este producto 
con lo que fue el primer país del mundo en legalizar y regular esta sustancia (Instituto 
Transnacional de Drogas y Democracia, 2015). 
Por su parte Estados Unidos es referente mundial en el tema de política de drogas, y como en 
la mayor parte del mundo, el consumo de las mismas para fines médicos y religiosos data desde 
su fundación. La ley Harrison de impuestos sobre narcóticos a principios del siglo xx fue la 
primera medida restrictiva frente al uso de opiáceos, luego de esta hubo otras leyes que 
demarcaban un camino de prohibición (Maroño, 2018). A partir de los años 70, el gobierno 
institucionalizó la labor de prevención y control del consumo de cualquier derivado del cannabis, 
e incluyó medidas también contra el consumo de heroína, LSD y el peyote (Habib, 2018).  
La normatividad más relevante proviene del presidente republicano Richard Nixon en 1971 
(Maroño,2018), quien durante  su gobierno fusiono todas las agencias antinarcóticos para crear la 
Drug Enforcement Administration (DEA), encargada de perseguir, procesar y penalizar la 
posesión o tráfico de drogas, pues desde entonces el gobierno federal se declaró enemigo de las 
drogas, incluso cuando estas son usadas con fines médicos (Habib, 2018). 
Desde allí Estados Unidos ha tenido una tradición prohibicionista, con su llamada “Guerra 
Contra las Drogas” donde se propende por el uso de un derecho penal máximo que contrarreste 
la realización de todas las actividades relacionadas con la tenencia, distribución y consumo de 
estupefacientes, reducir la demanda de drogas es el tema base de la Estrategia para acabar con el 
consumo (Wyrwisz, 2015). Pese a esto, la autonomía estatal permite que cada estado apruebe 
legislaciones de acuerdo a sus intereses, siendo Nuevo México el primer estado en aprobar algún 
tipo de propuesta que permitiera el uso de la marihuana medicinal, y aunque los obstáculos 
burocráticos no permiten que se llegue a un consenso nacional sobre el uso medicinal del 
cannabis, desde los años 80, la mayoría de estados se volcaron en la reclasificación de la 
marihuana, basándose en estudios que determinaban sus alcances médicos. 
Así, en el transcurso de los últimos años, varios estados iniciaron una oleada de 
descriminalización que desembocó en la legalización del uso recreativo de la cannabis, 
instaurando medidas de control similares a las del alcohol (ser mayor de 21 años, control de 
conducción bajo los efectos) y permitiendo el cultivo personal (Habib, 2018), por lo que al día de 





cannabis recreativo Colorado y Washington fueron los pioneros en regular el mercado, a estos se 
han sumado ya una pluralidad de estados más. 
Ahora bien, el proceso de consumo de drogas en Canadá en un primer momento se dio con el 
opio por inmigrantes chinos y para el alivio de dolores por sus cualidades medicinales, por lo que 
el estado creó un impuesto a las fábricas de opio, generando así buenas ganancias al estado en 
1871 (CCFA, 2019); eso se debió a que en esta época  el uso de drogas psicotrópicas no se 
consideraba un problema social grave (Green, 2006). 
Más adelante el consumo de opio creció lo cual generó preocupación por parte del gobierno 
con lo que se promulgo la ley del opio de 1908 que determinaba la ilegalidad de importar, 
fabricar o vender opio, aunque los opiáceos se usaban en medicamentos ampliamente; después 
de esto no duró mucho para que la Ley de Propiedad de Patentes prohibiera el uso de cocaína en 
medicamentos (CCFA, 2019). Esta decisión se inspiró más en prejuicios raciales y en un fervor 
moralista por ser los inmigrantes asiáticos los mayores consumidores (Green, 2006). Más 
adelante en la década de los años veinte el primer ministro de Canadá agregó al cannabis a “The 
Confidential Restricted List” bajo la legislación “Narcotics Drug Act Amendment Bill” con lo 
que este país siguió las directrices internacionales frente a las sustancias restringidas (Centro de 
Estudios Internacionales Gilberto Bosques senado de la Republica de México, 2018). Con esta 
política de drogas los consumidores eran equiparados a delincuentes y en su mayoría quienes 
eran procesados por delitos de drogas eran chinos por lo que se convirtió además en una ley 
discriminadora. (CCFA, 2019) 
Hasta 1960 la mayor preocupación social era el elevado consumo de drogas para lo cual se 
buscaron soluciones en el ámbito de la ley penal que comprendían la eliminación de fuentes de 
suministro licitas y de vías de asistencia terapéutica, con lo cual se llevaba al consumidor a 
involucrarse en la ilegalidad y el crimen (Green, 2006). El aumento en el uso de drogas en los 
años sesenta y setenta, generó una masiva criminalización, aumentando los costos sociales y el 
número de jóvenes condenados por delitos relacionados con las drogas (en particular la posesión 
de cannabis) por lo cual se crearon presiones para la liberalización de las leyes de drogas de 
Canadá (Riley, 1998). Al respecto Melvin Green (2006) indicó que en la década de 1960 las 
personas acusadas por delitos relacionados con cannabis aumentaron a 5000, y en 1977 





Debido a esto se conformó la Comisión Le Dain que en 1972 analizó los costos sociales de 
aplicación de la ley, los costos judiciales y los gastos de encarcelamiento, además de  las 
consecuentes individuales que tiene la aplicación de la ley para un consumidor, por lo cual 
propuso la descriminalización del cannabis; sin embargo en 1987, el gobierno federal canadiense 
anunció la "Acción contra el abuso de drogas", influenciado por la "Guerra contra las drogas" 
estadounidense, y en la década de 1990, hubo una oportunidad con la nueva Ley de Drogas y 
Sustancias Controladas, pero esta resultó ser eminentemente prohibicionista pues desconoce los 
costos sociales, y la incapacidad de reducir la disponibilidad de drogas (Riley, 1998). 
Fue hasta 2001 que Canadá se convertiría en el primer país en legalizar el uso medicinal del 
cannabis para enfermos terminales y pacientes con enfermedades graves, y frente a la regulación 
del uso recreativo, esta se dio años más tarde, cuando en la campaña donde se eligió al primer 
ministro Justin Trudeau este impulsó como una de sus propuestas la legalización del cannabis 
bajo el argumento de alejar a los consumidores del crimen organizado, claro que sin fomentar su 
uso. De acuerdo con esto el 13 de abril de 2017, se presentó ante el Parlamento un proyecto de 
ley para legalizar el cannabis para fines lúdicos en mayores de 18 años y fue el pasado 18 de 
junio de 2018 que Canadá se convirtió en el primer país del G7 en regular la marihuana 
recreativa, con 52 votos a favor y 29 en contra. (Centro de Estudios Internacionales Gilberto 
Bosques del Senado de la República de México, 2018) 
Generalidades legales  
En Países Bajos la ley que desarrolla el tratamiento que se le da a las actividades relacionadas 
con el consumo de drogas es la Ley del Opio o “Opiumwet” la cual se redactó por primera vez 
en 1928 y fue enmendada en 1976 por la ministra Irene Vorrink (Martens, 2018) es importante 
destacar la Designación de la ley del opio 2015A003 [Aanwijzing Opiumwet] pues esta 
determina las directrices frente al tratamiento de psicoactivos.  
La política holandesa de drogas se centra en prevenir y reducir los daños sociales asociados 
con el uso, la producción y el tráfico de drogas que conducen a daños sociales y de salud 
(2015A003, Achtergrond#1), para esto fundamentalmente se crean dos listas donde se distinguen 
entre los estupefacientes con un riesgo inaceptable para la salud pública llamadas drogas duras 
de la lista I y las drogas blandas de la lista II. Es así que el consumo y venta de cannabis, que 





forma de cafeterías que distribuyen en producto en pequeñas dosis, la idea subyacente es evitar 
que el usuario de cannabis tenga acceso a drogas duras. (2015A003, Achtergrond#2.1) 
En Uruguay la Ley Nº 19.172 (2013) sobre la “marihuana y sus derivados, control y 
regulación del estado de la importación, producción, adquisición, almacenamiento, 
comercialización y distribución”; plantea un sistema orientado a minimizar los daños y riesgos  
del consumo de marihuana, mediante la “debida información, educación y prevención, sobre las 
consecuencias y efectos perjudiciales vinculados a dicho consumo así como el tratamiento, 
rehabilitación y reinserción social de los usuarios problemáticos de drogas” (Art.1, 19.172, 2013) 
por medio de la supresión del comercio ilegal de marihuana teniendo en cuenta las pautas de la 
Organización Mundial de la Salud (Art. 4, 19.172, 2013).    
En el estado de Colorado la Enmienda “Amendment” 64 legalizó la Marihuana con la boleta 
electoral del 6 de noviembre de 2012, allí se aprobó el uso y regulación de la marihuana con 
fines recreativos modificando el artículo XVIII de la constitución del estado de Colorado 
[Sección 16. Uso personal y regulación de la marihuana], con el fin de permitir que personas 
mayores de veintiún años, compren marihuana limitadamente, para ello se prevé la concesión de 
licencias de cultivo de acuerdo a ciertas condiciones y con el pago de impuestos en el interés del 
uso eficiente de la aplicación de la ley y los recursos, mejorando los ingresos para fines público y 
la libertad.  
California hizo lo propio mediante la Proposición 64 “the California Marijuana Legalization 
Initiative”, que en noviembre de 2016 fue aprobada por un 57.13% de los electores de ese estado 
y se denomina "Ley de uso de marihuana para adultos " (Sección 1, proposición .64, 2016), esta 
ley propone legalizar la marihuana para personas mayores de edad, por medio de un mercado 
controlado gravado mediante impuestos destinados a la inversión en programas de salud pública 
enfocados en la prevención y tratamiento del abuso de sustancias. Es de destacar que en esta se 
hace un énfasis frente a su atención a la protección al medio ambiente y el debido uso del agua 
por parte de los cultivadores considerando a la marihuana cono un producto agrícola. 
En cuanto a Canadá el 21 de junio de 2018 se aprobó la ley C-45 " Ley sobre el cannabis para 
enmendar la Ley de Drogas y Sustancias Controladas, el Código Penal y otras leyes" o también 
llamada ley del cannabis con la que se busca el acceso legal a esta planta y a diversos productos 
derivados de la misma regulando su producción, distribución y venta. Esto en protección de la 





riesgos del uso del cannabis y al mismo tiempo un mercado legal que además de otorgar a los 
usuarios de marihuana la posibilidad de desarrollar sus derechos en un marco de seguridad, 
también reduzca las actividades ilícitas frente al cannabis con lo que se aliviana la carga al 
sistema penal. 
En efecto Uruguay, Canadá, Colorado y California, como los demás estados de EE. UU. que 
han optado por una regulación del mercado del cannabis, impusieron una normatividad dirigida a 
alejar esta sustancia de las organizaciones ilegales mediante un sistema parecido al del alcohol en 
cuanto al control de su producción y venta, por lo cual se elimina el carácter delictivo del 
consumo de marihuana con la implementación de un nuevo enfoque que acuda al recurso policial 
únicamente para contrarrestar actos verdaderamente violentos y delictivos; además se busca 
generar nuevos ingresos para educación, salud, atención y prevención de la drogodependencia. 
Por su parte Países Bajos, con la misma finalidad, impuso reglamentación únicamente frente a la 
regulación de la venta y compra de cannabis en pequeñas cantidades, con lo que dejó al azar el 
tema de producción. 
Posesión y consumo. 
En Países bajos se dio la iniciativa a nivel local de crear “salas de usuarios” donde se ofrece la 
oportunidad de consumir drogas duras con acompañamiento de trabajadores de emergencia en 
protección a los consumidores de este tipo de psicoactivos, para la protección de la salud y el 
orden públicos (2015A003); en principio la posesión y el consumo, así como otras actividades 
relacionadas con las drogas se encuentran prohibidas, pero la norma hace referencia a la 
permisibilidad de "una pequeña cantidad destinada a su propio uso" que  no se encuentra 
penalizada, esto es 1 tableta o 1 píldora o 1 ampolla o 1 unidad de consumo promedio que se 
equipara con 0.5 gramos de las sustancias que se encuentran en la lista I o drogas duras; y en 
cuanto al control de la posesión para las drogas blandas, de los hongos que se encuentran 
clasificados como drogas blandas, se hace una distinción entre setas frescas de las que se puede 
poseer 5 gramos y las setas secas de las que se puede poseer no más de 0.5 gramos (Detección y 
seguimiento, #1.2, 2015A003). 
Frente al control de marihuana como droga blanda se tiene una reglamentación especial en la 
cual es admisible la posesión de hasta 5 gramos que pueden ser comprados y consumidos por 





#6, 2015A003) y en cuanto al cultivo de la planta, se distingue entre cultivo comercial que se 
considera ilegal, y el cultivo para uso personal que comprende una cantidad de 5 plantas o menos 
y no está prohibido siempre y cuando no se pretenda sacar provecho económico de ellas 
(Detección y seguimiento #3.2.1, 2015A003). 
En Uruguay el consumo de drogas en general nunca ha estado penalizado, siempre se dejó a 
discreción del juez el tratamiento penal de acuerdo a la actividad y a la cantidad de droga, y 
aunque aún se deja al juez la responsabilidad de valorar cada caso conforme a la sana critica, con 
la regulación frente a la marihuana se disponen reglas definidas frente al porte y tráfico de la 
misma determinando la posibilidad de poseer una cantidad destinada al consumo personal 
valorada en 40 gramos (art 7, ley 19.172, 2013). Frente al consumo de cannabis, se aplican las 
disposiciones del tabaco en cuanto a los sitios en los que está prohibido fumar, esto es en lugares 
cerrados de uso público, lugares cerrados de trabajo, vehículos, establecimientos sanitarios o del 
área de la salud y en centros de enseñanza (Art. 13, ley 19.172/2013) por lo que está permitido el 
uso de marihuana en vía pública. 
La regulación frente a la marihuana dispone tres maneras de acceder al porte y consumo de 
manera legal, claro está, para mayores de 18 años con nacionalidad o residencia en Uruguay y 
que tengan capacidad (Art.14, ley 19.172, 2013), por un lado está el cultivo domestico que puede 
ser personal o compartido de hasta seis plantas de cannabis psicoactivo con un máximo de 480 
gramos anuales; otra forma de acceder a la marihuana legalmente es el cultivo por clubes de 
membresía que son grupos de mínimo quince personas y máximo cuarenta y cinco, quienes 
deben estar autorizados y pueden plantar hasta noventa y nueve plantas de cannabis con un 
máximo de acopio anual proporcional al número de socios; y la última opción es mediante la 
compra en farmacias (art 5, ley 19.172, 2013). Los usuarios únicamente pueden optar por una de 
estas tres opciones, para lo cual se deben inscribir en el registro del cannabis  en su respectiva 
sección (Art. 38, dto. 120, 2014). En todo caso el acceso a las semillas destinado a plantaciones 
de cannabis psicoactivo para consumo personal en el marco de la legislación vigente, se 
considerará una actividad lícita (art 5, ley 19.172, 2013). 
     El estado de Colorado declara que el uso de la marihuana debe ser legal para las personas 
mayores de veintiún años siempre y cuando no sea en lugares abiertos o de una manera que 
ponga en peligro a otros (art. 3, Amendment 64, 2012), para acceder a una onza o menos de 





edad sin ningún tipo de registro de su información personal (art.1, Amendment 64, 2012). 
También es legal la posesión y compra de accesorios de marihuana y derivados de la misma (art. 
3, Amendment 64, 2012). 
En el Titulo 18 artículo 18 de los Estatutos Revisados de Colorado (2018) se establece la 
posibilidad de cultivo de hasta seis plantas con no más de 3 de ellas con flores maduras listas 
para el consumo, este cultivo se debe hacer en espacio cerrado y bloqueado y el producto de las 
plantas no debe ser usado para la distribución o venta sino para consumo propio, además los 
condados o ciudades pueden imponer sus propias reglas, como Denver donde se permite un 
cultivo domestico de hasta 12 plantas.  
Por su parte en California la sección 4 de la proposición 64 (2016), agrega los apartes 11362.1 
a 11362.45 al Código de Salud y Seguridad donde posibilita que una persona mayor de veintiún 
años posea, procese, transporte, compre, obtenga o regale a personas mayores de 21 años sin 
compensación alguna, no más de 28.5 gramos de marihuana u ocho gramos de marihuana en la 
forma de cannabis concentrado, incluido el contenido en productos de marihuana; también existe 
la posibilidad de plantar, cultivar, cosechar, secar o procesar dentro de una sola residencia 
privada, o en los terrenos de esa residencia privada, hasta seis plantas de marihuana siempre y 
cuando estas no sean visibles desde un lugar público, además el consumo de marihuana en 
lugares públicos está prohibido. 
En Canadá existe un libre consumo de marihuana, la ley no prescribe prohibición por el uso 
de esta sustancia en ningún lugar específico, la división 1 de la ley c-45 menciona que se 
encuentra permitido, siempre y cuando no sea con fines de distribución ilícita, que una persona 
mayor de 18 años posea, en un lugar público, cannabis de una o más clases de cannabis cuya 
cantidad total no exceda el equivalente a más de 30g de cannabis seco de origen licito; para una 
persona de doce a dieciocho años poseer no más del equivalente a más de 5 g de cannabis seco. 
También existe la posibilidad de poseer hasta cuatro plantas de cannabis en una sola vivienda.  
Prevención y Tratamiento 
En países bajos, con la admisión de las dosis para uso personal, la asistencia al usuario debe 
ser primordial. Las instituciones de atención de la adicción y otras instituciones de atención 
deben establecerse en una etapa temprana (Detección y seguimiento #2, 2015A003). Se entiende 





escuelas se presta atención especial a los riesgos que conllevan a una adicción, incluidos el 
tabaco, el alcohol y los juegos de azar, por ello existe un proyecto a nivel nacional denominado 
"La escuela sana y los estimulantes" (Ministerio holandés de Asuntos Exteriores, 2008).  
En Uruguay el Sistema Nacional Integrado de Salud es el encargado de plantear las “políticas 
y dispositivos pertinentes para la promoción de la salud, la prevención del uso problemático de 
cannabis, así como disponer de los dispositivos de atención adecuados para el asesoramiento, 
orientación y tratamiento de los usuarios problemáticos que así lo requieran” (Art. 9º ley 19.172, 
2013), esto con ayuda de la Junta Nacional de Drogas que realiza campañas de difusión para la 
población en general (Art.12, ley 19.172, 2013).  
Respecto a los riesgos del consumo de drogas en cuanto a los planes de prevención en 
población joven, el Sistema Nacional de Educación Pública es el encargado de plantear políticas 
educativas enfocadas en salud y prevención del uso de drogas dentro de la gestión de riesgos y 
reducción de daños del uso problemático de sustancias psicoactivas, esto debe estar integrado en 
los programas curriculares en educación primaria, secundaria y técnico-profesional, con el fin de 
prevenir sobre el daño que produce el consumo de drogas, incluido el cannabis (Art.10, ley 
19.172, 2013). Para la realización de estos planes, las entidades pueden solicitar a la Junta 
Nacional de Drogas capacitación, asesoramiento y eventualmente recursos humanos y materiales 
(Art. 16, ley 19.172, 2013). Adicionalmente como medida preventiva del consumo se prohíbe la 
publicidad directa o indirecta, promoción o patrocinio de productos de marihuana por cualquier 
medio de comunicación o forma de divulgación física o tecnológica (Art. 11, Ley 19.172, 2013)  
En los Estatutos Revisados de Colorado (2018) titulo 18 artículo 18.5 se crea el grupo de 
trabajo de tendencia y respuesta de abuso de sustancias que, en colaboración con agencias 
estatales, implementan modelos para la prevención, intervención y tratamiento, así como las 
respuestas del sistema de justicia penal. Adicionalmente el Departamento de servicios humanos 
lleva a cabo programas educativos diseñados para prevenir y disuadir el abuso de sustancias 
controladas por medio de la enseñanza de los problemas del uso indebido de las mismas, para lo 
cual ayuda a educar y capacitar a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.  
Además de acuerdo a las reglas de marihuana al por menor del Departamento de Ingresos de 
Colorado (2018), el R1102 dice que un establecimiento de venta de cannabis no puede participar 
en publicidad engañosa o falsa, y en todos los casos, no es ilegal  la publicidad en internet, radio, 





receptores de esa publicidad son mayores veintiún años según R1106 y R1107; incluso es ilegal 
la publicidad que sea visible desde cualquier vía pública, excepto el letrero fijo que se encuentre 
al frente de la tienda y que sirva para identificar al establecimiento de acuerdo al R1111 
En el estado de California la Sección 34019 de la proposición 64 (2016) se refiere a la 
integración entre el Departamento de Salud Pública y el Departamento de Educación para 
implementar y administrar programas de educación precisa, prevención efectiva,  intervención 
temprana, retención escolar, y servicios de tratamiento oportuno que incluyen divulgación, 
encuesta de riesgo y educación para jóvenes, familias, escuelas, proveedores de atención en salud 
y toda la sociedad en general, para reducir los riesgos relacionados con uso de sustancias, y los 
signos tempranos de uso problemático. Los programas de tratamiento son culturales y de género, 
con un enfoque de doble generación para tratar a jóvenes y adultos juntos, actuando desde la 
detección y evaluación de salud mental. También se realizan campañas para reducir el estigma 
asociado con el uso de sustancias.  
Además el capítulo 15 de la proposición 64 (2016) posibilita la publicidad y mercadotecnia 
para anunciar la marihuana en transmisión, radio, impresos y digitales, con la condición de que la 
publicidad con sus símbolos o música no atraiga a menores de edad al consumo,  informar sobre 
el titular de la licencia y que solo se publique cuando se espere que al menos el 71,6% de la 
audiencia tenga 21 años de edad o más; y  cualquier publicidad con  diálogo directo debe 
verificar que el destinatario sea de 21 años de edad.  
Por otra parte Health Canadá, el departamento de salud pública de ese país, se encarga del 
aumento de la concientización entre los jóvenes sobre los peligros de experimentar con drogas 
ilícitas y de la ayuda a padres para mantener a sus hijos libres de drogas, por ello desarrollan 
distintas estrategias diseñadas para compartir información, mejorar la capacidad y brindar 
asesoramiento a nivel nacional para abordar problemas de uso de sustancias. Además también 
adecua planes para el tratamiento basados en la sensibilización y conocimiento sobre los riesgos 
del uso problemático de sustancias; la estrategia de Healt Canadá se basa en la educación, la 
información, la identificación temprana y el desarrollo de tratamientos íntegros con 
acompañamiento postratamiento (Canadá Goverment, 2018). 
Es así que desde los delitos relacionados con drogas hay un procedimiento especial, con el 
propósito de contribuir al respeto de la ley y al mantenimiento de una sociedad justa, pacífica y 





delincuentes en circunstancias apropiadas con reconocimiento del daño causado a las víctimas y 
a la comunidad; para esto el tribunal que condena por un delito relacionado con el cannabis 
puede permitir que la persona participe en un programa judicial de tratamiento de drogas 
aprobado por el Fiscal General (División 1 # 15, Ley c-45, 2018). 
La ley de cannabis de Canadá, al igual que las otras legislaciones estudiadas, como medida de 
prevención prohíbe la promoción de marihuana o cualquier servicio relacionado con la misma, 
excepto para quienes tengan licencia de producir, vender o distribuir cannabis siempre y cuando  
la comunicación sea dirigida y enviada a personas mayores de 18 años, en un lugar donde los 
jóvenes no estén permitidos por la ley, también pueden promocionarla en el punto de venta, 
atendiendo a criterios de protección del consumidor (División 2 #17, Ley c-45, 2018).  
Producción, Venta y Distribución. 
En cuanto a las sustancias contenidas en las dos listas de Países Bajos, solo pueden ser 
distribuidas cuando están designadas como medicamento por orden de autoridad (Art.4, 
Opiumwet, 1928), caso en el cual no será ilegal su producción, tratamiento y suministro por parte 
de médicos, farmacéuticos y veterinarios mientras desarrollen estas actividades dentro de la 
práctica normal de sus actividades o de quienes el mismo reglamento determine (Art.5, 
Opiumwet, 1928) mediante una exención o extensión de la prohibición de esas actividades para 
lo que el estado cobra una tarifa que puede ser pagada anualmente (Art. 7, Opiumwet, 1928). 
La distribución de cannabis se da legalmente mediante una política de tolerancia donde se 
habilita a ciertas cafeterías a vender marihuana, se desarrolla estatalmente pero las autoridades 
locales pueden imponer sus reglas prohibiendo estos establecimientos o determinando un número 
máximo de los mismos (pre-finding#1, 2015A003). En la sección de detección y seguimiento 
#3.4 de la resolución 2015A003, se indica el objetivo de evitar que los usuarios entren en 
contacto con drogas duras cuando compran cannabis, en esas cafeterías no se puede vender 
alcohol y se desenvuelven bajo unos criterios llamados “AHOJGI” donde cada letra corresponde 
a un requerimiento de la siguiente manera:  
A: sin póster: solo se permite una breve indicación de la ubicación en cuestión; H: no hay 
drogas duras disponibles o en venta O: no molestias del estacionamiento alrededor de las 
cafeterías, o molestias causadas por el ruido, la contaminación y / o los clientes que pasan por 





límite de edad es de dieciocho años; G: solo se venden 5 gramos el mismo día al mismo 
comprador, y solo se permite un stock comercial limitado de 500 gramos; I: no hay acceso ni 
venta a personas que no sean residentes de los Países Bajos (detección y seguimiento #3.4, 
2015A003). 
A pesar de esta política de tolerancia que se refleja en las cafeterías, desde el primer 
momento, en sus artículos 2 y 3 la ley del opio manifiesta la ilegalidad que conlleva el 
transporte, producción, venta, suministro y posesión de estupefacientes pertenecientes tanto a la 
lista I como a la II por lo cual no hay una forma legal de producción de drogas blandas para su 
posterior venta en las cafeterías, por lo cual muchas se abastecen de redes ilegales que si son 
perseguidas por las autoridades de acuerdo a su deber de investigación (antecedentes#2.3, 
2015A003) 
En Uruguay está prohibida toda actividad tendiente a la producción y comercialización de 
cualquier planta de la que se puedan extraer estupefacientes, excepto cuando se trate de 
investigación científica o por motivos médicos; pero respecto del cannabis psicoactivo el estado 
asume el control y la regulación para su importación, exportación, plantación, cultivo, cosecha, 
producción, adquisición a cualquier título, almacenamiento, comercialización y distribución (Art 
2, ley 19.172, 2013) siempre que se cuente con la autorización y control del Instituto de 
regulación y control del cannabis “IRCCA” (Art 5, ley 19.172, 2013). 
Para efectos de lo anterior el IRCCA otorga unas licencias de expendio de cannabis a ciertas 
farmacias (Art 5, Ley 19.172, 2013), en la licencia debe indicarse todos los aspectos para el 
desarrollo del objeto de la misma como el plazo, el sitio donde se realizará la actividad, el origen 
de las semillas, volúmenes de producción, procedimientos de seguridad, condiciones del 
producto y etiquetado del mismo, así como los datos específicos de la persona, personas o 
institución titular de la licencia (Art. 6, decreto 120, 2014) y debe estar inscrito en el registro del 
cannabis en la sección farmacias (Art.32, decreto 120, 2014). Estas farmacias se abastecen de 
cultivadores también autorizados, con licencia otorgada por el IRCCA registrados en la “sección 
plantación, producción y distribución de cannabis psicoactivo para dispensación en farmacias”, 
por fuera de ello toda plantación no autorizada se destruye con intervención del Juez competente 
(Art. 5, ley 19.172, 2013).  El expendio de cannabis psicoactivo para uso no medicinal no puede 





contengan toda la información pertinente y que garanticen su inviolabilidad y preservación, 
además el contenido de los mismos debe ser de diez gramos (Art. 11, decreto 120, 2014). 
Por otro lado en el título 44, artículo 12, parte 4 de los Estatutos Revisados de Colorado se 
menciona que una tienda minorista de marihuana no puede vender más de una onza de cannabis 
psicoactivo minorista o su equivalente en productos minoristas, incluido el concentrado de 
marihuana, durante una sola transacción a una persona. Estas tiendas venden también accesorios 
relacionados con la marihuana, pero tienen prohibido vender o regalar cualquier producto 
consumible que no contenga cannabis.  
Para acceder a la posibilidad de ejecutar legalmente una actividad tendiente a la 
comercialización de marihuana, se debe adquirir una licencia de acuerdo a lo que se quiere hacer, 
para ello la autoridad estatal de licencias creada para controlar lo pertinente respecto de la 
marihuana medicinal, también tiene autoridad reguladora para la producción y distribución de 
marihuana recreacional y los productos de la misma (titulo 44, art. 12, parte 2, Colorado Revised 
Statutes, 2018). Existen diversos tipos de licencia como la de tienda de marihuana, de cultivo de 
marihuana, de transportista, de prueba de marihuana, de fabricación de productos de marihuana y 
la licencia de operador comercial (titulo 44, art. 12, parte 4, Colorado Revised Statutes, 2018); 
estas son otorgadas y vigiladas por la autoridad de licencia estatal, la cual mantiene un sistema 
de seguimiento desde la semilla hasta que el producto final se vende, los establecimientos deben 
seguir requisitos de seguridad como video y alarma (titulo 44, art. 12, parte 2, Colorado Revised 
Statutes, 2018). La enmienda 64 (2012) menciona que hay normas generales para la obtención de 
las licencias y adicionalmente cada localidad puede aplicar una ordenanza o reglamento para 
especificar dentro de su jurisdicción elementos que necesiten regularse para la producción y 
venta de cannabis. 
En el estado de California en la sección 26050 de la proposición 64 (2016) se describen 
diecinueve tipos de licencias que se clasifican según la actividad relacionada con la cadena 
comercial de la marihuana, ya sea cultivar, procesar, vender, etc., y según la proporción en que 
se desee hacer, ya sea pequeño, medio o grande. Para determinar si otorgar, denegar o renovar 
una licencia, la autoridad considerará la decisión que incida con eliminar la presencia de un 
mercado ilegal de marihuana o productos de marihuana dentro o fuera del estado, combatir el uso 
de marihuana por menores de edad o el abuso en adultos y no generar una concentración 





La oficina de Control de Marihuana tiene el poder, el deber, el propósito, la responsabilidad y 
jurisdicción para regular la actividad de marihuana comercial, es quien trata todo el tema de las 
licencias para las actividades de fabricación, distribución y venta de marihuana dentro del estado 
(26013, proposición 64, 2016). Esta autoridad establece normas necesarias para la 
implementación de prácticas y directrices que protegen la salud y la seguridad públicas al tiempo 
que garantizan una regulación sin barreras para desplazar y eliminar el mercado ilícito de 
marihuana. (26014, Proposición 64, 2016). Estas licencias solo se otorgan a mayores de veintiún 
años, que demuestren residencia permanente en california, y que no cuenten con una licencia de 
vendedor de bebidas alcohólicas o de productos del tabaco; tampoco puede estar ubicado dentro 
de un radio de seiscientos pies de una escuela (26054, proposición 64, 2016) 
En la sección 3 de la proposición 64 se habla de la necesariedad que constituye que la 
marihuana sea analizada antes de llegar al consumidor para evaluar su idoneidad, también debe 
ser empacada en contenedores resistentes y etiquetarse adecuadamente para que los 
consumidores conozcan toda la información del producto. Además quienes gocen de una licencia 
deben seguir un estricto control ambiental, donde se proteja el agua, verificando si hay alguna 
alteración de los flujos de corriente y los efectos de su alteración cuidando no afectar 
negativamente los manantiales, los humedales ribereños y los hábitats acuáticos (26067, 
proposición 64, 2016), incluso quienes soliciten la licencia deben mencionar la fuente de agua 
usada y una certificación de que puede usar esa agua legalmente (26056, proposición 64, 2016). 
Quienes posean las licencias están sujetos, además de las normas sanitarias y de seguridad, a 
otras normas que pueden interpretarse como de protección al consumidor y competencia desleal 
como la prohibición de fijar un precio determinado tendiente a reducir la competencia o a crear 
un monopolio, la prohibición de engaño a los compradores, la prohibición de imponer precios 
distintos según la ubicación, entre otras (26052, proposición 64, 2016). 
Antes de la venta minorista, la marihuana y sus productos deberán estar etiquetados en un 
paquete resellable, resistente a los niños con toda la información del producto clara y legible con 
una advertencia del gobierno indicando que contiene marihuana, que debe estar fuera del alcance 
de niños y animales, que solo puede ser consumido por mayores de veintiún años, que está 
contraindicado para mujeres en embarazo o lactancia y la precaución que se debe tener al 
consumirla pues puede alterar las habilidades motoras (26120, proposición 64, 2016). Una 





en las instalaciones de un minorista o microempresa con licencia de esta división si el acceso está 
totalmente restringido a personas de 21 años de edad, si el consumo de marihuana no es visible 
desde ningún lugar público o área sin restricción de edad y si no se permite el consumo de 
alcohol o tabaco en las instalaciones (26200, proposición 64).  
Canadá hace lo propio prohibiendo la producción y venta de cualquier sustancia 
estupefaciente, únicamente permite hacerlo si se trata de cannabis producido por una persona 
autorizada, manteniendo los registros apropiados y tomando las medidas adecuadas para reducir 
el riesgo de que el cannabis que poseen para fines comerciales se desvíe a un mercado o 
actividad ilícita, en todo caso no se puede vender marihuana a una persona menor de dieciocho 
años (parte 1 división 1 #10, ley c-45, 2018); además para su distribución únicamente puede 
hacerse por una cantidad de no más de 30 gramos de cannabis seco (parte 1 división 1 #9, ley c-
45, 2018). 
Para efectos de lo anterior el Gobernador en Consejo puede, designar a un miembro del 
Consejo Privado de la Reina para Canadá como Ministro para llevar a cabo los fines de la ley c-
45, él tiene la facultad de recibir las solicitudes para emitir, renovar o enmendar las licencias y 
permisos que autoricen las actividades encaminadas al aprovechamiento comercial de la 
marihuana (parte 3 #62, ley c-45, 2018), para esto observa que la solicitud haya sido presentada 
por una persona que sea mayor de edad, que resida en Canadá o una corporación creada en 
Canadá y que no exista ningún motivo de interés público para negarla. 
Para verificar las condiciones del producto que se vende, el ministro puede mantener un 
sistema nacional de seguimiento del cannabis para evitar que este provenga o se desvíe a una 
actividad ilícita (parte 3, #81, ley c-45, 2018). También mediante una orden, el ministro puede 
solicitar a una persona autorizada realizar pruebas o estudios sobre el cannabis al que se 
relacionan sus actividades o que están autorizados a vender, según corresponda, para obtener la 
información que el ministro considere necesaria (parte 3, #74, ley c-45, 2018).    
Quienes cuenten con la licencia deben cumplir requisitos de calidad del producto, etiquetado 
y empaquetado en debida forma (División 2, Subdivisión B, ley c-45, 2018), para esto, está 
prohibido que la manera en que se vende el cannabis pueda asociarse con una emoción o imagen 
positiva o negativa de una forma de vida como la que incluye glamour, recreación, emoción, 
vitalidad, riesgo o atrevimiento o que contenga cualquier información que sea falsa o engañosa 





composición, la concentración, la pureza, la calidad, la seguridad, los efectos sobre la salud o 
riesgos para la salud del cannabis. También es importante que la exhibición del cannabis se 
realice de tal manera que las personas jóvenes no tengan contacto con su publicidad, empaque o 
etiqueta (División 2, Subdivisión c).  
Efectos de las leyes y programas establecidos. 
En países bajos la política es marcadamente liberal en términos de tolerancia, bajo 
condiciones claras, de la venta de drogas blandas, teniendo como propósito contrarrestar el 
consumo por parte de los jóvenes de sustancias tóxicas más peligrosas, de primer impacto la 
legalización de las cafeterías disminuyó la problemática de consumo de drogas fuertes y de 
tráfico de estupefacientes con respecto a otros países; sin embargo en esta legislación se 
evidencia la paradoja sobre la cual “la venta y posesión de pequeñas cantidades se autoriza, 
mientras que el cultivo y el comercio de mayores cantidades sigue estando totalmente 
penalizado, lo cual genera una contradicción que alimenta el mercado ilegal, o llamado mercado 
“por la puerta trasera por autores como Tom Blickman (2014);  por esta razón Uprimny (2015) 
considera que este sistema se encuentra más dentro del modelo de “reducción de daños” y no del 
de “regulación selectiva”, sin embargo, es un buen ejemplo de un sistema garante de los 
derechos humanos por la libertad otorgada a los consumidores y el desenvolvimiento de esa 
libertad para comprar y consumir cannabis en condiciones de seguridad y dignidad. 
La empresa holandesa de investigación Peil.nl (2013) realizó una encuesta de opinión donde  
encontró que el 65% de los holandeses es partidario de regular la producción de cannabis como 
en Uruguay; por su parte Tom Blickman (2014) menciona que aunque en Países Bajos se ha 
tomado la decisión de restringir la compra de cannabis en los coffe shops únicamente para 
nacionales y residentes, lo cierto es que se le deja la posibilidad a los municipios de decidir como 
quieren actuar frente a ello, esto genera que donde se encuentra la restricción, los extranjeros 
acuden a redes ilegales que generalmente tienen una oferta de drogas más duras que la 
marihuana. 
En cuanto a los datos relacionados con costos sobre la operación de la política de drogas en 
este país, en el Centro Europeo de Monitoreo de Drogas y Toxicomanías  no hay información a 
pesar de ser un aspecto importante en su desarrollo, en los Países Bajos, no se especifica ni 





general reciente de los gastos ejecutados, las estimaciones sugieren que el sector público gastó 
84 millones de euros para implementar la Ley del Opio en 2015, este presupuesto se gastó en 
prevención, investigación policial, enjuiciamiento, sentencia, implementación de sentencias, 
apoyo a delincuentes y víctimas, y servicios judiciales (EMCDDA, 2018) 
Frente a la venta de cannabis en los Países Bajos, en marzo de 2017, había 567 'cafeterías', 
menos que cuando inició la política de estos establecimientos debido a la limitación en cuanto a 
la posibilidad de producir legalmente, por ello en 2016, se desmantelaron alrededor de 5.500 
plantaciones de cannabis, donde las provincias ms pobres de Holanda en sus zonas rurales son 
las más afectadas por este fenómeno que inmerso en la ilegalidad genera problemas de 
delincuencia. Por lo anterior no es difícil observar la incoherencia legal de este sistema donde a 
pesar de abrir los espacios idóneos para la compra y el consumo de cannabis libre en respeto de 
los derechos individuales, la producción se castiga, lo que inevitablemente llega a preguntarse 
“¿de dónde se supone que las cafeterías obtienen la hierba?” (Aurora Signorazzi, 2018) 
Según cifras de la JIFE (2019) actualmente se vende cannabis en unos quinientos locales 
llamados “coffe shops” que se encuentran ubicados en aproximadamente una cuarta parte de los 
trescientos ochenta municipios del país. Debido a la prohibición de la producción y venta al por 
mayor las cafeterías no tienen un medio lícito de provisión por lo cual en octubre de 2017, el 
Gobierno de los Países Bajos manifestó su propósito de realizar un experimento para el 
suministro legal de cannabis a los coffee shops en un máximo de hasta diez municipios (JIFE, 
2019). En marzo de 2018, el gobierno proporcionó detalles sobre el experimento que aún no se 
ha realizado pues  requiere  grandes esfuerzos al “modificar la legislación sobre fiscalización de 
drogas, elaborar la designación de municipios y cultivadores de cannabis y el establecimiento de 
un consorcio de investigación para facilitar la producción y el suministro de la sustancia a los 
coffee shops”, en cuanto termine el experimento, las normas se restablecerán; según las 
autoridades, se espera que “el experimento permita evaluar las repercusiones de suministrar 
cannabis a los coffee shops en la salud pública, la delincuencia y la seguridad pública de los 
municipios afectados” (JIFE, 2019). 
En cuanto al consumo de cannabis, catalogado como droga blanda en países bajos, es la 
sustancia sujeta a control más usada por personas entre 15 y 34 años, con el 15.7%, seguido por 
el uso de diferentes drogas sintéticas, y la cocaína es consumida únicamente por el 3.7% de las 





debajo del nivel medio de otros Estados miembros de la Unión Europea que cuentan con una 
regulación tradicional o prohibicionista, ejemplo de ello es que mientras que en países bajos el 
porcentaje de personas que han consumido cocaína e de 3.7%, el promedio de consumo en a 
Unión Europea es de  5,1 % (JIFE, 2018) 
En Uruguay, Julio Rey (2015) es uno de los líderes que han trabajado por años para lograr los 
cambios sociales que implicó la decisión de abrir el camino de la legalización en su país, él como 
conocedor del tema manifiesta que ha habido un cambio en el producto de consumo, de flor en 
lugar del “prensado uruguayo” que se vende en el mercado ilegal y se compone de una mezcla de 
marihuana con otros productos químicos y elementos que generan una nociva sustancia para la 
salud, incidiendo en una mejoría en ese aspecto pues con la implementación de un mercado 
legal, se brinda a los consumidores seguridad frente al producto que están consumiendo y frente 
a la manera de conseguirlo. 
Con una serie de medidas que lograron reducir la demanda, como los lugares libres de humo, 
prohibición de la publicidad y mensajes de prevención, la experiencia ha sido reconocida 
internacionalmente como exitosa pues consiguió reducir considerablemente el consumo 
(Álvarez, pose, Lujan, 2017). Pese a haber constantes llamados de atención de la JIFE frente al 
modelo de Uruguay, por la violación de tratados internacionales, se explicó que lo que se 
pretendía era regular y no una liberación del mercado, por ello el organismo realizó una visita en 
noviembre de 2015, donde Alejando Mohar miembro de esta entidad señaló que la política de 
drogas en Uruguay en realidad es distante de ser liberadora pues tiene diversos requerimientos 
estrictos y limitaciones pero dentro de un marco de respeto generando el control frente a los 
estupefacientes y atendiendo a la salud y el  bienestar público, sin embargo, la JIFE continua con 
la postura de que Uruguay está violando las convenciones sobre drogas (Álvarez, pose, Lujan, 
2017).  
Frente al uso de los tres mecanismos excluyentes entre sí que brinda Uruguay para la 
provisión de cannabis legal, a octubre de 2018, más de veinte ocho mil personas se habían 
inscrito como compradores en farmacias, casi siete mil se habían inscrito como cultivadores 
domésticos, y había ciento siete clubes en funcionamiento (JIFE, 2019). Estas cifras se traducen 
en una gran cantidad de impuestos que recauda el estado, que son invertidos en la aplicación de 
la ley, educación, tratamiento para las adicciones, y servicios sociales, adicionalmente el 





rehabilitación, tratamiento, y reintegración en cualquier ciudad con una población de 10 mil 
personas o más” (Drug Policy Alliance, 2015).  
Es así que el gobierno del Uruguay ha podido otorgar poco menos de dos mil personas 
tratamiento por trastornos relacionados con el consumo de drogas en 2017, de las cuales mil 
cuatrocientas cuarenta y seis fueron tratadas por consumo de cocaína; en los demás casos se 
impartió tratamiento por el uso indebido de cannabis y, en menor medida, por el uso indebido de 
analgésicos y LSD. “Según se informó, el 75% de las personas sometidas a tratamiento por uso 
indebido de drogas lo recibieron por primera vez en 2017, y solo el 18 % de ellas eran mujeres” 
(JIFE, 2019) 
Frente al consumo de drogas, los datos más recientes generados en la VI encuesta nacional en 
hogares sobre consumo de drogas, indican que el mayor consumo es el de alcohol, seguido por 
tabaco, tranquilizantes y luego la marihuana, el 23,3 % de las personas de entre 15 y 65 años ha 
consumido marihuana alguna vez en su vida, en tanto un 9,3 % declara que consumió la 
sustancia en los últimos 12 meses (161.000 personas) y un 6,5 % en los últimos 30 días, estas 
cifras aumentaron desde la medición realizada en el 2011, no obstante, es lógico llegar a pensar 
que con la apertura del mercado licito de cannabis también se da apertura a las declaraciones de 
consumo por la discusión pública, sin embargo el incremento del consumo en este caso se 
encuentra dentro de la tendencia de crecimiento del consumo ya registrada (Junta Nacional de 
Drogas 2016). 
Para entender los resultado de las experiencias de Colorado y California, es pertinente hacer 
mención de lo que ha sucedido federalmente, es así que Estados Unidos a noviembre de 2018 
cuenta con once estados en los cuales se reguló la marihuana con fines recreacionales (Alaska, 
California, Colorado, Maine, Massachusetts, Michigan, Nevada, Oregón, Vermont, Washington, 
Washington DC), a pesar del evidente cambio de enfoque, el gobierno federal continua 
catalogando a la marihuana como una droga peligrosa penalizando tajantemente su distribución y 
venta al igual que cualquier otra sustancia sujeta a control, y pese a que la administración actual 
de Trump, y en particular el Fiscal General Jeff Sessions, no están a favor de la legalización de la 
marihuana, hasta el momento no ha revocado las medidas regulatorias de ningún estado 
(Anderson, 2018). 
Es  posible que la no intromisión del gobierno federal estadounidense a la regulación del 





Data, una compañía de investigación que analiza los ingresos de la marihuana legal, el mercado 
legal de cannabis tanto médico como recreacional de 2017 tuvo un valor estimado de 8,3 mil 
millones de dólares y se proyecta que avance a una tasa de crecimiento anual de 14.7%, para 
alcanzar casi $25 mil millones para 2025. Durante el mismo período, se proyecta que las ventas 
de cannabis recreacional para adultos crezcan a un 18,4%, de $ 3,2 mil millones a $ 12,5 mil 
millones de dólares (Song, 2018); es pertinente indicar que estas cifras corresponden a la venta 
legal de cannabis, teniendo en cuenta que aún es muy limitado el mercado pues no se aplica en 
todo Estados unidos, la industria podría seguir creciendo si se federaliza la regulación con lo que 
el estado percibiría unas ganancias exorbitantes que arrebataría a los mercados ilícitos de esta 
sustancia.  
Lo anterior se debe a que la marihuana se reporta como la droga ilícita más utilizada en los 
EE. UU., según la Encuesta nacional de 2016 sobre el uso y la salud de las drogas 37.6 millones 
de personas, o el 13.9% de los adultos de EE. UU. informaron haber consumido marihuana; en la 
misma encuesta, el consumo de marihuana entre los adolescentes de 12 a 16 años, el año pasado 
disminuyó del 12,9% al 11,7% en los hombres, pero se mantuvo estable en el 12,3% de las 
mujeres (Leigh Ann Anderson, 2018). 
Ahora bien, Colorado junto con Washington fue uno de los primeros estados en implementar 
una regulación del mercado de marihuana, desde ese momento los ingresos fiscales por esa 
actividad han sido crecientes, es así que la industria legal de cannabis para consumo personal en 
Colorado generó en 2014 ventas por casi 313 millones de dólares, en el año siguiente los 
primeros diez meses de 2015, esa cifra se elevó a 475 millones (Rolles, 2016).  
Es así que en el 2017 Denver lidera el estado en ingresos por cannabis, habiendo recaudado 
casi $ 88 millones de ventas de uso para adultos, más de los $ 80.5 millones recaudados por los 
siguientes cinco condados con mayores ingresos juntos (Song, 2017). Además la fuerte demanda 
de marihuana para uso en adultos en Colorado llevó a un crecimiento explosivo en el cultivo para 
adultos que creció de 25,000 plantas en enero de 2014 a más de 280,000 plantas en junio de 2015 
(Song, 2016).  
En cuanto al consumo, en 2016 se estimaba que en los últimos 30 días entre adultos mayores 
de 18 años era de 13.6%, que para el 2017 aumentó a 15.5%, por su parte el consumo diario o 
casi diario de marihuana en adultos también aumentó de 6.4 por ciento en 2016 a 7.6 por ciento 





licitas como el tabaco, con un 14.6 % y el alcohol con 18.9 % en 2017; según esas cifras y las 
conclusiones del monitoreo de las preocupaciones de salud relacionadas con la marihuana del 
departamento de salud pública y ambiente “monitoring healt concerns related to marihuana 2018 
from departament of public healt and environment”(2018) se tiene que  el consumo diario o casi 
diario de marihuana entre los adultos es mucho más bajo que el consumo excesivo de alcohol y 
diariamente o casi a diario el consumo de tabaco, también las cifras arrojan que en adolescentes, 
la prevalencia estimada del uso de marihuana no han cambiado desde la legalización y la cifra es 
similar al promedio nacional. 
     Aunque ha aumentado el consumo registrado entre adultos y estaba incrementándose antes de 
aprobarse la legalización en los referendos de 2012, dicho incremento como puede reflejar un 
mayor número de consumidores también puede en parte reflejar una mayor disposición a admitir 
el consumo de cannabis ahora que es legal, en lugar de representar un aumento real del número 
de consumidores pues desde antes de la legalización ya existía una tendencia del aumento de 
estos datos (Rolles, 2016).  
     Adicionalmente es de resaltar el avance que tiene específicamente el condado de Denver, 
pues es donde existe una regulación más garantista de derechos en aspectos que el estado permite 
la libre regulación; pues conociendo la libertad individual, en una votación histórica, se aprobó la 
despenalización de “psicocibina” conocida como “hongos mágicos” indicando que las 
autoridades judiciales no deben gastar dinero de los impuestos en el control del uso y posesión de 
los mismos; así Art Way (2019), Director del Estado de Colorado de Drug Policy Alliance 
afirma: 
 “Nadie debe ser arrestado o encarcelado simplemente por usar o poseer psilocibina o 
cualquier otra droga. Sin embargo, necesitamos reformas más amplias que puedan reducir la 
criminalización masiva de las personas que consumen drogas. Más de un millón de personas 
son arrestadas cada año en los EE. UU. Por posesión de drogas, pero esto no ha hecho nada 
para reducir la disponibilidad de drogas o los daños que pueden causar. La despenalización 
más integral del uso y posesión de drogas es necesaria para lograr ahorros en los costos y 
resultados de salud pública que beneficiarán al máximo a Colorado”  
En el caso de California BDS Analytics, un grupo de investigación y tendencias del mercado 
de la industria del cannabis, realizó una encuesta donde se observa el impacto de la legalización 





grupos claros; los consumidores, cuya edad promedio es de 39 años, y han usado marihuana o 
productos que contienen cannabinoides en los últimos seis meses; aceptadores, cuya edad 
promedio es de 49 años, y no han usado cannabis en los últimos seis meses, pero consideraría su 
uso en el futuro; y por último, los rechazadores, cuya edad promedio es de 56 años, y no han 
consumido cannabis en los últimos seis meses y no es probable que consideren un uso futuro; 
Según el informe, ha habido un aumento significativo en el consumo de cannabis entre los 
californianos en el último año; los consumidores en 2017 eran del 23% y pasaron al  29 % de los 
adultos en California; la cantidad de aceptantes, por otro lado, disminuyó del 38 por ciento en 
2017 al 33 por ciento en 2018, lo que sugiere que más personas consumen cannabis actualmente, 
esto explica el aumento en los consumidores del 2017 al 2018; y además, la cantidad de 
rechazadores disminuyó del 40 por ciento en 2017 al 38 por ciento en 2018, lo que implica que la 
tolerancia y la aceptación del cannabis se están volviendo más común (Maritz, 2019). 
Una encuesta anterior de la misma entidad dio a conocer que a pesar del estereotipo de 
holgazán perezoso que tiene el consumidor de cannabis, el 53 por ciento de los consumidores 
trabaja a tiempo completo, contrario al  44 por ciento de los aceptadores y el 33 por ciento de los 
rechazadores que trabajan a tiempo completo; además el 40 por ciento de los consumidores van 
al gimnasio un mínimo de una vez por semana, mientras que esto solo lo realiza el 30 por ciento 
de los aceptadores y el 27 por ciento de los rechazadores (Carreon, 2018)  
 Según el informe del Departamento de Administración de Impuestos y Tasas de California 
“los ingresos tributarios de la industria del cannabis en el primer trimestre de 2018 ascendieron a 
60,9 millones de dólares, que incluían el cultivo por el estado, impuestos especiales e impuestos 
sobre las ventas” (CDTFA, 2018), para el para el cuarto trimestre de 2018 los ingresos fiscales 
reportados por la industria del cannabis totalizaron $103.3 millones de dólares (CDTFA 2019). 
Pese a ser unas cifras nada despreciables que se le han quitado al mercado de cannabis ilegal, en  
California  gran cantidad de la marihuana vendida proviene del mercado negro, según un cálculo 
de New Frontier Data, los analistas también encontraron que el mercado ilícito de marihuana se 
avaluó aproximadamente más de cuatro veces el tamaño del mercado legal, esto se ha generado 
pues los licenciatarios no son suficientes ya que  en este estado hay unos impuestos muy altos, 
además de diversas prohibiciones y reglamentaciones que hacen costoso el producto para el 
consumidor final el cual para comprar, se fija en mayor medida en los precios y la diversidad de 





Frente a esto el gobernador Gavin Newson dijo que los consumidores en el mercado negro 
pueden evitar impuestos de hasta un 50% y pese a que se habla de un mal inicio para la industria 
legal de cannabis en California, la realidad es que las expectativas estaban por encima y que el 
mercado requiere unos cuantos años para fortalecerse pues por ahora está creciendo, además 
señaló que hay comunidades locales que se han resistido a las ventas legales y al crecimiento, no 
obstante se están creando estrategias de control para restringir el mercado negro además de 
iniciativas para ayudar a quienes están dentro del mercado legal con la disminución de impuestos 
(Blood, 2019).  
En definitiva, el mercado de cannabis en Estados unidos ha demostrado ser muy rentable, 
además de garantizar la separación del consumidor del mercado negro y la delincuencia 
protegiendo sus derechos y libertades; es por esto que el Senador Cory Booker presentó la Ley 
de Justicia de Marihuana en el Senado de EE. UU. y los Representantes Bárbara Lee y Ro 
Khanna introdujeron el proyecto de ley complementario en la Cámara de los EE. UU. con el fin 
de finalizar la prohibición federal de la marihuana apoyando los grupos raciales y ayudando 
íntegramente a las comunidades más devastadas por la guerra contra las drogas, por lo cual 
disponen un mecanismo en línea para que los ciudadanos se pronuncien ante el Congreso 
esperando el respaldo a este enfoque de salud pública, reconocimiento de garantías y recaudo de 
ganancias para la inversión en educación, salud, prevención y tratamiento1.   
Por su parte Canadá al aprobar el proyecto de ley C-45, también tomó la elección de ponerse 
en situación de incumplimiento de sus obligaciones internacionales. Frente a ello altos 
funcionarios del Gobierno del Canadá han reconocido públicamente en forma reiterada la 
incompatibilidad del proyecto de ley C-45 con las obligaciones jurídicas internacionales del país 
en virtud de los tres tratados de fiscalización internacional de drogas, la JIFE se preocupa por los 
efectos que pueda conllevar al marco jurídico internacional de fiscalización de drogas la 
legalización del uso del cannabis con fines no médicos, no solo el Canadá sino en los demás 
estados que han tomado la decisión de apartarse de la guerra contra las drogas (JIFE, 2019) 
Tras la aprobación de la Ley del Cannabis en el Canadá, el Gobierno anunció una serie de 
medidas para vigilar su consumo antes y después de los cambios legislativos con el fin de tener 
control sobre los efectos que las medidas impuestas generen, por esto la Oficina de Estadística 








del Canadá puso en marcha la Encuesta Nacional del Cannabis  (2018), que se llevó a cabo 
trimestralmente, esta encontró que aproximadamente el 16 % de las personas de 15 años o más 
informaron que habían consumido algunos productos de cannabis con fines médicos o no 
médicos en los tres meses precedentes, porcentaje similar al reportado antes de poner en practica 
la legalización; adicionalmente los canadienses señalaron que la mayor motivación sobre donde 
comprar cannabis era la calidad y la seguridad (76%), seguida del precio más bajo (38%) y la 
accesibilidad (33%) (Statistics Canadá, 2019). En este país el proceso de regulación del mercado 
del cannabis es bastante reciente por lo que aún no hay grandes datos que arrojen el impacto a 
mediano y largo plazo que se generen con las medidas impuestas, sin embargo hay buenas 
proyecciones frente a esto. 
Puntos de encuentro y divergencias 
Cabe resaltar en primera medida que cada una de las legislaciones estudiadas tiene una 
regulación alternativa en cuanto a la marihuana, donde antes de llevar a la práctica legislativa la 
posibilidad del suministro de cannabis recreacional, ya se había abierto el debate con 
anterioridad en cuanto al cannabis medicinal, pues en los países y estados estudiados existe la 
posibilidad de obtener marihuana para tratar diferentes problemas de salud, claro está, que 
únicamente se puede acceder a esa posibilidad siempre que medie el concepto de un médico 
competente y calificado, con una receta médica idónea, adquiriendo la dosis prescrita en un 
distribuidor autorizado con vigilancia del estado; incluso hay sustancias controladas diferentes a 
la marihuana que pueden ser parte del componente de algún medicamento lo cual tiene también 
una vigilancia y fiscalización precisa y exigente. 
El hecho de reconocer los beneficios que puede conllevar el uso de esta planta para el 
tratamiento de diversas afecciones dio la posibilidad de incluir en el debate público el uso de la 
misma con fines recreacionales, lo que produjo que en la mayor parte de los casos se tratara el 
tema con una regulación similar a la del alcohol o el tabaco por ser estas sustancias que al igual 
que el cannabis alteran el sistema nervioso central y causan estados de conciencia alterados, por 
ello en las regulaciones excepto Países Bajos, está explícitamente prohibido la conducción de 
vehículos motorizados bajo el efecto de marihuana de acuerdo al nivel de THC que el ciudadano 





Por otra parte las políticas analizadas se encuentran en la penalización frente a actividades de 
producción, tráfico y distribución de drogas diferentes a la marihuana, e incluso de la marihuana 
cuando esto se hace sin los requisitos exigidos por la ley, es decir, ilegalmente; en cuanto al 
consumo de las mismas no hay penalización por esta actividad, ni por el porte cuando se trate de 
cantidades que bajo ciertos criterios se consideren de uso estrictamente personal.  
Así pues, de las regulaciones estudiadas hay unas que tiene un sistema más estricto que otras, 
sin embargo en todas las legislaciones estudiadas el acceso al cannabis se restringe 
inexorablemente a los menores de edad, por lo que solo los ciudadanos con la mayoría de edad 
legal de acuerdo al país que se esté hablando pueden acceder a ello; y también en todas las 
regulaciones estudiadas se establecen unas cantidades de marihuana específicas que determinan 
lo que puede comprar una persona, así en Países Bajos se permiten hasta 5 gramos, en Uruguay 
son hasta 40 gramos mensuales que se pueden adquirir, el estado de Colorado establece 28.5 
gramos por compra, el estado de California impone una onza [aproximadamente 28 gramos] y 
Canadá delimita 30 gramos. Cabe resaltar que en Uruguay, California, Colorado y Canadá se 
imponen requerimientos claros frente al empaque y etiqueta con los que se deben vender los 
productos, es así que en Uruguay solo se pueden haber paquetes de máximo diez gramos, en los 
otros casos no se exige esto, pero si se exige que en las etiquetas se encuentre todos los datos 
pertinentes para lograr un consumo informado como la cantidad de producto y las advertencias 
sobre los efectos que puede producir, entre otros. 
Para acceder legalmente a las cantidades mencionadas, cada país examinado tiene su sistema 
de fabricación, transporte, distribución y venta. En cuanto a Países Bajos los consumidores 
nacionales o residentes con el solo hecho de mostrar la prueba de mayoría de edad pueden 
obtener la cantidad máxima de cinco gramos en un “coffe shop”, a pesar de ello no se encuentra 
en la ley un método de cultivo adecuado por lo tanto estos establecimientos no cuentan con 
proveedores autorizados que fabriquen el producto que se va a vender al consumidor final, con lo 
que las cafeterías se abastecen de redes ilegales lo que genera una falencia en la política allí 
impuesta. Por su parte Uruguay, Colorado, California y Canadá si presentan la creación de 
licencias y regulaciones para todo el proceso de comercialización del cannabis, incluido el 
cultivo; en ninguno de estos casos el estado deja a la suerte del mercado abierto esta cadena 





Frente a la compra de marihuana al por menor Uruguay impone un sistema mucho más 
controlado pues exige el registro de datos personales e incluso de la huella dactilar de los 
consumidores que solo pueden ser nacionales, similar que en Países Bajos donde no se tiene un 
registro previo de los compradores pero si se determina que estos deben ser nacionales o 
residentes; mientras que los estados de EE. UU. y Canadá únicamente exigen prueba idónea de la 
mayoría de edad al momento que una persona quiera realizar la compra; además en Uruguay y 
Países Bajos a los establecimientos de venta se les exige una cantidad máxima de existencias de 
producto de marihuana que son dos kilos y 500 gramos de marihuana respectivamente, en los 
otros tres casos no se habla nada sobre el stock general que debe haber en la tienda. 
     Con referencia a los locales, en Países Bajos, Uruguay y los dos estados de EE. UU., se 
plantean unas normas claras con referencia a la seguridad que debe haber en los lugares donde se 
trate con marihuana o productos de la misma, como la restricción de acceso y el uso de cámaras, 
además de todas las condiciones que puedan asegurar que personas menores de edad no tengan 
ninguna oportunidad de tener contacto con ello. De acuerdo a la protección a los menores y la 
prevención del consumo, en todos los sistemas analizados se restringen los temas de publicidad, 
además de las etiquetas que puedan llamar la atención de jóvenes, esto va de la mano con 
programas educativos de prevención en general que los estados deben establecer para mitigar los 
problemas asociados con el consumo de drogas, además de la preocupación de estos sistemas 
para tratar y rehabilitar a quienes tienen un consumo problemático de marihuana y especialmente 
drogas más duras. 
     Para vigilar el cumplimiento de las reglas que se plantean, cada estado donde se regula el 
cannabis recreativo crea una autoridad especifica que profiere las licencias de acuerdo a los 
requisitos exigidos, que en caso de infringir reglamentación como la estipulada frente a la 
calidad de los productos en venta, su etiquetado y empacado o incumplir prohibiciones como la 
de no vender a menores de edad, puede suspender o cancelar las licencias ya proferidas. En las 
legislaciones estudiadas se observa que hay estrictos controles para la verificación de idoneidad 
que requieren quienes deseen obtener una licencia para producción y venta de cannabis, y todas 
las actividades que se desplieguen de ello, además de un seguimiento para después de obtenidas 
las licencias sigan siendo fiscalizados los procedimientos que realizan con las condiciones de 





De acuerdo al reconocimiento a la potestad y autonomía que tiene una persona frente a la 
decisión de consumir cannabis, en las regulaciones estudiadas se presentan otras formas de 
acceso a ello aparte de la mencionada venta en lugares autorizados, esto es, el cultivo personal, 
donde los estados implementan reglas para efectuar esta actividad con el fin del 
autoabastecimiento, en Países Bajos se permiten hasta cinco plantas, en Uruguay se permite el 
cultivo de hasta seis plantas con un máximo de 480 gramos anuales, en Colorado se permiten 
seis plantas al igual que en California, y en Canadá se pueden tener hasta cuatro plantas, en todos 
estos, las plantas permitidas pueden ser de una sola persona o varias y sin importar quienes se 
beneficien del producto de las plantas, ese número no se puede sobrepasar en una sola vivienda. 
     Además de ello, en el único país donde se regula una tercera opción para conseguir 
cannabis legalmente, es en Uruguay, donde se crea el cultivo por clubes de membresía 
conformados por quince a cuarenta personas quienes pueden tener hasta noventa y nueve plantas. 
Cabe resaltar que solo en Uruguay para poder acceder al cannabis legalmente en cualquiera de 
las maneras que se dispone para ello los usuarios deben estar inscritos en el registro del cannabis 
en la sección correspondiente de acuerdo con su actividad. 
Por último es preciso señalar que al implementar un sistema licito de producción y venta de 
marihuana se arrebata un gran negocio que más que rentable, es enriquecedor para el 
narcotráfico y la delincuencia; por ello todas las actividades de distribución legal de cannabis 
están sujetas al pago de impuestos y los incumplimientos a las prohibiciones conllevan también 
el pago de multas económicas; en todos los casos estos dineros son usados para la financiación 
de las políticas públicas, programas en salud, educación y demás, con lo cual se usa socialmente 
el dinero que podría caer en manos de las mafias.  
Resultado valorativo de la comparación. 
Aunque desde siempre el ser humano en todas las culturas ha buscado la manera de explorar 
su conciencia y de alguna manera lograr sensaciones de alivio físico y mental, euforia, 
relajación, autodescubrimiento, e incluso descubrimiento de lo sobrenatural y lo divino con 
ciertas sustancias otorgadas por la naturaleza; con su desarrollo hacia la civilización estas se han 
ido satanizando debido a factores diferenciales en el ser humano como la raza y la posición 
socioeconómica; es así que como se evidenció en los casos analizados, después de la naturalidad 





alarmó a los gobiernos donde Estados Unidos jugó un papel muy importante en la 
implementación mundial de políticas prohibicionistas traducidas en los tratados como la 
Convención Única de 1961 y de la llamada “guerra contra las drogas”.  
Como ya se ha expuesto anteriormente la guerra contra las drogas impuesta como política de 
drogas imperante hasta el momento ha fracasado pues no cumple con su principal objetivo de 
acabar con el consumo y las mafias que están detrás del narcotráfico, por el contrario esta 
además de ser muy costosa en términos tanto económicos, como en materia de derechos 
humanos, es lesiva pues en gran parte justifica discriminación, excesivo uso de la fuerza policiva 
y desgaste procesal y penitenciario. 
Reconociendo que es un utopía acabar con el consumo que como ya se ha dicho, ha existido 
desde siempre, lo más razonable es llegar a la búsqueda de soluciones alternativas, menos 
costosas y más garantes de la individualidad de la persona y su libre desarrollo, claro, sin dejar 
de lado el bienestar general; es por eso que al buscar legislaciones se tomaron como referentes 
las que han abierto la brecha impuesta y se han encaminado hacia un enfoque totalmente distinto, 
el enfoque guiado hacia la salud pública y el reconocimiento de derechos.  
Estas soluciones apuntan a lo que se ha llamado “Regulación selectiva del mercado” frente a 
la política de drogas, específicamente en cuanto al cannabis, pues aunque se apliquen reglas del 
comercio, se controla desde la producción, pasando por el transporte, empaquetado, etiquetado y 
distribución, hasta el consumo final, es selectiva pues se ocupa de controlar el cannabis como 
una sustancia que además de ser natural, se ha reconocido como medicinal.  
Sería contradictorio y apresurado pensar que estos distintos tipos de regulación selectiva 
impuestas por estos países son perfectos o totalmente eficaces, no obstante cada una de ellas 
evidencia resultados gratificantes frente a puntos como el no aumento exponencial del consumo 
de drogas, la implementación de programas de prevención sobre todo en niños y adolescentes, la 
diferenciación entre el uso y el abuso pues no siempre se debe hablar de “consumo 
problemático”, el hecho de alejar a los consumidores de “drogas blandas” del mercado negro que 
siempre tiene en oferta sustancias cada vez más fuertes y de dudosa procedencia, la reducción del 
enjuiciamiento por delitos menores como lo son el porte de cantidades para consumo personal, y 
que además al abrir un mercado regulado, da la posibilidad a los estados de recibir importantes 





por el contrario llena los bolsillos a redes delincuenciales que sobre pasan el poder estatal, redes 
de narcotráfico que incluso pueden calificarse como supranacionales. 
Capitulo III: Componentes contextualizadores del comportamiento de las drogas de cara a 
una regulación selectiva en Colombia. 
Situación actual en Colombia  
     Para entender las consecuencias que podría conllevar la implementación de un cambio de 
paradigma frente a la política de drogas actual en Colombia, como se realizó en las legislaciones 
estudiadas en el capítulo anterior, es necesario primero prestar atención al contexto social, 
político y económico del país, con el fin de tomar las experiencias vividas en esas legislaciones y 
contrario a proponer una mimesis o copia básica de las mismas, realizar un análisis de lo que 
aquí se puede aplicar pero teniendo en cuenta el entorno, y basado en las soluciones planteadas 
en otros lugares transmutar las instituciones de derecho frente al tema que nos ocupa.  
     En primer lugar hay que tomar en consideración que Colombia cuenta con una característica 
especial que subyace a su política de drogas, es el hecho de ser un país productor, lo que lo ha 
llevado a tener un riguroso control internacional para mitigar el malestar que esto genera en otros 
Estados, en ese sentido el fracaso de la actual de la política de drogas en Colombia se traduce en 
que a pesar de los controles para lograr un mundo sin drogas, según cifras del informe más 
reciente de la oficina de las Naciones Unidas contra la droga y el delito (2018), Colombia es el 
más grande productor de cocaína en el mundo con casi el 69% de las 213.000 hectáreas que en 
2016 se dedicaron al cultivo de coca en todo el mundo, además en una década el cultivo de 
cocaína aumentó 103.000 hectáreas en el país (Coalición Acciones por el Cambio, 2019). Este 
fenómeno ha afectado en su mayoría a poblaciones vulnerables y beneficiado a los carteles de 
narcotraficantes, pues como lo señaló (Gómez, 2014), fue  partir de 1980 que las mafias del 
narcotráfico indujeron a campesinos de varios departamentos al cultivo de plantas como la coca, 
la amapola y la marihuana, influyendo esto en el estancamiento económico y la pobreza rural, 
cuando por el contrario los llamados por el autor “barones de la droga” aumentaron sus riquezas 
ayudando a la conformación de grupos armados paramilitares para defender sus propiedades 






     Adicionalmente en cuanto al objetivo de acabar con el consumo de sustancias sujetas a 
control, tampoco se observa que la política imperante haya sido eficaz, pues al contrario de poner 
punto final a esta conducta, o al menos disminuirla, se ha aumentado, en efecto de 2008 a 2013 
el consumo de sustancias ilícitas pasó de 2.7% a 3.6% (Coalición Acciones por el Cambio, 
2019), además la Organización de Estados Americanos (2019) informa que el consumo de 
marihuana entre los estudiantes de enseñanza secundaria de Colombia pasó del 7,7% en 2004 al 
8,4% en 2016 y entre estudiantes universitarios pasó de 11,2% en 2009 a 20,8% en 2016, y aún 
más, pese a la prohibición existente y a los controles en cuanto a la venta, el 70% considera que 
el cannabis es de fácil acceso. También frente a la cocaína, Colombia es el país andino con una 
de las tasas más altas de consumo entre los estudiantes universitarios, donde la prevalencia del 
último año pasó de 2,4% en 2009 a 2,7% en 2016 y tiene el mayor porcentaje de la región de 
estudiantes universitarios que creen que es fácil el acceso a la cocaína con un 25%. Pero esto no 
es solo una tendencia en Colombia, sino en la mayoría de países de observan cifras de similar 
magnitud (OEA, 2019). 
     Por otra parte, también hay una gran problemática que se desprende de una política de drogas 
represiva donde se tiene al derecho penal como máximo recurso que se despliega con la 
imposición de más tipos penales y más penas que en casos son desproporcionales, esto es, el 
impacto sobre el sistema carcelario (Lai, 2012). Mientras que la tasa de encarcelamiento global 
es de 144 por cada 100.000 habitantes y la de Suramérica es de 205, Colombia está muy por 
encima de ello con una tasa de encarcelamiento de 242 personas por cada 100.000 habitantes; 
además entre 1992 y 2015 la población carcelaria aumentó ocho veces más que el crecimiento 
porcentual de la población nacional; la política de drogas incide por cuanto entre 2005 y 2014 el 
29.3% de capturas realizadas por la policía, un total de 727.091 han sido por delitos con drogas, 
lo que quiere decir que por año se capturan alrededor de 80.787 personas, son 221 capturas 
diarias; además en los últimos 15 años la población carcelaria por delitos con drogas ha crecido 
un 289,2% lo cual es una cifra excesiva teniendo en cuenta que con todo ello, la cadena de 
narcotráfico no se encuentra amenazada sino que sigue su curso pues la mayoría de personas 
aprehendidas por ese concepto son personas de condición vulnerable y eslabones débiles de esa 
cadena fácilmente remplazables (Uprimny, Chaparro y Cruz, 2017). 
     Reuter, Pollack y Pardo (2016) mencionan que la política de drogas con tendencia 





general, tales como el aumento de precios de las drogas ilegales, lo cual se traduce en más 
ganancias para el narcotráfico pues el consumo no disminuye; también genera impactos 
negativos en la salud y el bienestar de los consumidores al estar más propensos al consumo de 
productos de  calidad incierta  y de otras sustancias que antes no conocían, además empiezan a 
sentirse perseguidos y estigmatizados generando desconfianza por la fuerza pública; 
adicionalmente impone efectos sobre las poblaciones más pobres y vulnerables quienes son presa 
fácil de la producción y el consumo de drogas muchas veces por la falta de gobernabilidad, 
además aseguran que estas políticas conllevan violencia y corrupción. 
     En ese sentido la Coalición Acciones por el Cambio (2019) muestra los avances en materia de 
drogas durante los últimos diez años en Colombia desde la Declaración Política y el Plan de 
Acción de Viena en 2009 que apuntaba al logro de una sociedad libre del uso indebido de drogas, 
allí además de demostrar fehacientemente el incumplimiento de los objetivos, tales como la 
disminución o eliminación de los cultivos ilícitos, de la producción, distribución, tráfico y 
consumo de estupefacientes; también evidencia el desconocimiento de la vigente política 
prohibicionista de Colombia hacia los derechos humanos; por ello menciona que el objetivo de 
un mundo libre de drogas es poco realista y debe modificarse la regulación atendiendo a la 
protección de la población vulnerable. 
     A pesar del difícil panorama que en Colombia representa la imposición de la lucha contra las 
drogas, gracias a la jurisprudencia de la Corte Constitucional se han hecho esfuerzos por atender 
a un enfoque de derechos humanos garantizando la protección al libre desarrollo de la 
personalidad, esto ha abierto la posibilidad para el desarrollo de programas basados en la 
información y no en la persecución, ejemplo de ello es el proyecto “cambie”2 enfocado a los 
usuarios de drogas inyectables a quienes se distribuye jeringas para evitar su intercambio o  
reutilización; y el programa “Échele Cabeza”3 que busca brindar información consiente a 
usuarios con consumo no problemático, sobre las sustancias psicoactivas que se pueden 
encontrar con el fin de fortalecer la capacidad de decisión con prácticas de autocuidado, 
resaltando que existe  el consumo recreativo responsable. 
     Es importante resaltar como parte del contexto socio político actual del país, el Acuerdo de 
Paz entre el Gobierno de Colombia y las FARC-EP de 2016, que terminó con más de cincuenta 
                                                 
2 Visitar en: https://proyectocambie.com/ 





años de guerra, el cual se ve como una oportunidad para corregir errores pasados y construir un 
camino de reconciliación y bienestar social teniendo en cuenta que mientras en 2002 se 
registraron 2.799 muertes en combate tanto guerrilleros como miembros de fuerzas militares y 
civiles, en el 2017 no hubo un solo caso (Cruz y gil, 2018); el punto cuatro del Acuerdo final 
para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera atiende al 
problema de las drogas reconociendo que la pobreza y la débil presencia institucional hacen parte 
de la permanencia de los cultivos ilícitos, y su comercialización ha contribuido al desarrollo del 
conflicto interno. En el acuerdo se califica como imperativo el diseño de una nueva visión que 
mejore las condiciones de bienestar tanto para las personas de los territorios más afectados por 
los cultivos ilícitos, como para los consumidores quienes deben ser tratados con un enfoque de 
derechos humanos y salud pública, sin ser atacados ni criminalizados; para ello se habla de tres 
puntos claves: 
(i) la sustitución de cultivos, que debe ser en compañía de las comunidades asegurando su 
participación voluntaria para lo que se concretó la adecuación de un nuevo programa 
nacional integral de sustitución de cultivos y recuperación ambiental, con participación 
de las comunidades, en especial de los campesinos en situación de pobreza; es 
indispensable que el gobierno nacional otorgue las debidas garantías económicas, 
productivas, judiciales, de infraestructura y de seguridad para que los cultivadores se 
adhieran voluntariamente al programa, para esto se deben fortalecer las economías 
familiares en condiciones seguras y dignas con la generación de oportunidades 
productivas para el agro y adecuando los ecosistemas para tal fin. 
(ii)  programas de prevención de consumo y salud publica en pro de los derechos humanos, 
donde se reconoce que el consumo puede ser generado por ciertas condiciones 
económicas, sociales, familiares y culturales de cada individuo y debe ser tratado desde 
la salud pública con un trabajo en equipo de autoridades, comunidad, familia en torno a 
la prevención y atención con inclusión social para lo cual el estado se compromete a 
crear el “Programa Nacional de Intervención Integral frente al Consumo de Drogas 
Ilícitas” de acuerdo al enfoque de derechos humanos, de salud pública y de género.  
(iii) solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóticos, por medio del 
ataque a las organizaciones criminales de narcotráfico y no a los sectores vulnerables 





programas para desactivar la producción y comercialización de drogas desarticulando las 
organizaciones criminales de narcotráfico y  lavado de activos, para esto se pondrán en 
marcha programas contra la corrupción para mejorar la efectividad institucional  frente a 
“la investigación, judicialización y sanción de los delitos asociados a cualquier 
organización o agrupación criminal relacionados con la producción y comercialización 
de drogas ilícitas”, teniendo en cuenta que no se debe criminalizar a campesinos 
vulnerables vinculados en estos actos  
     Con estos fines el gobierno se comprometió a implementar medidas eficaces contra la 
corrupción institucional causada por el negocio de las drogas ilícitas, y las FARC-EP a poner fin 
a cualquier relación que en función del conflicto se tenga con los cultivos ilícitos, acudiendo a la 
Jurisdicción Especial para la Paz a otorgar verdad que esclarezca la relación entre el conflicto y 
el narcotráfico. Cabe resaltar que también deja claro que no se deben desconocer los usos 
ancestrales que la hoja de coca representa para las comunidades tribales en nuestro país, además 
de los usos médicos y científicos que la misma conlleva. 
      Por otra parte en UNGASS 2016, periodo extraordinario de sesiones convocado por las 
Naciones Unidas para hablar sobre el problema mundial de las drogas, Colombia adquirió 
compromisos de acuerdo a la necesidad de generar un cambio profundo en la política de drogas 
como de incrementar esfuerzos para reducir vulnerabilidades en los territorios más afectados 
atendiendo al mejoramiento de condiciones sociales, económicas y de seguridad; atender el 
consumo de drogas desde la salud pública, los derechos humanos y el desarrollo humano; y 
reducir los delitos asociados al narcotráfico atacando los eslabones intermedios y superiores de 
esa cadena(ODC, 2017). 
     A pesar de las evidencias que surgen en oposición a la guerra contra las drogas, y del llamado 
de distintos sectores por cambiar el enfoque de la política de drogas, el gobierno actual de 
Colombia, encabezado por el presidente Ivan Duque, con solo unos días del inicio de su 
administración endureció las sanciones al consumo, decretando la imposición de un 
procedimiento administrativo con la destrucción e imposición de multas económicas, 
prohibiendo así la dosis mínima. Además continúa con los mismos mecanismos contra el 
narcotráfico que se han planteado desde la creación del Plan Colombia, esto se evidencia por 
cuanto presentó la política “Ruta Futuro” para enfrentar el problema de las drogas (2018) donde 





los objetivos de eliminación del consumo, de los cultivos ilícitos, de la producción y oferta de 
drogas, también se propone acabar con las empresas criminales y economías de crimen; hay que 
reconocer que estos son problemas que si se deben atacar, pero es ilógico que se trate de hacer 
con las mismas estrategias que se han demostrado ineficaces pues no estudian las causas 
estructurales que generan la problemática entorno a las sustancias ilícitas. 
     Al respecto Isabel Pereira (2019) menciona que lejos de atender a estrategias progresistas y al 
“futuro”, lo que hace es volver al discurso del pasado, que aunque en el gobierno de Juan Manuel 
Santos no se realizó un cambio legislativo frente al tema, al menos en la narrativa se sentía el 
reconocimiento al fracaso que suponen las políticas represivas y de prohibición, ejemplo de ello 
es el proceso UNGASS 2016 liderado por Colombia desde la Cumbre de las Américas 2012, 
pero ahora el actual gobierno desconoce el debate internacional que identifica el desastre de la 
guerra contra las drogas, desastre que se manifiesta, entre otras cosas, por los daños debido al 
encarcelamiento masivo, la contaminación de ríos y bosques por cuenta de la fumigación aérea y 
la marginación y desatención a las personas que usan drogas. 
     Por lo anterior, al evidenciar la falta de eficacia de la política planteada, el 22 de mayo de 
2019 un grupo de congresistas de diversos partidos políticos, excepto el Centro Democrático 
(Partido de gobierno) y Mira, anunciaron una propuesta para un cambio trascendental en la 
política de drogas, empezando por la regulación del uso del cannabis recreativo, tomando como 
ejemplo la legislación Uruguaya y la experiencia de los doce estados de EE. UU. que han 
regulado abiertamente la industria del cannabis recreacional; esta propuesta se justificó en que 
según cifras del Departamento Nacional de Planeación (2016), en quince años del Plan 
Colombia, principal instrumento para el combate al narcotráfico y los cultivos ilícitos, se invirtió 
140.600 millones de dólares, de los que Estados Unidos ha puesto 9.600; el 70% de ello se 
empleó para ayuda militar y policial  y solo el 30% se destinó a desarrollo económico y social. 
Además el senador Gustavo Bolívar del partido Lista de la Decencia indica que desde el año 
2000 aproximadamente hay un millón de presos por delitos de drogas que han significado 
alrededor de 10 billones de pesos; representando unas cifras astronómicas teniendo en cuenta los 
resultados que más que alentadores son nocivos. Los parlamentarios aseguran que esta propuesta 
se realiza de cara al país y sin dejar de lado el debate internacional por lo cual presentarán 






La ruta de la droga en Colombia: Una aproximación al desarrollo y evolución de las 
sustancias psicoactivas en el contexto interno  
     Manejo del Cannabis en general y sus efectos a la salud. 
     El cannabis o marihuana es el resultado de una planta de cáñamo cannabis sativa, se usa para 
el tratamiento de ciertas dolencias, como droga recreativa psicoactiva, y para algunas 
comunidades tiene propiedades espirituales, de esta se puede extraer hachís y resina que son más 
fuertes que las flores secas (Leigh Ann Anderson, 2018), no hay que olvidar una variación del 
cannabis comúnmente conocido como cáñamo, que no posee las mismas propiedades 
psicoactivas pero que industrialmente puede ser usado para la fabricación de fibras textiles de 
distintos tipos, de papel, de pinturas, cosméticos y cerca de 25.000 productos y subproductos de 
creación industrial (Fassio, Rodriguez y Ceretta, 2013) 
     En la Convención Única sobre Estupefacientes de 1961, el cannabis se describe como las 
partes superiores de floración o fructificación de la planta de cannabis, también está la resina de 
cannabis que se extrae del mismo. Esta planta contiene muchos compuestos de los que se 
destacan en Cannabidiol [CBD] que no es psicoactivo y el delta-9-tetrahidrocannabinol [Δ9-
THC] que es el principal componente psicoactivo; el cannabis y la resina se incluyen en la Lista I 
[sustancias adictivas de probable uso indebido] y en la Lista IV [estupefacientes con propiedades 
riesgosas y escaso o nulo valor terapéutico].  
     Frente a la anterior clasificación la OMS (2019) se pronunció realizando unas 
recomendaciones a la Comisión de estupefacientes con el fin de excluir de la lista IV el cannabis 
y la resina de cannabis, y que los preparados que contengan CBD y no más del 0,2 % de THC no 
queden sometidos a fiscalización internacional reconociendo las propiedades medicas de este 
componente, lo cual es un punto muy positivo; a pesar de esto, se recomendó retirar el THC y 
sus componentes de la lista II del convenio de 1971 y añadirlo a la lista I de la Convención de 
1961,una mucho más estricta.  
     Los investigadores Jelsma, Blickman, Bewley y Walsh (2019) destacan la exclusión del 
componente medicinal del cannabis de las listas de fiscalización, pero indican que estas 
recomendaciones dejan puntos cuestionables respecto del cannabis en la lista I pues no se 
vislumbra la utilización de métodos de evaluación apropiados, esto se refleja en la vaguedad que 





listas de sustancias sujetas a control, y es que pese a que determinó que no está asociado con el 
mismo nivel de riesgo para la salud que la mayoría de las otras drogas de las lista 1, se 
recomendó clasificarlo allí, y esto es discutible teniendo en cuenta que el criterio que debe usar 
la OMS para recomendar la inclusión de una sustancia en una lista como primera medida es, 
según  la Convención Única de 1961 en su artículo 3 numeral 3, examinar si esa sustancia puede 
producir efectos nocivos similares a las de la listas I y II o puede transformarse en una sustancia 
que preste un uso similar.  
     Adicionalmente de acuerdo a los daños físicos y psicológicos que puede llegar a causar como 
la dependencia, estos se presentan generalmente debido al uso continuo durante largo tiempo y 
cuando se ha iniciado un consumo en edad temprana, por lo cual la prevalencia del uso 
individual no constituye un indicador valido frente a los daños en la salud pública y el alcance de 
esos daños a nivel mundial. Además allí no se tiene en cuenta si se podrían alcanzar mejores 
resultados otros planteamientos totalmente distintos a la política prohibicionista que durante 
décadas ha tratado de sin éxito, pues si se está hablando de incidencias públicas, sería válido 
estudiar un marco regulatorio distinto que pueda atender a ello (Jelsma, Blickman, Bewley y 
Walsh, 2019). 
     Incluso con respecto a la dependencia y los daños a la salud que puede generar el uso de 
cannabis, hay estudios en los que se demuestra que se han creído más nocivos de lo que en 
realidad son, en este sentido, Nutt, King, Phillips (2010) publicaron un estudio en la revista 
científica The Lancet, donde estudiaron la lesividad de veinte diferentes sustancias con base en la 
toxicidad aguda, toxicidad crónica, potencia adictiva, daño social a nivel individual y daño social 
a nivel de la población; estos concluyeron que en general, el alcohol fue la droga más dañina con 
un puntaje de daño global 72, seguido por la heroína con 55, el crack con 54, metanfetaminas 
con 33 cocaína 27, tabaco 26, anfetamina 23 y luego en cannabis con 20 puntos (Nutt, King, 
Phillips, 2010).  
     Del mismo modo Lachenmeier y Rehm (2015), calcularon utilizando simulaciones 
probabilísticas de acuerdo a pruebas con animales,  los resultados confirman que el riesgo del 
cannabis puede haber sido sobreestimado en el pasado y el riesgo de alcohol puede haber sido 
subestimado, pues se encontró que respecto al riesgo de mortalidad que pueden generar estas 
sustancias en primer lugar está el alcohol, seguido por la heroína, la cocaína y el tabaco, y 





veces menos mortal que el alcohol, al respecto de esta investigación Ingraham (2015) indica que 
pese a que es mucho menos riesgosa, igual existen numerosos riesgos asociados con el uso de la 
marihuana, pero estos van ligados a su uso en edad temprana y a la frecuencia de su uso, además 
reconoce que hay riesgos asociados con literalmente cualquier cosa que se introduzca al cuerpo, 
incluso en sustancias tan comunes como el azúcar que puede producir graves problemas de salud 
y alto grado de dependencia, o la sal generadora de mayores probabilidades de un derrame 
cerebral. 
     De esta manera no se deben desconocer los riesgos que conlleva el consumo de cannabis tanto 
inmediatos como la sensación de euforia, la alteración de los sentidos y de la percepción del 
tiempo, cambios en el estado de ánimo, limitación de la movilidad corporal, debilitamiento de la 
memoria, alucinaciones, delirio y psicosis cuando se consume en grandes dosis; como a largo 
plazo cuando se empieza a consumir en la adolescencia, como reducción de la capacidad de 
pensar, la memoria y las funciones cognitivas, sin embargo, no hay reportes conocidos de 
adolescentes o adultos que hayan muerto por una sobredosis de marihuana (NIDA, 2017); 
contrario a los efectos de una droga legal y socialmente aceptada como el alcohol que cada año 
produce 3 millones de muertes en el mundo, lo que representa un 5,3% de todas las defunciones 
y es un factor causal en más de 200 enfermedades (OMS, 2018), o el “tabaco que  mata cada año 
a más de 8 millones de personas, de las que más de 7 millones son consumidores del producto y 
alrededor de 1,2 millones son no fumadores expuestos al humo de tabaco ajeno” (OMS, 2019). 
     Aún en ese sentido el expresidente de estados Unidos Barak Obama realizada por David 
Remnick (2014), dijo: "Como ha sido bien documentado, fumaba marihuana cuando era niño, y 
lo veo como un mal hábito y un vicio, no muy diferente de los cigarrillos que fumaba cuando era 
joven a través de una gran parte de mi vida adulta. No creo que sea más peligroso que el alcohol" 
     La transformación de la marihuana en Colombia.     
     Según el Reporte de drogas del Observatorio de Drogas de Colombia (2017) al igual que en el 
resto del mundo, en Colombia la marihuana también es la sustancia ilícita de mayor consumo, 
destaca que del total de consumidores de drogas ilícitas en el último año, el 87% consume 
marihuana; y a diciembre de 2016 habían sido detectadas por la Policía Nacional 95 hectáreas de 





climáticas es difícil la observación, además de los cultivos bajo techo que no se observan 
mediante GPS para georreferenciar. 
     Es importante señalar que frente a la marihuana, Colombia profirió la Ley N.º 1787 del 6 de 
julio de 2016, donde se regulo su consumo con fines médicos, esto se ha reglamentado con el 
decreto 613 de 2017 del que vale la pena destacar que se retomó lo que a nivel de interpretación 
de la ley 30 de 1986 se había declarado frente al cultivo de no más de veinte plantas para uso 
personal, que no estaban sujetas a acción penal, pues en el decreto anteriormente mencionado se 
establece que sus disposiciones en cuanto a adquisición de licencias y demás no comprenden lo 
referente al autocultivo, denominado allí como “Pluralidad de plantas de cannabis en número no 
superior a veinte (20) unidades, de las que pueden extraerse estupefacientes, exclusivamente para 
uso personal” para lo cual genera solamente una prohibición de “Comercializar o transformar 
para su venta, distribuir, recibir o entregar a terceros, bajo cualquier título, las plantas de 
cannabis provenientes de autocultivo, así como los derivados y semillas para siembra obtenidos a 
partir de ellos, salvo lo dispuesto transitoriamente para fuente semillera” (Min. Salud Decreto 
613, 2017). Este tipo de regulación respecto de la permisibilidad del autocultivo, es un claro 
reconocimiento al libre desarrollo de la personalidad y autonomía en condiciones integras por 
parte del legislativo, aún más cuando el número de plantas permitidas es incluso mayor a lo 
estipulado en normas de otros países con cannabis regulado, y se permiten los establecimientos 
que se encargan de vender todo tipo de parafernalia con ese fin; el cultivo para consumo propio 
puede ser la mejor manera de llegar al consumo responsable y seguro, sin embargo sembrar 
cualquier planta requiere de varios elementos como el espacio, el tiempo y el conocimiento que 
no todo el mundo posee. 
      Por otra parte, en las resoluciones 577 y 578 del 2017 se reglamenta lo referente a las 
licencias de cultivo para cannabis medicinal; en la resolución 579 de 2017 lo relativo a medianos 
y pequeños cultivadores; los procesos de transformación de la planta mediante la Resolución 
2891 de 2017; y los procesos técnicos que deben seguir en la resolución 2892 de 2017 
(Ministerio de Salud y Protección Social, 2017); esto genera un gran desarrollo y labra un 
camino para el país en materia de drogas y en la apertura de una regulación en pro de derechos 
humanos. 
     A pesar del avance que constituye esta regulación, hay puntos que se deben pensar de cara a 





búsqueda de oportunidades para diferentes comunidades, por ejemplo, en cuanto a las licencias, 
hay tres principales para el cultivo de cannabis con fines medicinales en Colombia que son, para 
el uso de semillas, para el cultivo de cannabis psicoactivo y para el cultivo de cannabis no 
psicoactivo, el valor de la simple solicitud para adquirirlas es de 351,92 smlmv, 1.231,29 smlmv 
y 429.25 smlmv respectivamente (Ministerio de Justicia, 2017);  pese a que se da la posibilidad 
de pago en cuotas, estos costos son bastante elevados si se tiene en cuenta la cantidad de 
adecuación, infraestructura y capacitación que deben tener quienes quieran acceder al cultivo 
legal de cannabis para fines médicos por lo cual lo más probable es que los campesinos y 
comunidades que han sufrido las consecuencias de la guerra contra las drogas, no puedan 
acceder a esta posibilidad debido al alto costo que representa, sino por el contrario lleguen 
empresarios con el suficiente poder económico para hacer uso de la tierra en el cultivo de 
cannabis, descartando en eso la posibilidad de brindar oportunidades para el bienestar social. 
     Los antecedentes en el mundo, tanto de las décadas de grandes costos y escasos beneficios 
que se han sufrido debido a la guerra contra las drogas, como del cambio de visión que se viene 
dando en diversos estados frente a la política de drogas lleva a pensar que es una transformación 
inevitable; y un gran paso para esto es la regulación del mercado de marihuana con fines 
recreativos debido a que como se ha visto, en primera medida el cannabis está lejos de ser tan 
perjudicial, en términos de daño a la salud y dependencia, como el alcohol y el tabaco que son 
drogas licitas; en segundo lugar el hecho de prohibirla ha generado más costos económicos por la 
inversión en términos de fuerza policial para aminorar tanto la producción de la planta como el 
consumo, también es más costosa en términos de los sofocados sistemas judicial y carcelario al 
tener que juzgar y condenar a cientos de personas por delitos no violentos relacionados con esta 
sustancia; y en tercer medida es el momento oportuno pues el mercado licito de cannabis aún 
está empezando a gestarse por lo cual una inmersión de Colombia en él acarrearía un desarrollo 
agroindustrial y mercantil tanto en materia nacional como internacional, que se traduce en 
ganancias e inversión social para el país. 
     Aún más cuando a pesar de los cambios legislativos del actual gobierno en Colombia que 
ayudan a estigmatizar el consumo de marihuana y al consumidor con el otorgamiento de diversas 
facultades a la Policía Nacional que pueden imponer reprimendas incluso por el simple porte de 
cualquier cantidad de droga; la jurisprudencia  tanto constitucional como de la Corte Suprema ha 





autodeterminación y a los derechos en general de los consumidores, cuando de su conducta no 
desplieguen daños a terceros, es decir, cuando la conducta corresponde al consumo personal y no 
a la venta y distribución sea la cantidad que sea,  pues reconoce la persecución que han sufrido 
los consumidores no solo institucionalmente de una manera muy subjetiva sino también 
socialmente, aún más teniendo en cuenta que la prohibición históricamente siempre ha 
conllevado motivos de discriminación a distintos grupos sociales (Restrepo, 2017). 
     De hoja de coca a cocaína  
     La coca, llamada científicamente como “Erythroxilum coca” es una planta de origen 
amazónico usada ancestralmente por comunidades indígenas que la consideran sagrada y de gran 
valor alimenticio y curativo pues tiene propiedades analgésicas y cuando se mascan dan energía 
y reprimen el hambre, la sed y el dolor; por su parte la cocaína es un compuesto químico que se 
derivado de la hoja de la planta por medio de un largo proceso que extrae el alcaloide psicoactivo 
de la hoja (Asociación Chamánica y Ecológica de Colombia, 2002).  
     La persecución a la hoja de coca se ha dado como en casi todos los procesos prohibicionistas 
de alguna sustancia, por razones religiosas y raciales que datan de la conquista española y la 
religión que llegó a imponerse, así al ser el único ingrediente natural con el cual se hace 
clorhidrato de cocaína, se ha satanizado y se ha ligado con la droga, hecho que no debería ser 
pues la hoja no contiene cocaína (Curtidor, 2018) 
     La periodista Salud Hernández (2017) realizó un reportaje sobre ese proceso en el cual 
menciona que en una semana transformaron 264 arrobas [3.036 kilos] de hoja de coca en tan solo 
un poco más de 7 kilos de base de coca, lo que quiere decir que para producir solo un kilo de 
base de coca se requieren 433 kilos de hoja, para lo cual mezclan las hojas con gasolina, ácido 
sulfúrico, perganato de potasio, otros químicos diversos, bicarbonato de sodio para blanquear y 
agua.  
     En este jugoso negocio de la cocaína la peor parte se la lleva los cultivadores, pues un kilo de 
hoja de coca fresca cuesta alrededor de 1.1 dólares, valor que se aumenta exponencialmente 
tratándose de un kilo de pasta de coca que ya poco tiene que ver con la natural hoja de coca y 
cuesta alrededor de mil dólares; después de tener la pasta de coca se le añaden oxidantes como 
peróxido de hidrogeno, ácido sulfúrico y amoniaco que crea una base que puede costar alrededor 





cocaína que se consume, se corta la base de cocaína con éter etílico, acetona y ácido clorhídrico, 
este puede costar alrededor de dos mil quinientos dólares el kilo, superando más de dos mil veces 
el valor que gana el cultivador (Rivas, 2019), y ya antes de ser distribuida al  usuario final el 
traficante la mezcla con sustancias de apariencia similar como talco, polvo de tiza, maicena, 
medicamentos picados o con otras drogas como anfetamina u opioides sintéticos,  esto es muy 
riesgoso, la creciente de muertes por sobredosis de cocaína podría deberse a esta alteración de la 
droga, un más cuando se consume junto con alcohol  (NIDA, 2018). 
     En materia internacional, a pesar de ser la hoja de coca parte de un conocimiento ancestral 
milenario, se ha relacionado intrínsecamente con el clorhidrato de cocaína por lo que distintas 
etnias han tenido que defenderla de las fumigaciones y la erradicación forzosa (Asociación 
Chamánica y Ecológica de Colombia, 2002); la Convención de Estupefacientes  (1961) cataloga 
a la cocaína como una droga de control estricto, sin embargo en su artículo 26 da la posibilidad 
de permitir el cultivo del arbusto de coca siempre y cuando esto se haga bajo debida fiscalización 
por parte de un organismo nacional creado para tal fin que se encarga de tomar posesión de la 
cosecha y darle el trato requerido; sin embargo también dispone que “las partes obligarán  a 
arrancar de raíz todos los arbustos de coca que crezcan en estado silvestre y destruirán los que se 
cultiven ilícitamente”.   
     En efecto Estados unidos ha librado la guerra multimillonaria contra las drogas muchas veces 
enfocada hacia la cocaína por lo cual impulsa la erradicación forzada de miles de hectáreas de 
hoja de coca, no obstante también es el único país importador y el que utilizó la mayor 
cantidad de hoja de coca, 611,4 t (JIFE, 2018) que Stepan Company, empresa estadounidense, 
importa desde Perú y Bolivia a EE. UU. con licencia del gobierno y  autorización de la DEA, 
hasta el momento es la única empresa en el mundo que puede llevar a cabo esta actividad, por lo 
que de manera simultánea Estados Unidos ordena e impone sanciones a unos países por el 
cultivo de hoja de coca y también importa hojas de coca desde Perú, que entre 2003 y junio de 
2018 fueron 1.643 toneladas por más de siete millones de dólares (Pighi, 2018). De este producto 
Stepan Company extrae el alcaloide y lo entrega al laboratorio Mallinckrodt Pharmaceuticals, 
quien lo usa para hacer cocaína farmacéutica [clorhidrato de cocaína], para procedimientos 
quirúrgicos y como anestésico local; una vez extraída esta sustancia, Stepan vende las hojas 
secas sin el componente psicoactivo a Coca Cola Company con el cual esta empresa le da sabor a 





Única de Estupefacientes de 1961 que admite el comercio de hoja de coca para la elaboración de 
“agente saporífero” o saborizante que no contenga alcaloide. 
     En cuanto al negocio del narcotráfico de cocaína, Forero, Mosis y Peña (2019) analizan el 
carácter transnacional de este fenómeno que ha permeado incluso las esferas financieras, 
políticas y militares en el mundo pues recibe unas ganancias astronómicas que deben ser 
introducidas a la legalidad con lo que el dinero resulta incrustado incluso en Wall Street, el 
sistema global que controla las economías y los recursos locales en todo el mundo;  el dinero de 
la cocaína se utiliza para crear y mejorar negocios, para acceder a los corredores del poder y para 
la recreación y el detrimento máximo de millones de personas; por esa razón los autores califican 
al narcotráfico  como una de las economías transnacionales ms exitosas que conlleva una cadena 
de degradación social desde el cultivo irresponsable y el procesamiento químico de plantas 
sagradas para las culturas indígenas, hasta la venta y el consumo de sustancias psicoactivas 
ilegales a escala global; a lo que las potencias de todo el mundo tratan de solucionar 
ineficientemente con más poder policial y militar, pero de esta política permeada por corrupción 
solo se afectan principalmente países como Colombia que es el mayor productor de cocaína del 
mundo con casi 8 millones de desplazados en los últimos 30 años y 300,000 muertes.  
     Hablar de cocaína en el mundo, inevitablemente requiere dar un vistazo a Colombia por ser el 
mayor productor de esta y tener la mayor cantidad de hectáreas cultivadas en el mundo. Razón 
por la que el gobierno nacional ha impulsado junto con Estados Unidos diversas estrategias para 
enfrentar este fenómeno, es así que en el 2017 se erradicaron más de 52.000 hectáreas de coca, y 
en los primeros 50 días de 2018 ya se habían registrado más de 3.200 hectáreas erradicadas 
(Cruz y gil, 2018); además en el marco del posconflicto hay preocupación pues a pesar de la 
erradicación voluntaria de 20.845 hectáreas de cultivos de coca y la ayuda de las Fuerzas 
Militares en la erradicación de 5.374 hectáreas adicionales a las 49.000 que se han pactado con 
77.659 familias que accedieron a acuerdos de sustitución voluntaria de cultivos, el gobierno ha 
mostrado evidente interés por volver a la fumigación con glifosato (Ardila, Ramírez, Otero, 
Castillo, 2018) 
     El uso de glifosato ha sido el método más usado para acabar con el cultivo ilícito de hoja de 
coca, entre 1994 y 2015 se asperjaron casi 1.9 millones de hectáreas de manera aérea, en 
noviembre de 2012 el gobierno gastó alrededor de “104.331.276,056 dólares en glifosato y 





básicos y aviones o helicópteros” (Grupo Acciones por el Cambio, 2019), lo cual indica que es 
una medida realmente costosa pero en la que el estado ha encontrado resultados por la gran 
cantidad de área fumigada en un corto tiempo; sin embargo se ha demostrado la implicación en 
afecciones a la salud que conlleva el uso de este pesticida, aún más teniendo en cuenta que en las 
aspersiones aéreas se riega el líquido en grandes extensiones de tierra, y así como se pueden estar 
fumigando miles de hectáreas de hoja de coca, también se pueden afectar cultivos de vegetales 
para el consumo, animales salvajes, domésticos o criados para el consumo, ecosistemas enteros y 
recursos naturales, fuentes hídricas, y con todo esto también se ven afectados seres humanos de 
comunidades campesinas e indígenas.  
     En ese sentido la Corte Constitucional de Colombia en la sentencia T 236 de 2017 se ha 
pronunciado por la protección de la salud e integridad de las comunidades que resultan afectadas 
debido a la aspersión aérea con glifosato indicando que en esta medida se privilegiaban los 
resultados en cuanto a la disminución de cultivos que la salud humana, pues hay evidencia de un 
riesgo significativo en el uso del glifosato ya que puede causar afectaciones a la estructura 
interna de las células y puede causar cáncer; y pese a que los defensores de la aspersión con 
glifosato indican que este herbicida se usa para eliminar plagas a cultivos agrícolas, lo cierto es 
que sus efectos no están plenamente probados y menos cuando se pretenden esparcir grandes 
cantidades para eliminar cientos de hectáreas de cultivo desde un helicóptero, con lo que es muy 
difícil planificar donde exactamente cae el producto y a quien afecta; por esto la Corte ordenó al 
Consejo Nacional de Estupefacientes no reanudar el Programa de Erradicación de Cultivos 
Ilícitos mediante aspersión aérea con glifosato hasta que se planifique un proceso responsable 
que demuestre ausencia de daño con garantías reales de protección a la salud y donde se 
privilegien los derechos de las comunidades, entre ellos la consulta previa.  
     Además de los estragos que causa el glifosato, no se debe dejar atrás que otras soluciones 
concertadas como la sustitución voluntaria de cultivos debe estar acompañada de programas que 
garanticen el mejoramiento económico y social para las comunidades, de lo contrario no puede 
cumplir con su propósito por falta de confianza en las autoridades; además de ello deben haber 
contundentes garantías de seguridad teniendo en cuenta la grave problemática que envuelve al 
país debido al asesinato sistemático de líderes sociales y comunitarios, pues en los últimos dos 
años se han registrado 64 homicidios de líderes relacionados con programas de sustitución de 





Marihuana, esto genera preocupación por la seguridad de miles de familias que se han inscrito en 
estos  programas (Grupo Acciones por el cambio, 2019) y de cientos de líderes sociales que por 
apostarle a la sustitución de cultivos quedan entre la espada y la pared ya que están bajo la 
mirada permanente de los narcotraficantes y ponen en peligro su estabilidad económica, pero por 
otro lado mantener los cultivos ilícitos no es una opción pues aumenta su vulnerabilidad ante la 
violencia de grupos al margen de la ley, del Estado y de la falta de garantías (Gómez 2018). 
     Cabe destacar que a pesar del difícil contexto frente al cultivo de coca hay una iniciativa que 
surgió en Colombia en el año de 1997 de la indígena Fabiola Piñacue Achicué, natural del 
Resguardo de Calderas en el Cauca, esta puede dar opciones sobre una nueva política de drogas 
frente a la hoja de coca y los cultivos de la misma; se trata de producir y comercializar alimentos 
de hoja de Coca recuperando sus usos cotidianos como alimento y medicinales; por esto se creó 
Coca Nasa4, empresa autorizada para la comercialización de productos hechos a base de hoja de 
coca y que ha tenido que luchar por lograr disipar todas las interferencias legales que han 
sufrido, como para la obtención de los registros sanitarios y las licencias,  y por lograr la 
posición de su marca incluso ganando batallas legales contra la enorme multinacional Coca Cola 
que reclamaba la propiedad del uso de la palabra “Coca” que se había usado en una bebida 
carbonatada (Curtidor, 2016). Este es un buen ejemplo del uso debido de la hoja de coca para 
evitar tanto malestar que genera la erradicación y por el contrario ayudar a que las comunidades 
creen empresas dentro de la legalidad.  
     Teniendo en cuenta la caída en las tasas de criminalidad en los estados donde la marihuana es 
legal, además de las ganancias económicas y en materia del reconocimiento de derechos 
individuales y colectivos, parece que al legalizar, y por lo tanto regular otras drogas como la 
cocaína, se podrían también generar buenos resultados como el hecho de arrebatarle el negocio al 
narcotráfico y legalizar las miles de familias de dependen del cultivo de coca generando 
ganancias para ellas y para el estado, claro, hay que reconocer que en cuanto a la cocaína el 
estado podría asegurar maneras menos nocivas de extraer el alcaloide de la planta, como lo hace 
Stepan Company para el uso médico, y si de autonomía y libre desarrollo de la personalidad se 
habla, también podría incluso regularse el consumo recreacional, aunque hay que tener en cuenta 
el extenso y difícil debate que se tiene frente a la regulación de la marihuana que puede ser 
                                                 





mucho más difícil hablando de cocaína, sin embargo valdría la pena intentarlo (Forero, Mosis, 
Peña, 2019) 
     Reflexiones sobre la mutabilidad de las drogas como punto de partida para consolidar 
estrategias de reducción de daños.        
     El cannabis y la cocaína son las dos sustancias sujetas a control más consumidas en Colombia 
y en varios países, con menor índice de consumo se encuentran sustancias conocidas como la 
heroína, el LSD, el MDMA (éxtasis) o metanfetamina; y otras llamadas nuevas sustancias 
psicoactivas NSP que son sustancias puras o preparadas que pueden constituir abuso pero que no 
son controladas por la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes ni por el Convenio 
sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971, estas NSP tienen efectos similares a los de las sustancias 
bajo control (UNODC, 2017). 
     Las drogas inyectables como la heroína causan daños concretos en la salud del consumidor 
porque además de ser mucho más potente el ingreso directo de la sustancia a la sangre que 
incluso puede causar muerte por sobredosis, la mayor problemática radica en los instrumentos 
utilizados para las inyecciones pues muchas veces son reutilizados e intercambiados quedando 
expuestos a graves enfermedades como el VIH o la hepatitis B y C. En Colombia existe el “Plan 
Nacional de Respuesta al Consumo emergente de Heroína y otras drogas por vía inyectada”, que 
apunta a la reducción de riesgos, la aplicación del mismo ha resultado difícil pues no se cuenta 
con la infraestructura adecuada para garantizar la cobertura. Cabe resaltar que la heroína surge 
del opio, derivado de la amapola o adormidera, planta milenaria que fue ampliamente usada en 
diversas civilizaciones por sus propiedades medicinales, analgésicas y por placer; más adelante 
con ella se fabricó la heroína y la morfina catalogadas como una de las drogas de mayor 
peligrosidad y como una droga de uso médico respectivamente (Colombia, Ministerio de 
Justicia, 2015) 
     Al igual que los cultivos de hoja de coca, los de amapola también tienen las mismas 
restricciones y el mismo tratamiento frente a su erradicación, al respecto el Ministerio de Justicia 
de Colombia (2015) mencionó que varios analistas concuerdan en que la prohibición del cultivo, 
producción y uso de derivados de la amapola, a lo largo de la historia, permitió la 
experimentación de usos diferentes a los tradicionales, aumentando los costos sociales y 





cual es bueno retomar los usos tradicionales de la planta, y el consumo se debe atender por 
medio de la reducción de daños con programas educativos, distribución de material higiénico 
para inyección, y observar la posibilidad de abrir centros de consumo controlados para ese tipo 
de droga. 
     Frente a las NSP, en 2015 el Observatorio de Drogas de Colombia encontró en el país 
sustancias como la ketamina [2cb]; NBOMe, DOC y DOI, sustancias que muchas veces se 
venden como LSD; dick y Popper que son inhalables; AM 2201 que es un especie de cannabis 
sintético; p-metoximetanfetamina que se comercializa como éxtasis; y catinonas que son 
similares a las anfetaminas; sin embargo cada día se encuentran nuevas formas de mezclar 
químicos con el fin de encontrar más sustancias lo cual hace muy difícil la fiscalización de estas 
sustancias teniendo en cuenta que a menudo se cambia la composición de las drogas para que el 
producto sea clasificado como legal. 
     Las NSP están presentes en más de 100 países convirtiéndose en un fenómeno global por lo 
cual la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, UNODC por sus siglas en inglés, 
desarrolló el primer sistema de monitoreo internacional sobre las nuevas sustancias psicoactivas, 
el sistema de alerta temprana  (UNODC, 2017), esto llevó a que  en 2017 se detectaran por 
primera vez en el mercado europeo 51 nuevas sustancias psicoactivas, es decir, alrededor de una 
sustancia nueva por semana; y en el mismo año en Colombia se identificaron tres muertes debido 
a NSP (JIFE, 2019) 
     Lo cierto es que incluso hay sustancias totalmente legales, ya sean medicamentos o 
compuestos químicos industriales que son consumidos generalmente inhalados para producir 
efectos psicoactivos en el organismo, ejemplo de estos últimos son pegamentos, disolventes 
industriales, aerosoles, gasolina, entre otros (Colombia, Min Salud, 2018); en pocas palabras, la 
persona que quiera experimentar alteraciones producidas en el sistema nervioso central debido al 
consumo de alguna sustancia, lo puede hacer sin ningún tipo de restricción, por lo tanto es 
evidente que  la satanización y persecución de una sustancia especifica como la marihuana o la 
cocaína no ayuda en la prevención del consumo de drogas pues siempre van a seguir existiendo 
preparados químicos legales o no, accesibles  las personas. En esto queda comprometida la 
autodeterminación de las personas y su libre desarrollo de la personalidad, quienes tienen el 
poder de decisión sobre si mismas y sobre lo que quieren introducir a su cuerpo, por lo que un 





la educación y la información sobre todo a niños y jóvenes, asegurando que lo largo de su vida 
los ciudadanos tomen decisiones informadas de acuerdo a lo que crean mejor para sí mismos.  
     Un ejemplo claro de que se puede conseguir una reducción del consumo, dejando de lado la 
prohibición y apelando a la información es el caso del tabaco, que gracias a iniciativas en todas 
las Américas conducentes a proteger a las personas del humo de tabaco, ofrecer ayuda para dejar 
de fumar, advertir sobre los peligros del tabaco y hacer cumplir las prohibiciones sobre 
publicidad, promoción y patrocinio, han logrado que su consumo haya disminuido en todo el 
hemisferio y siga en declive (OEA, 2019). 
     Por esto la intervención del estado debe ser contundente en la creación de programas 
integrales de prevención para lograr decisiones libres e informadas, y también de tratamiento 
voluntario cuando se evidencie un consumo problemático; por ello el Ministerio de Salud y 
Protección Social (2017) crea diversas estrategias de acuerdo al Plan Nacional para la Promoción 
de la Salud, la Prevención, y la Atención del Consumo de Sustancias Psicoactivas 2014- 2021 
que nació con el objetivo de integrar la reducción del consumo a los planes de desarrollo 
territoriales mediante la “promoción de condiciones y estilos de vida saludables, a la prevención 
del consumo y a la atención de las personas y las comunidades afectadas por el consumo de 
drogas, para lo cual se debe poner en práctica la reducción de riesgos en consumidores activos 
tengan o no un consumo problemático”. 
     En ese sentido el Ministerio de Salud y Protección Social expidió la resolución 089 de 2019 
para implementar una política Integral de Prevención y Atención de Consumo de Sustancias 
Psicoactivas, para lo cual se basa en el desarrollo humano y la salud publica priorizando la 
autonomía personal, el libre desarrollo de la personalidad y la dignidad humana, es así que en la 
misma resolución se menciona la creación de instituciones encargadas de la prevención, de las 
cuales dos terceras partes se localizan en Bogotá, Antioquia, Valle del Cauca, Atlántico, Quindío 
y Cundinamarca, el 92% son instituciones privadas y el 8% oferta pública, y  en cuanto a 
tratamiento, en Colombia para el año 2016, existían 181 instituciones que prestaban 384 
servicios de atención a las personas con consumo de sustancias psicoactivas, “con predominio de 
la internación no hospitalaria residencial, seguido de la atención ambulatoria de baja 
complejidad, la internación parcial diurna y la internación parcial nocturna” (Ministerio de Salud 





     Lo cierto es que a pesar de los esfuerzos por controlar esta problemática desde un enfoque 
integral y de derechos humanos, y que la ley 1566 de 2012 introdujo servicios de atención a la 
dependencia en el POS por primera vez, no se ha logrado llevar a cabo en la realidad lo que 
idealmente se pretende pues las instituciones de atención son dispuestas en las principales 
ciudades, dejando de lado la intervención que debe realizarse en municipios alejados y con 
mayor vulnerabilidad, es así que la oferta de estos servicios es inexistente en aproximadamente 
95% de los municipios del territorio nacional (Coalición Acciones por el Cambio, 2019); aún 
más si se tiene en cuenta que únicamente el 8% son instituciones públicas, lo que dificulta el 
acceso a los servicios.  
     Y es que a pesar del mandato normativo en el que leyes, decretos y resoluciones en Colombia 
presentan un panorama de conocimiento de derechos, y cobertura para toda la población, en 
realidad los programas de prevención cuentan con una baja sostenibilidad que dificulta su 
aplicación y por consiguiente su éxito; debido a la inversión insuficiente la aplicación de los 
mismos es corta e interrumpida, y además no se da la oportunidad para generar investigación que 
promueva el desarrollo de programas y estrategias eficaces; por lo que  la prevención de drogas 
eficaz y rentable necesita de políticas con inversiones a mediano y largo plazo, con recursos 
suficientes, apoyo a la investigación y calificación de profesionales (Espinal y Calderón, 2018) 
     Por lo anterior es importante que los recursos se centren más en programas de prevención y 
reducción de riesgos, que en el impulso a la fuerza pública para perseguir a quienes lleven 
consigo o consuman sustancias psicoactivas. Un ejemplo claro de un programa con resultados 
efectivos en Colombia es “Échele Cabeza”, que como una de sus estrategias acude con un stand 
a los festivales de mayor concurrencia entre jóvenes quienes llegan con la muestra de una droga 
que piensan consumir para que un químico de la organización les haga una prueba de calidad 
automáticamente, el resultado es entregado por una psicóloga quien explica al usuario los 
componentes de la sustancia y si esta es de mala calidad los peligros que puede conllevar, es así 
que en el festival estéreo picnic es uno de los stands más concurridos por los jóvenes 
convirtiendo esto en “una iniciativa que ha salvado vidas y que ha logrado disuadir a muchos 
potenciales consumidores luego de que se les explican los efectos que producen esas sustancias 
psicoactivas en el organismo” (Duzan, 2018), con lo que han logrado impactar directa o 





Regulación Selectiva del cannabis para una Política de Drogas integral en Colombia. 
Las dificultades que presenta el modelo actual por su falta de eficacia frente al reconocimiento 
integral de los derechos y libertades del consumidor, y frente a la reducción de las distintas 
problemáticas generadas por el narcotráfico, hacen imperiosa la necesidad de reprogramar la 
Política de Drogas hacia una visión integral, para ello, como se ha demostrado, no se puede 
solucionar lo relativo al reconocimiento del libre desarrollo de la personalidad, simplemente 
abriendo camino para que las personas que según su autodeterminación quieran consumir 
cualquier tipo de sustancia, pues esto genera para ellos lesividad en su seguridad personal al 
tener que acudir a redes ilegales a comprar su dosis personal,  y su salud pues en la ilegalidad 
pueden encontrar con sustancias alteradas más peligrosas para su organismo. Por esto es 
imperativo que las estrategias tanto frente a los consumidores, como a los cultivadores, los 
vendedores de pequeñas dosis y los grandes narcotraficantes, estén concatenadas unas con otras 
para lograr una política integral que ataque los distintos problemas desde su origen, pero todos 
hacia un mismo punto de encuentro. 
Para esto lo primero que hay que reconocer es que el consumo de drogas es un fenómeno que 
ha existido siempre y ha avanzado así como ha avanzado la humanidad, es por esto que políticas 
represivas y prohibicionistas, lejos de acabar con el consumo de diversas sustancias, no producen 
más que la consolidación del narcotráfico como un negocio lucrativo que se beneficia de la 
vulnerabilidad de distintos grupos poblacionales como los campesinos cultivadores y de la falta 
de presencia institucional. 
Es así que en el mundo varios países se han volcado hacia otro planteamiento para la 
mitigación de estos males, como en Holanda, Uruguay, Canadá y varios estados de Estados 
unidos que han regulado el uso del cannabis con fines recreacionales, quitándole en gran medida 
un rentable negocio a las mafias y consiguiendo ganancias nada despreciables que son usadas 
para la inversión en programas de prevención y tratamiento en salud. Por ello sus experiencias 
pueden ser tomadas en cuenta para una posible aplicación de un modelo de regulación selectiva 
para la política de drogas en Colombia. 
Cuando en Colombia se gastan inútilmente, gran cantidad de valiosos recursos económicos en 
la guerra contra las drogas; es pertinente señalar el contexto económico del país que en los 
últimos días ha generado un debate público debido a que el gerente del Banco de la Republica el 





factores, al aumento del desempleo, estancamiento en la creación de puestos de trabajo y las 
condiciones de pobreza (Gómez, 2019); a pesar de ser necesaria mucha planeación en distintos 
sectores por parte del gobierno para reactivar la economía, es oportuno intentar activar un sector 
económico que además de generar potenciales ganancias, también puede ayudar a la generación 
de empleo y al beneficio en las condiciones de vida de muchas familias, como lo ha hecho en 
otros países, esto es, la regulación del mercado de marihuana con fines recreativos. 
     Para empezar, se habla de una regulación ya que lo que se pretende es que las distintas 
normas jurídicas encuentren sinergia sobre la misma política pública, en consonancia con los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución Política; y esta regulación es selectiva pues no 
trata todas las sustancias de la misma manera, ni todos los tipos de consumo y consumidores de 
la misma manera, además tiene en cuenta que muchos eslabones de la cadena productiva de 
drogas ilícitas son víctimas de la pobreza, desigualdad y falta de oportunidades que vive el país, 
a lo que hay que sumarle que se está frente a un escenario de posconflicto que también debe ser 
tenido en cuenta. En la eventualidad de presentarse un escenario como el aquí planteado es 
importante seguir el ejemplo de Canadá en el entendido que el gobierno se preocupe por realizar 
encuestas y estudios previos a la entrada en vigencia de una regulación alternativa, para poder 
monitorear el cambio social, económico y político que se presente a consecuencia de esto. 
     Ahora bien, lo que se pretende es abrir la posibilidad de un mercado lícito del cannabis 
únicamente para mayores de edad, pues ya otras legislaciones lo han experimentado con buena 
acogida al ser esta una sustancia menos lesiva que otras drogas incluso legales, y reconocida para 
el tratamiento de distintas afecciones de la salud, además es la sustancia ilícita más consumida. 
Cabe resaltar que las posibilidades de aplicación legal presentadas aquí son en términos jurídicos 
y sociales muy generales pues hay un sin número de elementos técnicos que deben entrar a 
estudiarse con la debida investigación en cada paso desde la producción hasta el consumo. 
     En Colombia se debe implantar un modelo regulado que concrete el punto de calidad de las 
drogas, generando unos criterios unificados en su producción y distribución, similar a la política 
que regula y controla el alcohol, donde la sustancia es legal pero su venta se encuentra sujeta a 
diversas condiciones, como la prohibición de la misma a menores de edad, y el consumo 
responsable para mayores de edad pues deben haber ciertas limitaciones según las actividades 
que vaya a realizar la persona y el nivel de lucidez que le deja la droga para desarrollar esa 





     Es importante que el estado no deje al cannabis a la suerte del mercado como cualquier otro 
elemento a comercializar, sino que esté presente monitoreando cada momento hasta el mismo 
consumo para lograr una debida integralidad. En cuanto al cultivo, como se dijo antes hay una 
gran problemática debido a las miles de hectáreas de cultivos ilícitos en Colombia, con la 
regulación del mercado de cannabis podrían beneficiarse cientos de familias que cultivan 
marihuana para el mercado ilegal, pues en muchos casos no tendrían la necesidad de sustituir sus 
cultivos quedando en una difícil situación económica, sino que pasarían a legalizar su sustento. 
Para esto es importante que ante una eventual implementación, el estado priorice a las 
comunidades vulnerables que más han sufrido debido a la guerra contra las drogas, por lo que es 
importante que antes de permitir que grandes empresarios ingresen al negocio del cannabis 
desplazando a los campesinos, el gobierno haga un acompañamiento a las familias que quieran 
acceder a esto, con capacitación y facilidades para lograr cumplir con los requerimientos técnicos 
de las licencias, también imponiendo para ellos costos bajos en la adquisición y mantenimiento 
de las mismas. Teniendo en cuenta que Colombia es un país azotado por la violencia en áreas 
rurales y la problemática frete al asesinato de líderes sociales, es imperativo que el 
acompañamiento que haga el gobierno sea pleno sobre todo en condiciones de seguridad para 
que las comunidades no sean perseguidas por su deseo de ingresar a la legalidad. Frente a esto se 
puede aprender de la experiencia de California donde se muestra una preocupación por el medio 
ambiente, la utilización responsable del suelo y de las fuentes hídricas para el cultivo. 
     Cabe resaltar en este punto, que frente a los cultivos ilícitos se podrían llegar a mayores 
resultados incluso también para comunidades indígenas si se hablara de la regulación del 
comercio de la hoja de coca impulsado por el estado para la fabricación de diversos bienes para 
el consumo, pues a pesar que las comunidades indígenas puedan hacerlo, la experiencia de Coca 
Nasa ha servido para poner en evidencia las trabas que aun pone el gobierno para poner en 
practica iniciativas como esta; también habría una ayuda mayor si se hablara de programas para 
impulsar el cultivo de cáñamo no psicoactivo para la creación de diversos productos como papel 
y textiles. 
     Después del cultivo, se tendrían que imponer licencias para el transporte, almacenamiento, 
tratamiento y distribución de la planta, en lo que de igual manera el estado debe estar 
monitoreando en todo momento, es importante la exigencia de controles de calidad a los 





teniendo en cuenta que del cannabis pueden producirse un sin número de comestibles como 
postres, golosinas y bebidas, además de la planta seca para combustión. Por ello el estado debe 
proveer, ya sea mediante una empresa pública o por medio de licenciamientos a privados, 
equipos de investigación para verificar la idoneidad de la planta producida tal como se hace en 
los países donde ya se ha implementado.  
     También frente a la manera de comercializar, se puede seguir el ejemplo de los demás países 
que imponen una cantidad máxima de gramos que puede adquirir una persona en los 
establecimientos para tener mayor control, que en el caso de los estadounidenses es generalmente 
de una onza. Adicionalmente es importante que los establecimientos de comercio de cannabis al 
por menor estén alejados de lugares de reunión de menores de edad como colegios, pues se debe 
garantizar que, al igual que los lugares de venta y consumo de alcohol, en los lugares donde se 
comercialice marihuana no tenga acceso ningún menor de edad.  
     En Uruguay se tienen diferentes registros de consumo, con lo que solo quienes estén inscritos 
pueden acudir a las farmacias que venden cannabis, esto puede ser contraproducente frente al 
tratamiento de los datos y la intimidad de los consumidores, por lo cual, al igual que en las 
demás legislaciones estudiadas, es oportuno que cualquier persona que certifique mediante su 
documento de identidad que es mayor de edad pueda acceder a la compra, eso sí, con su debida 
factura y el registro de su compra.  
     Frente a la presentación de los productos en venta también puede aprenderse de las 
legislaciones estudiadas, donde el mercado es pasivo, pues en todas como medio de prevención 
al consumo, se restringe la publicidad para evitar que menores y personas que no están 
relacionadas con esas sustancias sientan algún tipo de atracción frente al consumo de las mismas; 
y también debe haber restricción frente a los empaques llamativos para menores de edad. 
Adicionalmente es impórtate que los empaques contengan toda la información necesaria para un 
consumo informado, como el peso del producto, la cantidad de THC que contiene el mismo, 
donde fue producida, y además una advertencia sobre los efectos físicos y psíquicos que puede 
causar su consumo. Por ello se debe asegurar que quienes distribuyan legalmente la droga 
cumplan con un riguroso proceso para lograr la autorización del estado, y en ejercicio de su 
actividad cumplan con las prohibiciones establecidas, como el no permitir la entrada a estos 
sitios y mucho menos la compra a menores de edad, que en caso de no cumplir se impongan 





     Es fundamental aprender de la experiencia negativa de california donde las ventas no han 
tenido el auge que se esperaba debido a que la gran cantidad de impuestos y lo costoso de los 
mismos, eleva el valor del producto para la venta legal comparado con la ilegalidad, además que 
esos costos tampoco permiten obtener mucha variedad que es lo que buscan los consumidores, 
variedad y precio; por ello en cuanto a la venta es importante dejar un precio competitivo 
respecto del valor con el que la droga se vende en el mercado ilegal para que los consumidores se 
sientan atraídos por los lugares de expendio legal y no por las sustancias desconocidas que se les 
venden en medio de la ilegalidad. En este sentido Uprimny (2015) señala que la política de 
drogas en el estado debe buscar tener dos matices distintos, siendo por un lado “flexible en 
materia de precios y reglas de distribución para evitar la extensión de un mercado paralelo” y 
siendo por otro lado tan rigurosa que sean efectivos sus esfuerzos para evitar el abuso en el 
consumo de estupefacientes. 
     Es importante mantener la potestad que tiene el estado para sancionar usos irresponsables de 
los estupefacientes, tal como se hace con las bebidas alcohólicas en cuanto a la prohibición de 
consumir estas antes o durante la conducción de un vehículo, nunca sancionando el acto de 
consumir sino la afectación que genere una persona a los bienes jurídicos de otra. Lo que 
siempre se debe sancionar fuertemente es cualquier acto que pueda inducir a los menores a 
consumir, por ello se debe estudiar la posibilidad de autorizar lugares de consumo, ya sea en las 
tiendas de venta, como en Países bajos con los “Coffe shops” y/o en distintos lugares de las 
ciudades donde se predetermine que se puede realizar esta actividad sin la presencia de menores 
de edad. 
Teniendo en cuenta los exagerados gastos que genera la “guerra contra las drogas”, es apenas 
lógico que con una regulación alternativa se ahorraría muchos costos económicos los cuales 
pueden contribuir a la inversión en tratamiento, prevención y ayuda, contribuyendo a la 
disminución de los problemas relacionados por el consumo, así como la estigmatización de los 
consumidores, sabiendo que no todos los consumos son problemáticos. Aunque lograr ese 
objetivo no sería tarea sencilla, se puede implementar progresivamente fortaleciendo los 
programas de prevención y tratamiento; los recursos hoy desperdiciados en la prohibición 






     Con todo esto es indiscutible que se generarían mejores condiciones para los estabones 
débiles de la cadena de narcotráfico como los cultivadores y los consumidores, además se 
generarían cientos de empleos que ayudarían a muchas familias lo cual daría un vuelco 
seguramente positivo para la economía del país. Es pertinente señalar la posibilidad de regular en 
un futuro otras sustancias como la cocaína pues en cuanto a mafias y narcotráfico, es la sustancia 
que más problemáticas ha traído a Colombia; y si de libre desarrollo de la personalidad y 
reconocimiento de la autonomía se está hablando, no constituye un absurdo, sin embargo es claro 
que el proceso de regulación de diversas sustancias que han sido satanizadas durante décadas 
debe ser gradual con acompañamiento de la sociedad en general, esa misma gradualidad con la 
que se debe aplicar para no generar traumatismos sociales es la que ha hecho que la regulación 
del mercado de cannabis hoy sea una realidad aceptada en muchas partes del mundo, y en otras, 
como Colombia, una realidad contemplada incluso desde ámbitos políticos y legislativos que se 
puede ver con el anuncio que hicieron congresistas de distintos partidos quienes el veinte de julio 
de 2019 lanzarán un proyecto de ley con este fin. 
     Por último, es primordial observar la manera de aplicar una regulación que no está de acuerdo 
con los tratados que en materia internacional ha suscrito Colombia, pues Uruguay, Canadá y 
varios estados de Estados Unidos han sido fuertemente criticados por la JIFE pues esta considera 
que estos países han puesto en peligro la aplicación universal y plena de los tratados con la 
legalización del cannabis con fines no médicos. A pesar que la misma entidad asegura que “la 
experiencia adquirida con el consumo de alcohol y tabaco parece indicar que la legalización 
reducirá los riesgos percibidos de consumir cannabis y la reprobación social del consumo de 
cannabis por adultos, y aumentará la desviación del cannabis a personas que no han alcanzado la 
edad mínima para comprarlo y consumirlo”, indica que esto aumentará el consumo de cannabis 
entre los consumidores adultos, además que alentará a otros países a seguir el ejemplo 
debilitando la fiscalización internacional de drogas (JIFE, 2019)  
     En este sentido incluso el Viceministro Adjunto de Seguridad Internacional y Asuntos 
Políticos de Canadá, así como otros funcionarios de ese país han reconocido que el enfoque 
propuesto para el cannabis dará como resultado una contravención de ciertas obligaciones 
relacionadas con el cannabis en virtud de las convenciones sobre drogas de la ONU (Bewley, 





     Por esto es importante encontrar una manera de hacer menos molesta para los convenios la 
aplicación de una política de este tipo, aún más cuando la OMS sugirió dejar el cannabis en la 
lista I de la convención única de 1961 [lo cual está sujeto a votación], lo que puede dificultar el 
paso hacia un camino de regulación del cannabis recreacional, esto hace más difícil el camino a 
una regulación unilateral como lo h hecho Uruguay o Canadá y por lo que han sido criticados por 
la JIFE; por lo cual hay opciones alternativas como lo hizo Bolivia con la hoja de coca, que se 
retiró de la convención y luego se volvió a adherir con reserva frente a esta planta, esto si no es 
rechazado por una tercera parte de los demás estados; sin embargo la opción más recomendable 
de cara a una regulación del mercado de cannabis es realizar un procedimiento de la 
modificación inter se (Jelsma, Blickman, Bewley y Walsh, 2019) 
     Esa modificación inter se consiste en la alianza entre dos o más países para modificar un 
tratado generando una regulación en común, un minitratado entre ellos, que no afecta los 
derechos y obligaciones de los demás países, además si algún otro estado quiere acogerse a la 
modificación, puede realizarlo en cualquier momento, se regula en el artículo 41 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 y se fundamenta en el posible 
deseo que puedan tener algunas partes de enmendar los tratados  multilaterales lo cual puede 
llegar a ser un proceso difícil o casi imposible; por lo tanto se da la posibilidad a una pluralidad 
de estados de modificar el tratado generando diferentes obligaciones para ellos con el fin de 
promover la salud y el bienestar de la humanidad, lo cual abriría la posibilidad de comercio 
internacional entre los países que sigan la misma regulación, en este sentido Jelsma, Boister, 
Bewley, Fitzmaurice y Walsh, (2018) han evidenciado la posibilidad de realizar este 
procedimiento frente al tema de drogas, específicamente para la regulación del cannabis y 
eventualmente de otras sustancias como la cocaína. 
     Esto es importante tenerlo en cuenta en la aplicación de una política alternativa que controle 
la marihuana no medica en Colombia, pues podría conllevar a una alianza con mercados como el 
de Holanda, Canadá e incluso Uruguay, generando oportunidades de exportación de la planta y 
mejorando el movimiento económico frente a ese sector; pues incluso la Ministra de Relaciones 
Exteriores de Canadá, Chrystia Freeland, compareció ante el Senado de Canadá para discutir las 
dimensiones internacionales del Proyecto de Ley C-45 y reconociendo que este controvierte 
obligaciones internacionales, puso sobre la mesa la propuesta inter se a lo que el ministro 





identificar soluciones comunes (Walsh y Jelsma, 2018), lo cual beneficia a Colombia de cara a 
una propuesta de regulación alternativa. 
     Para finalizar, Drug Policy Alliance (2016) destaca que la necesidad de modificar la política 
de drogas es tan evidente que cientos5 de  políticos y académicos de todo el mundo, en el año 
2016 firmaron una carta al Secretario General de la ONU, Ban Ki-moon, instándole a que 
prepare el escenario. "Por una reforma real de la política global de control de drogas" pues “La 
humanidad no puede permitirse una política de drogas del siglo XXI tan ineficaz y 
contraproducente como la del siglo pasado”. 
Conclusiones 
     El libre desarrollo de la personalidad en el ordenamiento colombiano es entendido como un 
principio inspirador del ordenamiento jurídico, que no se puede desarrollar por sí mismo, sino 
que requiere de la aplicación integral de todo el sistema de derechos, por lo cual autorizar el 
consumo de psicoactivos en garantía de la autonomía personal, sin otorgar los medios seguros 
para obtener la dosis atenta contra la dignidad humana desde su dimensión de integridad física y 
moral, pues se ve en juego la seguridad de las personas al tener que acudir a la cadena de 
ilegalidad y delincuencia, haciendo que no se cumpla con la plenitud con la que debe aplicarse  
el sistema de derechos, sin embargo hacer caso omiso al reconocimiento del libre desarrollo de la 
personalidad con la imposición de medidas restrictivas y prohibicionistas es claro que genera 
muchos más malestares. 
     Para el ejercicio íntegro del libre desarrollo de la personalidad es necesaria la búsqueda de 
alternativas en las que dentro de un marco de seguridad y dignidad se disminuya 
progresivamente el estigma que pesa sobre los usuarios de cannabis, donde los mismos tengan 
acceso a productos de calidad con la disposición de lugares para la venta y consumo, también 
con ello se impide la incursión del usuario de cannabis en el mercado negro. De esta manera se 
puede reducir la mortalidad y enfermedades debidas al suministro de drogas que no tienen 
control de calidad en el mercado ilegal, pues por el contrario en un régimen legal regulado, las 
drogas vendidas serían de pureza conocida vigilada por el Estado y en la etiqueta del producto 
constaría todo lo pertinente para una compra y un consumo informado. 
                                                 





     Frente a las drogas que actualmente se regulan y son lícitas como el alcohol y el tabaco, y las 
que no se regulan y se consideran ilícitas, no hay en realidad una diferencia empírica para 
determinar que unas se deben permitir y las otras no, pues tanto unas como las otras generan 
riesgos en la salud. Por ejemplo, la hoja de coca o la marihuana tienen firmes controles en el 
mundo a pesar de ser menos dañinas que drogas legales como el alcohol y el tabaco, sin 
embargo, constituyen parte de la cultura de muchas comunidades, por lo cual en un futuro es 
pertinente pensar en la regulación de las diversas sustancias y sus materias primas identificando 
sus múltiples usos ya sean industriales, culturales, medicinales o recreativos.  
     Colombia ha sido un país prohibicionista con respecto a la óptica de drogas por su contexto 
violento, aun así, se ha visto la necesidad de implementar nuevas normas que permiten el 
desarrollo individual de las personas como la posibilidad de tener su dosis de consumo e incluso 
de abastecimiento sin el miedo a ser penalizado, sin embargo, el camino que queda para llegar a 
una verdadera garantía con respecto a la protección los derechos humanos es largo. Por eso el 
Estado debe tomar en consideración las obligaciones estipuladas en los tratados internacionales 
sobre drogas ratificados para su cumplimiento pero sin llegar a contrariar o vulnerar derechos 
fundamentales de toda la sociedad en general, con esto también debe dejar claro que el usuario 
de drogas no debe ser tomado ni tratado como un delincuente ni como un enfermo, sino que este 
debe ser considerado simplemente como un titular de derechos que como cualquier otra persona, 
bajo ciertas circunstancias puede generar una dependencia, o puede enfermarse, o puede generar 
daño a terceros, caso en el cual el Estado debe actuar, no obstante la mayor parte son 
consumidores no problemáticos y ahí es cuando el Estado debe actuar por medio de políticas 
públicas de educación e información para evitar hábitos de consumo que lleven al uso 
problemático. 
     Es imperativo que desde distintos sectores se tomen alternativas para el manejo que se le 
pueden dar a estar problemáticas por el impacto social que acarrean, incluso desde la producción 
de dichas sustancias, tomando en cuenta que en lo referente al cultivo las más afectadas son 
comunidades que no se lucran del negocio del narcotráfico, pero que por el contrario sí salen 
perjudicadas por la violencia en sus territorios y en general por muchas políticas de Estado como  
las aspersiones aéreas que les generan problemas sanitarios, por esto se deben plantear otras 
opciones menos nocivas, más efectivas y que no generen repercusiones indeseables para el 





indígenas. Razón por la que también debe acabarse con la persecución  de pequeños cultivadores, 
ya que con ello no se combate de manera eficaz y global el fenómeno; por el contrario, se debe 
buscar la oportunidad de crear programas dirigidos a la superación de la dependencia económica 
de la ilicitud y la transformación a economías licitas vigiladas por el Estado; para lograr que las 
comunidades adquieran un compromiso con el cumplimiento de la ley un factor determinante es 
la confianza en la presencia permanente de la fuerza pública y la seguridad. 
     Dentro de un marco normativo más amplio enfocado hacia la regulación selectiva de 
sustancias psicoactivas, se demostró que la legislación de una política de drogas progresista 
puede dar resultado eficaz en contra del narcotráfico generando ganancias para el estado con las 
cuales se invierte en programas de educación y prevención a los más vulnerables. Es importante 
concientizar frente al hecho que regular no significa legalizar abiertamente y dejar a su suerte la 
cadena comercial de cultivo y venta del cannabis, por el contrario lo que se busca es llegar a un 
control de la producción y así mismo del consumo con recursos suficientes para la inversión en 
programas de prevención y tratamiento. 
     Para lograr una normatividad integral no se deben descuidar los programas de prevención y 
tratamiento con enfoque de reducción de daños para disminuir los efectos negativos del uso de 
drogas con el mejoramiento de la calidad de vida, con educación e información para evitar 
prácticas y hábitos de consumo riesgosos, y para asegurar la toma de decisiones informada de 
acuerdo a la autonomía personal de cada quien. En este sentido la mejor manera de ayudar al 
sostenimiento de la salud pública es mediante un conjunto de políticas orientadas a las 
condiciones de vida, bienestar y desarrollo, con vigilancia permanente del estado en las 
actividades que pueden generar malestar a la comunidad, por lo que se debe enfocar en un 
sistema de tolerancia con condiciones muy claras. 
     Es importante realizar la regulación de la producción, distribución y posterior venta de las 
drogas, con la creación de impuestos que una vez pagados a la Nación se puedan invertir en 
mejoramiento de las condiciones sociales con programas en salud pública y campañas de 
prevención que alerten sobre los efectos negativos del uso de drogas, además de planta física, 
equipos y personal dedicado a asegurar la efectividad de los programas de rehabilitación. 
Además es importante que se tenga en cuenta que no todos los consumos son problemáticos, y 





la población en general se debe tratar mediante la educación y de prevención frente a hábitos de 
consumo riesgosos para la salud de quien los practica. 
     Con todo ello, es de vital importancia que se busque desplazar por completo al narco y micro 
tráfico, por lo que el Estado debe buscar la manera de otorgar garantías a las comunidades 
cultivadoras en el entendido de priorizarlas para el acceso al cultivo legal y la no imposición de 
tarifas e impuestos costosos; y así mismo debe tratar de realizar un control para que la venta de 
cannabis en sitios autorizados sea competitiva en cuanto a precios con el mercado negro para que 
los consumidores prefieran acudir a medios legales. 
     Es así que se presenta una opción ya practicada en otros países como alternativa a la guerra 
contra las drogas, cabe resaltar que una política reguladora de marihuana puede no acabar con los 
problemas de raíz y completamente, pues los efectos de la prohibición, son dificultades 
estructurales que se han construido con el tiempo; no obstante es demostrado que propuestas 
alternativas como las aquí presentadas pueden generar cambios en pro de la sociedad, de los 
derechos humanos y de las comunidades pobres y vulnerables, es por eso que frente al tema no 
se puede hablar del mejoramiento de condiciones para un sector poblacional específico, como el 
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Anexo: Desarrollo de línea Jurisprudencial como Diagnóstico de Investigación 
Línea jurisprudencial sobre la garantía integral al libre desarrollo de la personalidad en 
materia de consumo y porte de psicoactivos. 
Realizado por: Ángela Marcela Martin Bedoya. 
¿El principio de libre desarrollo de la personalidad se garantiza íntegramente en 
condiciones dignas frente al porte y consumo de drogas? 
No, pues a pesar que 
en reconocimiento del 
libre desarrollo de la 
personalidad, bajo 
ciertas condiciones  se 
permite el porte y 
consumo de drogas 
(como en lugares 
privados), este derecho 
no es absoluto y admite 
restricciones, además se 
garantiza de manera 
independiente sin 
atender al ámbito donde 
la dignidad se traduce en 
integridad, pues se deja 
al consumidor frente a la 
delincuencia como 
método para acceder a su 
dosis de consumo 
permitida poniendo en 
peligro esa integridad 
que se debe proteger. 
 




Si, pues el consumir 
drogas se toma como una 
expresión del libre 
desarrollo de la 
personalidad donde  
siempre que no afecte a 
terceros debe ir 
acompañado del 
cumplimiento de todo el 
sistema de derechos con 
la dignidad, no solo 
entendida desde el ámbito 
de la autonomía, sino 
también desde el ámbito 
de la integridad física y 
moral, por lo cual el 
Estado debe prestar las 
condiciones para que los 
ciudadanos actúen de 
acuerdo  su autonomía 




En la intención de identificar y estudiar la posición de la Corte Constitucional frente al 





distintos pronunciamientos constitucionales, donde se encontraron diversas providencias que 
desarrollaron el tema.  
El último pronunciamiento que fija el punto arquimédico que se ha efectuado hasta el 
momento sobre el derecho a la autonomía y el libre desarrollo de la personalidad relacionados 
con el porte y consumo de estupefacientes, fue el proferido por medio de la Sentencia C-253 de 
junio de 2019, a partir de la cual se plantea el siguiente nicho citacional: 
 
Con base en el Nicho anteriormente graficado, se encuentra que hay cinco pronunciamientos 
que enmarcan el sentir de la Corte Constitucional frente a la protección del libre desarrollo de la 
personalidad y autonomía con respecto al porte y consumo de sustancias psicoactivas. Con esto 
se ubica la Sentencia fundacional C-221 del 5 de mayo de 1994, la primera en tratar el tema y 
sobre la  que se funda el desarrollo jurisprudencial del problema jurídico planteado. 
A continuación se graficará el balance de los pronunciamientos en el cuadro para determinar 
qué posición ha predominado en la  Corte Constitucional y sobre eso como se ha comportado el 







¿El principio de libre desarrollo de la personalidad se garantiza íntegramente en 
condiciones dignas frente al porte y consumo de drogas? 
No, pues a pesar que 
en reconocimiento del 
libre desarrollo de la 
personalidad, bajo 
ciertas condiciones  se 
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consumo de drogas 
(como en lugares 
privados), este derecho 
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independiente sin 
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Si, pues el consumir 
drogas se toma como una 
expresión del libre 
desarrollo de la 
personalidad donde  
siempre que no afecte a 
terceros debe ir 
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Determinación de obiter dicta, ratio decidendi y decisum 
 
1. Sentencia C-221/1994 
 
- Obiter Dicta 
Se presenta una acción pública de inconstitucionalidad, en la cual se solicita a la Corte que 
declare inexequibles el literal j) del artículo 2o. y el artículo 51 de la ley 30 de 1986 que se 
refieren a la determinación legal y de las cantidades para dosis personal donde se establece: 
“marihuana que no exceda de veinte (20) gramos; la de marihuana hachís la que no exceda de 
cinco (5) gramos; de cocaína o cualquier sustancia a base de cocaína la que no exceda de un (1) 
gramo, y de metacualona la que no exceda de dos (2) gramos”, siempre que este no tenga como 
fin la venta o distribución; y también se refieren al trato que se debe  dar a quien lleve consigo 
estas cantidades, imponiendo penas de arresto o sanciones económicas, e incluso tratamiento de 
rehabilitación forzosa. 
El actor señala que con estas normas se violan el art. 366 de la Constitución puesto que el 
estado no puede asegurar que un enfermo se va a recuperar, y en ese sentido tampoco puede 
prohibirle la sustancia que la persona quiere ingerir y que le causa alivio  su malestar. Además de 
esto se vulneran los artículos 5, 28, 29, 34 y 49 constitucionales, pues los toxicómanos deben 
tratarse como enfermos y con ello el estado no puede imponer sanciones por sufrir un 
padecimiento. También el accionante considera la violación de “los artículos 28 y 95 numeral 1° 
de la Carta, pues no se puede penar a quienes simplemente consumen estupefacientes, porque 
con su conducta no perjudican a persona diferente a ellos mismos.". De igual manera esta 
imposición de sanciones, el accionante considera que afecta el derecho a la igualdad pues se da 
un trato diferente que al nicotinómano y al alcohólico a quienes se les da un estatus de “adictos 
socialmente aceptados”. 
En el trámite de esta acción pública de inconstitucionalidad se pronunciaron el Ministerio de 
Justicia y la Fiscalía, quienes solicitaron la exequibilidad de todo el apartado normativo.  





Página 12: “… el legislador puede prescribirme la forma en que debo comportarme con otros, 
pero no la forma en que debo comportarme conmigo mismo, en la medida en que mi conducta no 
interfiere con la órbita de acción de nadie.” 
Página 17: “Ni siquiera bajo la vigencia de la Constitución anterior, menos pródiga y 
celosa de la protección de los derechos fundamentales de la persona, se consideraba que el 
Estado fuera el dueño de la vida de cada uno y, en armonía con ella, el Decreto 100 de 1980 
(Código Penal) no consideraba la tentativa de suicidio como conducta delictual; mucho 
menos podría hacerse ahora esa consideración. Si yo soy dueño de mi vida, a fortiori soy libre 
de cuidar o no de mi salud cuyo deterioro lleva a la muerte que, lícitamente, yo puedo 
infligirme.” 
Página 18. “Téngase en cuenta que en esa norma [refiriéndose al art. 16 constitucional] se 
consagra la libertad "in nuce", porque cualquier tipo de libertad se reduce finalmente a ella. Es el 
reconocimiento de la persona como autónoma en tanto que digna (artículo 1o. de la C.P.), es 
decir, un fin en sí misma y no un medio para un fin, con capacidad plena de decidir sobre sus 
propios actos y, ante todo, sobre su propio destino. La primera consecuencia que se deriva de la 
autonomía, consiste en que es la propia persona (y no nadie por ella) quien debe darle sentido a 
su existencia y, en armonía con él, un rumbo.  Si a la persona se le reconoce esa autonomía, no 
puede limitársela sino  en la medida en que entra en conflicto con la autonomía ajena.” 
Página 19: “El considerar a la persona como autónoma tiene sus consecuencias inevitables 
e inexorables, y la primera y más importante de todas consiste en que los asuntos que sólo a 
la persona atañen, sólo por ella deben ser decididos. Decidir por ella es arrebatarle 
brutalmente su condición ética, reducirla a la condición de objeto, cosificarla, convertirla en 
medio para los fines que por fuera de ella se eligen.” 
Página 19: “Cuando el Estado resuelve reconocer la autonomía de la persona, lo que ha 
decidido, ni más ni menos, es constatar el ámbito que le corresponde como sujeto ético: dejarla 
que decida sobre lo más radicalmente humano, sobre lo bueno y lo malo, sobre el sentido de su 
existencia.” 
Página 20: “En otros términos: que las personas sean libres y autónomas para elegir su forma 





en una sociedad personalista, como la que ha pretendido configurar la Carta Política que hoy nos 
rige” 
Página 20: “Se trata de que cada persona elija su forma de vida responsablemente, y para 
lograr ese objetivo, es preciso remover el obstáculo mayor y definitivo: la ignorancia” 
Página 21: “No puede, pues, un Estado respetuoso de la dignidad humana, de la autonomía 
personal y el libre desarrollo de la personalidad, escamotear su obligación irrenunciable de 
educar, y sustituir a ella la represión como forma de controlar el consumo de sustancias que se 
juzgan nocivas para la persona individualmente considerada y, eventualmente, para la 
comunidad a la que necesariamente se halla integrada.” 
Página 22: “Que una persona que no ha cometido ninguna infracción penal -como lo establece 
el mismo artículo- sea obligada a recibir tratamiento médico contra una "enfermedad" de la que 
no quiere curarse, es abiertamente atentatorio de la libertad y de la autonomía consagradas en el 
artículo 16, como "libre desarrollo de la personalidad"… Cada quien es libre de elegir (dentro de 
nuestro ordenamiento) qué enfermedades se trata y si es o no el caso de recuperar la "salud", tal 
como se concibe de acuerdo con el criterio oficial.” 
Página 23: “En ese mismo orden de ideas puede el legislador válidamente, sin vulnerar el 
núcleo esencial de los derechos a la igualdad y a la libertad, desconocidos por las disposiciones 
que serán retiradas del ordenamiento, regular las circunstancias de lugar, de edad, de ejercicio 
temporal de actividades, y otras análogas, dentro de las cuales el consumo de droga resulte 
inadecuado o socialmente nocivo, como sucede en la actualidad con el alcohol y el tabaco.” 
- Decisum 
“PRIMERO: Declarar EXEQUIBLE el literal j) del artículo 2o. de la ley 30 de 1986.” 
“SEGUNDO: Declarar INEXEQUIBLES los artículos  51 Y 87 de la ley 30 de 1986.” 
 
2. Sentencia C- 252/2003  
 





 Se demanda la inconstitucionalidad de los artículos 48, numeral 48, y 51, inciso 3°, de la Ley 
734 de 2002 o Código disciplinario Único, esta normatividad impone como falta gravísima 
“Consumir, en el sitio de trabajo o en lugares públicos, sustancias prohibidas que produzcan 
dependencia física o psíquica, asistir al trabajo en tres o más ocasiones en estado de embriaguez 
o bajo el efecto de estupefacientes.” Y también indica que en caso de reiteración de esos hechos 
puede iniciarse una actuación disciplinaria formal.  
Estas normas son demandadas puesto que según la demandante se vulnera el Preámbulo y los 
artículos 1, 2, 5, 6, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 24 y 29 de la carta constitucional puesto que se 
menoscaba los derechos  al libre desarrollo personal y a la intimidad pues son sancionables las 
conductas señaladas incluso cuando se realicen en lugares diferentes al de las labores siendo 
imposible que se afecte la prestación del servicio ni la función publica. Además esta norma no 
impone un límite temporal lo cual controvierte el principio de legalidad pues se tipifica una falta 
indeterminada afectando incluso la dignidad. 
En consecuencia los cargos contra la norma indican que esta “desconoce múltiples 
disposiciones constitucionales referidas al libre desarrollo de la personalidad, al derecho a la 
intimidad, al principio de legalidad y a los principios de Estado social de derecho, dignidad 
humana y non bis in ídem.” Por su parte la Auditoría General de la Nación y la Procuraduría 
General de la Nación, intervienen para solicitar la exequibilidad de la norma, excepto frente a las 
expresiones  “en lugares públicos”  y  “estupefacientes” que para estas entidades deben estar 
condicionados en el entendido que debe aplicarse a “servidores de imagen pública reconocida 
socialmente o de altos dignatarios estatales.” 
 
- Ratio Decidendi: 
Fundamento de la decisión #2: “Asumir a la persona humana como un ser racional y libre 
plantea el difícil reto de formarla y educarla con el más alto  sentido de responsabilidad pues sólo 
así, cuando llegue el momento de tomar sus propias decisiones, será capaz de elegir sus propias 
opciones vitales y de hacerlo teniendo en cuenta su valía como persona pero también 





Fundamento de la decisión #2: “En tal contexto, si al delinear los cimientos de la organización 
política se ha  optado por una cláusula general de libertad como fundamento, no hay alternativa 
diferente a la de reconocerle a la persona humana la facultad de desplegar libremente su 
personalidad sin más limitaciones que las impuestas por el reconocimiento de los demás como 
seres dignos y, en consecuencia, libres.  De allí que la cláusula general de libertad se conciba de 
tal manera que promueva un punto de equilibrio entre el despliegue de las propias 
potencialidades de cada ser humano y el reconocimiento de los espacios necesarios para la 
realización de las demás personas como seres titulares de los mismos atributos.  Por ello, de la 
misma manera como esa cláusula afinca una concepción del hombre como un ser racional, capaz 
de desplegar su propia libertad, afirma también el espacio que a cada quien le está vedado 
invadir pues sólo sobre la base de esos recíprocos ámbitos de no interferencia y de mutuo 
respecto es posible fomentar la convivencia pacífica.” 
Fundamento de la decisión #3: “Es decir, el Estado está compelido a ejercer su poder de 
manera armónica con la cláusula general de libertad o, lo que es lo mismo, sin desconocer el 
efecto vinculante de la Carta Política como conjunto armónico de principios para la regulación 
de la vida social.” 
- Decisum 
“Primero: Declarar EXEQUIBLE el artículo 48, numeral 48, de la Ley 734 de 2002 en el 
entendido que la expresión  “en lugares públicos”, contenida en el inciso primero, es 
EXEQUIBLE en cuanto la conducta descrita afecte el ejercicio de la función pública.” 
“SEGUNDO.  En relación con la demanda interpuesta contra el inciso tercero del artículo 51 
de la Ley 734 de 2002, ESTÉSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-1076-02.” 
 
3. Sentencia C-574/2011 
 
- Obiter Dicta 
Se presentó una demanda de inconstitucionalidad contra la expresión mediante la que  Acto 





consumo de estupefacientes, salvo prescripción médica”, esto ya que el demandante indica que el 
Congreso se ha extralimitado en sus funciones con lo que vulneró la autonomía personal que 
como una de las tres variantes esenciales de la dignidad no se puede menoscabar, por lo cual 
indicó que con esto se sustituye un elemento irradiador de la constitución para lo cual no está 
facultado el legislativo. 
La dignidad humana entendida como la “razón de ser, principio y fin último de la 
organización estatal”, se identifica en el “artículo 1 (dignidad humana), el artículo 5 (primacía de 
los derechos inalienables de la persona),el artículo 6 (responsabilidad limitada de los 
particulares), el artículo 7 (diversidad de la Nación colombiana), el artículo 12 (prohibición de 
tratos crueles, inhumanos o degradantes), el articulo 13 (principio de igualdad),el artículo 15 
(intimidad personal), el artículo 16 (libre desarrollo de la personalidad), el artículo 18 (libertad 
de conciencia) y el artículo 19 (libertad de cultos).” El hecho de ser la dignidad un elemento 
fundante del estado que subyace a todo el orden jurídico, hace que su vulneración quiebre el 
sistema constitucional. 
Los demandantes creen que esta reforma permite “convertir el consumo como contravención 
policiva, y explican que un nuevo proyecto de ley denominado de “seguridad ciudadana” incluye 
la criminalización del consumo amparado bajo el Acto Legislativo 02 de 2009” , abriendo la 
posibilidad de que con la prohibición se abra paso a la criminalización. 
- Ratio Decidendi 
Consideraciones # 5.2.9: “Teniendo en cuenta la interpretación sistemática del inciso sexto 
con el resto del artículo 49 de la C.P. se desprenden varias conclusiones: i.    Que la prohibición 
del porte y consumo de estupefacientes y sustancias sicotrópicas para el sometimiento a medidas 
administrativas de orden pedagógico, profiláctico, terapéutico con el consentimiento informado 
del adicto, se correspondería con el deber de procurar el cuidado integral de la salud de la 
persona y de la comunidad, contenido en el inciso quinto del artículo. ii.    Que no solamente se 
establecen las medidas pedagógicas, administrativas y terapéuticas para el adicto que consienta 
de forma informada someterse a dichas medidas y tratamientos, sino que el Estado dedicará 
especial atención al enfermo dependiente o adicto y a su familia, con el desarrollo permanente de 





recuperación de los adictos. iii.    Por último, que el sometimiento a las medidas y tratamientos 
para los adictos y dependientes que porten y consuman sustancias estupefacientes y sicotrópicas, 
y que consientan de manera informada someterse a las medidas y tratamientos de orden 
pedagógico, profiláctico o terapéutico, deberá proveerse por parte del Estado o por los 
particulares o por parte del sistema de salud de acuerdo a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad.” 
 
Consideraciones #5.1.23: “mediante la Sentencia C-221 de 1994, la Corte Constitucional 
despenalizó el consumo de la dosis personal al declarar inexequible los artículos 51 y 87 de la 
Ley 30 de 1986, por considerar que el comportamiento que no trasciende de la órbita del 
consumidor está vedado para el ordenamiento jurídico porque hace parte de la libre 
determinación, dignidad y autonomía de la persona, y precisó que sí puede ser reprochable el 
consumo cuando se afecten la libertad y los derechos ajenos”.  
 
Consideraciones #5.1.25: “Igualmente explicó que en la Sentencia C-221 de 1994  se indicó 
que la forma de combatir el consumo de drogas es la educación, que no puede sustituirse por la 
represión. Posteriormente manifestó que la prohibición cercena el contenido atribuible en un 
Estado Social de Derecho, en especial el derecho a la autonomía personal, a la dignidad humana 
y al libre desarrollo de la personalidad. Por lo tanto señala que es necesario desarrollar políticas 
que prevengan y ataquen el consumo sin que se incurra en incongruencias con la Carta 
Fundamental.” 
 
Consideraciones #5.1.41: “… una persona que no ha cometido ninguna infracción penal -
como lo establece el mismo artículo- sea obligada a recibir tratamiento médico contra una 
‘enfermedad’ de la que no quiere curarse, es abiertamente atentatorio de la libertad y de la 
autonomía consagradas en el artículo 16, como ‘libre desarrollo de la personalidad’. Resulta 
pertinente, en este punto, remitir a las consideraciones hechas atrás acerca del internamiento en 
establecimiento psiquiátrico o similar, considerado, bien bajo la perspectiva del tratamiento 
médico, bien bajo la perspectiva de la pena. Si se adopta la primera, la norma resulta 
inconstitucional por violentar la voluntad del destinatario mediante la subrogación de su 





de nuestro ordenamiento) qué enfermedades se trata y si es o no el caso de recuperar la "salud", 
tal como se concibe de acuerdo con el criterio oficial. Si se adopta la segunda, la evidencia de 
inconstitucionalidad es aún mayor, pues no sólo es inconcebible sino monstruoso y contrario a 
los más elementales principios de un derecho civilizado, que a una persona se le sancione sin 
haber infringido norma alguna, o se le compela a recibir un tratamiento médico que no desea.” 
 
Consideraciones #5.2.10: “5.2.10. “En cuanto a la interpretación del inciso sexto del artículo 
49, con el resto de la Constitución, se tiene que tener en cuenta que dicho apartado, que está 
inserto en el derecho a la salud, se debería corresponder con un concepto amplio de dignidad que 
implique la autodeterminación (artículo 1), con el derecho a la vida y con el deber del Estado de 
protegerla (art. 11 e inciso segundo del artículo 2º), con la prevalencia de los derechos de los 
niños sobre los derechos de los demás (inciso tercero del artículo 44), con la protección y la 
formación integral del adolescente (artículo 45), con la obligación de adelantar una política de 
previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos a 
quienes se les prestará la atención especializada que requieran (art. 47); con el mismo derecho a 
la salud y saneamiento ambiental (art. 49) y con el numeral primero de los deberes del artículo 
95 que establece que toda persona tiene el deber de “Respetar los derechos ajenos y no abusar de 
los propios”.  
 
Consideraciones #5.4.15:  “Teniendo en cuenta lo anterior se puede concluir nuevamente que 
desde una interpretación literal del apartado demandado, hay lugar a inferir que la prohibición del 
porte y consumo de sustancias estupefacientes y sicotrópicas, salvo prescripción médica, que en 
un principio parece como absoluto, podría estar limitado ya que se establece que éstas medidas 
de índole administrativo se establecerán solamente con fines preventivos y rehabilitadores de 
orden pedagógico, profiláctico o terapéutico para las personas que consuman dichas sustancias y 
que el sometimiento a esas medidas y tratamientos requiere el consentimiento informado del 
adicto, circunstancia que atenuaría la prohibición sin limitaciones del porte y consumo de estas 







“Declararse INHIBIDA para resolver sobre la demanda presentada en contra de las 
expresiones “El porte y el consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas está prohibido, 
salvo prescripción médica”, contenido en el Acto Legislativo 02 de 2009.” 
4. Sentencia C-491/2012 
 
- Obiter Dicta 
Se demanda la inconstitucionalidad de la expresión “lleve consigo” del artículo 11 de la Ley 
1453 de 2011, este reformó del código penal la tipicidad del delito de “Tráfico, fabricación o 
porte de estupefacientes” pues eliminó del texto la salvedad que se hacía respecto de la dosis 
para uso personal, con lo que el accionante entendió que se estaba imponiendo penal privativa de 
la libertad en todos los eventos en los cuales los verbos rectores señalados en la norma se 
hicieran con relación a cualquier cantidad de droga por mínima que sea. Manifiesta que esto iría 
en contra de “los artículos 1, 2, 5, 13 y 16  de la Constitución, normas que ubican a la persona 
humana como eje central del estado social y democrático de derecho”. 
Además afirma que “de la racionalidad que caracteriza a la dignidad humana hacen parte el 
principio de autonomía y el libre desarrollo de la personalidad, según los cuales el ser humano 
puede escoger sus comportamientos y opciones de vida, si pertenecen a su fuero particular y con 
ello no se interfiere la órbita de los demás. Una persona, como lo reconocen psicólogos, filósofos 
y juristas tiene tres tipos de vida: la vida íntima, la vida privada y la vida de relación. Mientras 
esta puede, e incluso debe ser regulada por el Estado, en las otras dos hay una barrera interior y 
familiar, ya que la intervención estatal apareja el riesgo de violar los derechos en cuya defensa se 
ha comprometido.” En este sentido, con la nueva norma se califica a consumidores como 
delincuentes sin observar sus condiciones personales pues  “una cosa es portar y consumir esa 
dosis y otra, diferente, incurrir en un delito y convertirse en delincuente”. 
Frente a los cargos de inconstitucionalidad el “Procurador General de la Nación solicita la 
exequibilidad del aparte normativo acusado, toda vez que su expulsión del orden jurídico 
conduciría a la impunidad del porte de cualquiera de las sustancias a las que refiere la norma, y sin 
consideración a la cantidad. La mayoría de los intervinientes, opinan que el porte de 





en el precepto que se examina, a pesar de la prohibición introducida por el A.L. 02 de 2009 en el 
sentido que “el porte y consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas está prohibido, salvo 
prescripción médica”. Este entendimiento del problema lo fundamentan en la vigencia del literal j) 
del artículo 2° de la Ley 30 de 1986, en la decisión contenida en la sentencia C-221 de 1994, así 
como en la jurisprudencia que sobre la materia ha desarrollado la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia.” 
- Ratio Decidendi 
Fundamento de la decisión #10: “Es el reconocimiento de la persona como autónoma en tanto 
que digna (artículo 1o. de la C.P.), es decir, un fin en sí misma y no un medio para un fin, con 
capacidad plena de decidir sobre sus propios actos y, ante todo, sobre su propio destino. La 
primera consecuencia que se deriva de la autonomía, consiste en que es la propia persona (y no 
nadie por ella) quien debe darle sentido a su existencia y, en armonía con él, un rumbo.  Si a la 
persona se le reconoce esa autonomía, no puede limitársela sino  en la medida en que entra en 
conflicto con la autonomía ajena” 
“El considerar a la persona como autónoma tiene sus consecuencias inevitables e inexorables, 
y la primera y más importante de todas consiste en que los asuntos que sólo a la persona atañen, 
sólo por ella deben ser decididos. Decidir por ella es arrebatarle brutalmente su condición ética, 
reducirla a la condición de objeto, cosificarla, convertirla en medio para los fines que por fuera de 
ella se eligen” 
“Cuando el Estado resuelve reconocer la autonomía de la persona, lo que ha decidido, ni más 
ni menos, es constatar el ámbito que le corresponde como sujeto ético: dejarla que decida sobre 
lo más radicalmente humano, sobre lo bueno y lo malo, sobre el sentido de su existencia. Si la 
persona resuelve, por ejemplo, dedicar su vida a la gratificación hedonista, no injerir en esa 
decisión mientras esa forma de vida, en concreto, no en abstracto, no se traduzca en daño para 
otro. Podemos no compartir ese ideal de vida, puede no compartirlo el gobernante, pero eso no lo 
hace ilegítimo. Son las consecuencias que se siguen de asumir la libertad como principio rector 





“Si el derecho al libre desarrollo de la personalidad tiene algún sentido dentro de nuestro 
sistema, es preciso concluir que, por las razones anotadas, las normas que hacen del consumo de 
droga un delito, son claramente inconstitucionales”. 
Fundamento de la decisión #14: “En cuanto a la interpretación del inciso sexto del artículo 49, 
con el resto de la Constitución, se tiene que tener en cuenta que dicho apartado, que está inserto 
en el derecho a la salud, se debería corresponder con un concepto amplio de dignidad que 
implique la autodeterminación (artículo 1), con el derecho a la vida y con el deber del Estado de 
protegerla (art. 11 e inciso segundo del artículo 2º), con la prevalencia de los derechos de los 
niños sobre los derechos de los demás (inciso tercero del artículo 44), con la protección y la 
formación integral del adolescente (artículo 45), con la obligación de adelantar una política de 
previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos a 
quienes se les prestará la atención especializada que requieran (art. 47); con el mismo derecho a 
la salud y saneamiento ambiental (art. 49) y con el numeral primero de los deberes del artículo 
95 que establece que toda persona tiene el deber de “Respetar los derechos ajenos y no abusar de 
los propios” 
Fundamentos de la decisión #19.3: “Es decir que de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia, los límites de ilicitud penal en lo que a porte, tráfico o fabricación de 
estupefacientes se refiere, se definen así: “cuando se trata de cantidades de drogas ilegales, 
comprendidas inclusive dentro del concepto de la dosis personal, destinadas no al propio 
consumo sino a la comercialización o, por qué no, a la distribución gratuita, la conducta será 
antijurídica pues afecta los bienes que el tipo penal protege; lo que no acontece cuando la 
sustancia (atendiendo obviamente cantidades insignificantes o no desproporcionadas), está 
destinada exclusivamente al consumo propio de la persona, adicta o sin problemas de 
dependencia, evento en el que no existe tal incidencia sobre las categorías jurídicas que el 
legislador pretende proteger” 
 
Fundamentos de la decisión #20: “A pesar de la reforma constitucional a través del Acto 
Legislativo 02 de 2009 y de la modificación del artículo 376 del Código Penal mediante el 
artículo 11 de la Ley de Seguridad Ciudadana, es posible tener por impunes las conductas de los 





2º de la Ley 30 de 1986, o en cantidades ligeramente superiores a esos topes, esto último de 
acuerdo con el desarrollo de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia sobre el 
tema” 
“Lo anterior, en razón al respeto al derecho al libre desarrollo de la personalidad, y a la 
ausencia de lesividad de conductas de porte de estupefacientes encaminadas al consumo del 
adicto dentro de los límites de la dosis personal, pues éstas no trascienden a la afectación, 
siquiera abstracta, del bien jurídico de la salud pública, el cual es el que principalmente protege 
el tipo penal descrito en el artículo 376 del Código Penal.” 
 
Fundamento de la decisión #26: “A pesar de la reforma constitucional a través del Acto 
Legislativo 02 de 2009 y de la modificación del artículo 376 del Código Penal mediante el 
artículo 11 de la Ley de Seguridad Ciudadana, es posible tener por impunes las conductas de los 
individuos dirigidas al consumo de estupefacientes en las dosis fijadas en el literal j) del artículo 
2º de la Ley 30 de 1986, o en cantidades ligeramente superiores a esos topes, esto último de 
acuerdo con el desarrollo de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia sobre el 
tema.”   
“Lo anterior, en razón al respeto al derecho al libre desarrollo de la personalidad, y a la 
ausencia de lesividad de conductas de porte de estupefacientes encaminadas al consumo del 
adicto dentro de los límites de la dosis personal, pues éstas no trascienden a la afectación, 
siquiera abstracta, del bien jurídico de la salud pública, el cual es el que principalmente protege 
el tipo penal descrito en el artículo 376 del Código Penal” 
- Decisum 
RESUELVE: Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el artículo 376 de la Ley 
599 de 2000, tal como fue modificado por el artículo 11 de la Ley 1453 de 2011, en el 
entendido de que no incluye la penalización del porte o conservación de dosis, 
exclusivamente destinada al consumo personal, de sustancia estupefaciente, sicotrópica o 
droga sintética, a  las que se refiere el precepto acusado. 
5. Sentencia C-253/2019 
 





     Se presentó acción pública de inconstitucionalidad contra unos apartes de los Artículos 33 y 
140 de la Ley 1801 de 2016 (Código Nacional de Policía y Convivencia) pues estas prohíben e 
imponen multas a quienes consuman sustancias psicoactivas, incluido el alcohol, en espacios 
públicos con fundamento en la protección a la tranquilidad y relaciones respetuosas y al cuidado 
e integridad del espacio público. Los accionantes demandaron pues consideran que “las normas 
desconocen  los derechos al libre desarrollo de la personalidad, a la expresión y al acceso al 
espacio público en los siguientes términos: “El cargo principal de la demanda consiste en que 
hay una vulneración de los derechos constitucionales previstos en la Constitución Nacional en 
los artículos 16, que prevé en libre desarrollo de la personalidad, 20 que contempla derecho 
fundamental a la libertad de expresión y 82 que dispone el derecho colectivo al uso común del 
espacio público.  ||  En este sentido demostraremos que el literal y numeral demandados de los 
artículos 33 y 140 de la Ley 1801 de 2016, contrarían el alcance y contenido de los artículos 16, 
20 y 82 de la Constitución. Para concluir lo anterior acudiremos a los estándares sobre el alcance 
y contenido de los derechos humanos fijados por la Corte Constitucional, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos y los criterios hermenéuticos de las observaciones emitidas en el contexto 
del Sistema Universal de Derechos Humanos.” 
     Con fundamento en lo anterior solicitan “la constitucionalidad en forma condicionada de la 
prohibición del consumo de alcohol en el espacio público, en tanto se entienda que dicha 
prohibición se limita o reduce a los espacios públicos previstos para el esparcimiento de niños, 
niñas y adolescentes en parques infantiles.” De forma similar, solicitan los accionantes que se 
declare “la constitucionalidad en forma condicionada de la prohibición del consumo de 
sustancias psicoactivas en el espacio público, en tanto se entienda que la prohibición se limita o 
reduce a los espacios públicos previstos para el esparcimiento de niños, niñas y adolescentes en 
parques infantiles”. 
     Así esto la Corte basa su decisión en el análisis de la violación de estas dos normas al libre 
desarrollo de la personalidad, teniendo en cuenta el objetivo dela normatividad  que está dirigida 
a la convivencia. En su intervención, “la Presidencia de la República solicitó a la Corte que se 
declarara inhibida para pronunciarse de fondo, por considerar que la demanda no reúne los 
requisitos mínimos de procedibilidad”. Concretamente, sostiene que “la demanda adolece de 





- Ratio Decidendi 
Consideraciones y fundamentos #4.1.1: “Los problemas jurídicos que plantea la acción de 
inconstitucionalidad de la referencia son una muestra de las tensiones que actualmente enfrentan 
los países que hacen parte de la comunidad internacional, al tener que aplicar las cartas de 
derechos humanos y su posibilidad de vivir en dignidad, por una parte, y, por otra, tener que 
aplicar los convenios internacionales para combatir el consumo de drogas y el crimen 
organizado. En efecto, la primera de las obligaciones, el respeto de los derechos, muchas veces 
se ve afectada o amenazada por el cumplimiento de la segunda obligación, que supone el diseño 
e implementación de políticas públicas de carácter represivo y restrictivo. Y al contrario, la lucha 
contra las drogas y el delito, se ve afectada por la necesidad de respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos.” 
Consideraciones y fundamentos #4.1.3: “La respuesta a este dilema, por tanto, no es elegir 
una de las dos obligaciones; la respuesta es lograr armonizar el cumplimiento de ambas 
obligaciones por parte del Estado. Las dos son importantes, por lo que debe alcanzarse un 
equilibrio en el que se puedan cumplir ambas obligaciones, sobre todo si se tiene en cuenta que 
la política contra las drogas y el delito, como se dijo, busca en últimas el respeto, la protección y 
la garantía de los derechos fundamentales.” 
Consideraciones y fundamentos #4.2.2: “Precisamente por la fundamentalidad que tiene ‘la 
dignidad humana’ en el orden constitucional vigente y, en consecuencia, por estar involucrado en 
todas las disputas constitucionales, se ha reconocido la necesidad de determinar, en el contexto 
de una controversia, cuál es la dimensión de la dignidad que está comprometida en el caso y 
cuáles son los derechos fundamentales específicos que se ven comprometidos. Hay al menos tres 
ámbitos básicos en los cuales la noción de dignidad humana se despliega: (i) la dignidad humana 
como autonomía individual, (ii) la dignidad humana como condiciones de existencia y (iii) la 
dignidad humana como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, la integridad física y la 
integridad moral.” 
Consideraciones y fundamentos #4.2.6: “Teniendo en cuenta que el derecho al libre desarrollo 
de la personalidad es una de las garantías constitucionales básicas del estado social y 





y teniendo en cuenta los derechos fundamentales son inalienables, indivisibles, interdependientes 
y están interrelacionados, pasa la Sala a presentar la jurisprudencia constitucional relevante sobre 
el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Posteriormente, la Sala analizará si las reglas 
legales acusadas son razonables a la luz del orden constitucional, esto es, si tales reglas 
armonizan adecuadamente la protección de los derechos, valores y principios que el Legislador 
quiso proteger con la protección del derecho al libre desarrollo de la personalidad, que también 
debe ser objeto de protección.” 
Consideraciones y fundamentos #5.1: “Una de las primeras decisiones fundacionales del 
constitucionalismo colombiano es la Sentencia C-221 de 1994, en la cual se identificó algunos de 
los principios básicos de la libertad y de la autonomía, justamente a propósito del estudio de una 
norma que criminalizaba el porte de la dosis personal de sustancias psicoactivas. La Corte indicó 
que “el legislador no puede válidamente establecer más limitaciones que aquéllas que estén en 
armonía con el espíritu de la Constitución”; “Téngase en cuenta que en esa norma se consagra la 
libertad ‘in nuce’, porque cualquier tipo de libertad se reduce finalmente a ella. Es el 
reconocimiento de la persona como autónoma en tanto que digna (artículo 1o. de la C.P.), es 
decir, un fin en sí misma y no un medio para un fin, con capacidad plena de decidir sobre sus 
propios actos y, ante todo, sobre su propio destino. La primera consecuencia que se deriva de la 
autonomía, consiste en que es la propia persona (y no nadie por ella) quien debe darle sentido a 
su existencia y, en armonía con él, un rumbo.” 
Consideraciones y fundamentos #5.2: “Casi una década después, la Corte reiteró la decisión a 
propósito del consumo de sustancias psicoactivas por parte de funcionarios. Al estudiar la 
respectiva norma del Código Disciplinario del momento, se decidió que el legislador no viola la 
Constitución al fijar como ‘falta gravísima’ “consumir, en el sitio de trabajo o en lugares 
públicos, sustancias prohibidas que produzcan dependencia física o psíquica, asistir al trabajo en 
tres o más ocasiones en estado de embriaguez o bajo el efecto de estupefacientes”; siempre y 
cuando se entienda que en lugares públicos implica que “la conducta afecte el ejercicio de la 
función pública’. Para la Corte la norma legal, así entendida, no implica una violación de la 
Carta Política, porque no se sancionaría el acto de consumo de bebidas alcohólicas y sustancias 
psicoactivas en sí, sino la interferencia que puede generar con el complimiento de los deberes 





importancia que tiene el principio de la libertad, el libre desarrollo de la personalidad, como 
elemento que estructura una sociedad abierta, incluyente, respetuosa de la diversidad y la 
diferencia. Dijo la Corte en aquella oportunidad” 
“Al optar por la cláusula general de libertad como fundamento de la organización política, de 
manera correlativa se determina el ámbito legítimo de interferencia estatal sobre las personas.  
Esto es así en cuanto la intervención institucionalizada en la vida de los seres humanos deberá 
hacerse sin desconocer la afirmación de la libertad como principio y, por lo tanto, sin 
desvirtuarla como un límite infranqueable.  Desde luego, es posible que el ejercicio del poder se 
extienda de tal manera que se termine por restringir el ámbito de vigencia de esa cláusula de 
libertad pero entonces el aparato estatal estará renegando de sus fundamentos libertarios y 
afirmando su cariz autoritario.  Esta tentación se vence si las instituciones admiten que les está 
permitido convertirse en promotoras de la convivencia social y de la realización de los seres 
humanos pero sin desconocer la dignidad que a ellos les es intrínseca.” 
Consideraciones y fundamentos #5.4.2: “Desde el punto de vista sistemático, la Corte resaltó 
cómo la norma leída en su conjunto no impone sanciones, ni penales, ni contravencionales, sino 
que asegura el acceso a las personas a los tratamientos de salud que se requieran. La norma 
constitucional expresamente advierte que “con fines preventivos y rehabilitadores la ley 
establecerá medidas y tratamientos administrativos de orden pedagógico, profiláctico o 
terapéutico para las personas que consuman dichas sustancias”. Esto es, no se imponen 
sanciones, sino que se asegura que a quienes lo requieren, el acceso a servicios de rehabilitación. 
En cualquier caso, estas medidas, no sancionatorias sino de salud, ‘[requieren] el consentimiento 
informado del adicto’. Esto es, las medidas son impuestas a los consumidores que lo precisan, a 
las personas que son adictas. Y en tal caso, siempre se debe respetar el libre desarrollo de la 
personalidad y la autonomía individual, al tener que contarse con el consentimiento informado de 
la persona. De hecho, la modificación constitucional de 2009, junto a la dosis personal amparada 
constitucionalmente por el libre desarrollo de la personalidad, que no fue modificada, incluyó 
una ‘dosis médica’, en tanto la limitación se impone ‘salvo restricción médica’.” 
Consideraciones y fundamentos #5.6: “Continuando la línea trazada, el siguiente año, en 





la protección del porte y consumo de la dosis personal. Tal decisión del sujeto, que puede no 
compartirse y el Estado legítimamente desestimularla, ha de respetarse profundamente, cuando 
no impacte los derechos de los demás, en tanto es una de las dimensiones de la dignidad de la 
persona en una de sus dimensiones más fundamentales: ser autónomo y libre.” 
Consideraciones y fundamentos #5.9: “Así pues, como lo advierte la Presidencia de la 
República en su intervención, existe un derecho constitucional al libre desarrollo de la 
personalidad que contempla la tenencia, porte y consumo de dosis personales de sustancias 
psicoactivas en el espacio íntimo de la vida de toda persona. La cuestión ha sido por tanto, 
establecer los límites razonables y proporcionados que pueden ser impuestos a este derecho, al 
igual que a otras dimensiones del libre desarrollo de la personalidad” 
Consideraciones y fundamentos #6.1.1: “Como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional 
en varias ocasiones, también resaltadas por las intervenciones, los derechos fundamentales en un 
estado social y democrático de derecho no son absolutos, están limitados en su ejercicio por el 
respeto al goce efectivo de los derechos de otras personas, así como por el respeto prevalente al 
interés general y a la protección de la integridad el espacio público. No obstante, reconocer que 
ningún derecho fundamental es absoluto bajo un estado social y democrático de derecho no 
implica, en modo alguno, aceptar que toda limitación que se imponga a un derecho en virtud de 
la protección de los derechos de los demás, sea razonable y proporcionada constitucionalmente. 
El reconocer que ningún derecho fundamental es absoluto, no exime al juez constitucional de sus 
obligaciones de respetarlos, protegerlos o garantizarlos, y, por tanto, evaluar la razonabilidad 
constitucional de las restricciones o limitaciones que se pretenda imponer. En otras palabras, se 
trata de armonizar la protección de todos los derechos; de aquellos que se busca proteger con la 
restricción, como los que se están restringiendo. Por eso, en un estado social y democrático de 
derecho, fundado en el respeto a la dignidad humana, no toda norma es bienvenida” 
Consideraciones y fundamentos #6.1.5.1: “En ambas restricciones analizadas (Artículos 33 y 
140 acusados), el derecho involucrado y afectado es el libre desarrollo de la personalidad, una de 
las garantías fundamentales del estado social de derecho. En efecto, representa la consagración 
básica del derecho a la libertad y la autonomía en un sentido amplio, en contraste con las 
libertades concretas y específicas (como las libertades de expresión, de pensamiento y opinión, 





personalidad es uno de los elementos estructurales de la dignidad humana: la autonomía 
individual. Ahora bien, en la medida que la restricción impuesta da lugar a medidas de policía 
correctivas y, según los accionantes estigmatizaciones, consideran que la dignidad humana 
podría estar comprometida en otra de sus dimensiones: la dignidad humana como intangibilidad 
de los bienes no patrimoniales, la integridad física y la integridad moral. Adicionalmente, como 
se ha insistido, los derechos fundamentales son inalienables, indivisibles, interdependientes y 
están interrelacionados. El consumo de ciertas sustancias alcohólicas o psicoactivas, por ejemplo, 
para algunas personas implica no sólo una restricción al libre desarrollo de su personalidad, sino 
también la de otros derechos.” 
- Decisum 
RESUELVE: Primero.- Declarar INEXEQUIBLES las expresiones ‘alcohólicas, psicoactivas 
o’ contenidas en el Artículo 33 (literal c, numeral 2) del Código Nacional de Policía y 
Convivencia (Ley 1801 de 2016). 
Segundo.- Declarar INEXEQUIBLES las expresiones ‘bebidas alcohólicas’ y ‘psicoactivas o’ 
contenidas en el Artículo 140 (numeral 7) del Código Nacional de Policía y Convivencia (Ley 
1801 de 2016) 
 
Análisis Valorativo de la Línea Jurisprudencial  
     Se realizó una línea jurisprudencial con el fin de conocer el sentido que ha dado la corte 
Constitucional a la garantía del derecho al libre desarrollo de la personalidad en el tema de porte 
y tráfico de drogas, para esto se planteó como problema jurídico central el siguiente: ¿El 
principio de libre desarrollo de la personalidad se garantiza íntegramente en condiciones dignas 
frente al porte y consumo de drogas?, esto por cuanto más allá de tener clara la posición de la 
Corte frente al reconocimiento o no de la autonomía personal, lo que se busca es gestionar un 
análisis crítico relativo a que tan pleno resulta el amparo a este derecho pues como se señaló 
precedentemente, el desenvolvimiento autónomo y libre de una persona debe garantizarse en 
condiciones dignas, donde no se afecte la seguridad personal del usuario de psicoactivos.  
     Con el fin de alcanzar cabalmente ese propósito, en primera medida es pertinente destacar 
referente a la localización del punto arquimédico, conocido como la última providencia donde se 





Corte Constitucional se pronunció por lo que cambió ese punto arquimédico y con ello la línea 
jurisprudencial, esto se dio a conocer el día 6 de junio de 2019 cuando por medio de un 
comunicado y una rueda de prensa la Corte Constitucional manifestó el sentido de la decisión 
tomada pero sin publicar el texto de la misma, el cual fue entregado únicamente a la autora hasta 
el viernes 12 de julio de 2019 mediante un seguimiento hecho a la relatoría de la Corte, y 
posteriormente fue cargado oficialmente a la página de esa entidad el día 16 de julio de 2019, 
aunque se dio como fecha de recibo de la relatoría el 12 de julio. Esta providencia, que marca el 
vigente punto arquimédico y desde donde se partió para el desarrollo de este diagnóstico, es la 
Sentencia C-253 de 2019, en ella la Corte Constitucional hace un análisis sobre la exequibilidad 
de dos apartes del código de policía en los cuales se impone la prohibición del consumo de 
psicoactivos, alcohol y sustancias prohibidas en espacio público, en esta se mencionan cuatro 
pronunciamientos que corresponden al nicho citacional del problema planteado donde la 
sentencia fundacional, es decir, la primera que abarcó el tema es la C-221de 1994, seguida de las 
sentencias C-252 de 2003, C-574 de 2011 y C491 de 2012. 
     En cuanto a la sentencia fundacional, la C-221 de 1994 de quien el Dr. Carlos Gaviria Díaz 
fue magistrado ponente, dejó claras las pautas para entender el trato al consumo y porte de 
drogas pues exaltó la importancia que tiene en el ordenamiento jurídico la garantía de la 
autonomía personal en actividades que como esta corresponden únicamente al fuero interno de 
cada quien y donde el Estado respetuoso de la dignidad no puede ni debe inmiscuirse pues se 
dice que cada quien es dueño de su propia vida y puede desenvolverse como guste, siempre y 
cuando no se afecten los derechos de los demás, por lo tanto en este sentido indica que nadie 
puede ser perseguido y mucho menos sancionado por desarrollarse libremente, únicamente puede 
restringirse la libertad en cuanto colisiona con la libertad de alguien más; es así que mediante 
este pronunciamiento se dio vía libre al consumo de dosis mínima, consecuentemente la Corte 
allí manifestó que la mejor manera de lograr en las personas decisiones acertadas era por medio 
de la educación.  
     Para continuar la sentencia C-252 de 2003 resuelve sobre las consecuencias disciplinarias que 
corresponden a quien como funcionario público consuma drogas en el sitio de trabajo o en 
lugares públicos, en este caso la Corte recurre a la protección del libre desarrollo de la 
personalidad donde las personas, como seres racionales pueden tomar sus propias decisiones 





libertad que el legislador puede limitar frente a ciertas circunstancias, como es el caso de que con 
sus acciones, como la del consumo de psicoactivos, las personas como funcionarias publicas 
puedan llegar a afectar la calidad de prestación del servicio, caso en el cual la limitación se 
entiende razonable. 
     Por otra parte la sentencia C- 574 de 2011 resolvió la demanda de inconstitucionalidad del 
Acto Legislativo 02 de 2009 que agregó al artículo 49 constitucional la prohibición del consumo 
y porte de la dosis mínima salvo prescripción médica, en este caso la Corte Constitucional 
también se refirió al desarrollo libre de la personalidad en cuanto indico que el hecho de prohibir 
una conducta no conlleva en ningún sentido una penalización  y además defendió la autonomía 
de los consumidores y toxicómanos para acceder a servicios de rehabilitación únicamente cundo 
ellos expresen su consentimiento, en esta se tomó en consideración varios apartes de la sentencia 
fundacional en cuanto a la autonomía y a la necesaria educación para librar a las personas de la 
ignorancia, principal causa de malas decisiones. En este pronunciamiento se empieza a hablar 
más específicamente del concepto de dignidad enfocada hacia la autodeterminación; sin embargo 
en este caso la Corte de declaró inhibida para resolver de fondo. 
     Seguidamente la Sentencia C-491 de 2012, la Corte se pronuncia frente a la reforma de la 
tipificación como delito de varios verbos rectores relacionados con actividades de porte, venta, 
distribución, elaboración, financiamiento, etc.,  de estupefacientes, pues se eliminó la expresión 
“salvo lo dispuesto sobre dosis para uso personal” dando la posibilidad de imponer penas 
carcelarias por el porte de cualquier cantidad de droga, la Corte Constitucional apoyada en 
jurisprudencia de la Corte suprema de Justicia indica que el hecho de tratarse de una dosis 
mínima en muchos casos no exime de responsabilidad penal si el fin de posesión de la misma era 
para su posterior venta o distribución, y del mismo modo puede haber casos en los que el hecho 
de llevar una cantidad superior a la establecida como dosis mínima no constituye una conducta 
antijurídica si es destinada al propio consumo; en esta decisión así como en las demás se tiene en 
cuenta y se reproduce los dispuesto en la C-221/94 y se tiene a la dignidad en cuenta desde su 
faceta de la autodeterminación.  
     Ahora bien, en cuento al punto arquimédico ya señalado, Sentencia C-253  de 2019 la corte 
sigue con la misma línea que en la cual el Estado no puede inmiscuirse en las decisiones de cada 
persona,  y tampoco en el caso concreto puede pretender proteger la tranquilidad, las relaciones 





importante como el de la libertad pues el hecho de consumir drogas no representa en sí mismo un 
ataque a esos bienes jurídicos, por lo cual no se puede censurar una conducta que no afecta a 
nadie más que a quien la realiza solo por el hecho de la potencialidad que tenga esa conducta 
para afectar los derechos de los demás. Esta providencia se convierte en una manifestación 
jurisprudencial muy importante pues reconoce expresamente el problema internacional que 
existe debido a la colisión de la autonomía con otros derechos de interés público, por lo cual 
indica que debe buscarse una manera de armonizar el cumplimiento de los derechos. En esta se 
habla más específicamente de la importancia que tiene frente al tema el reconocimiento integral 
del sistema de derechos y la dignidad como su máxima representación, en este sentido menciona 
las tres dimensiones de la dignidad humana que corresponden a “(i) la dignidad humana como 
autonomía individual, (ii) la dignidad humana como condiciones de existencia y (iii) la dignidad 
humana como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, la integridad física y la integridad 
moral”, sin embargo, al igual que en las decisiones anteriores, la dignidad únicamente se toma de 
acuerdo a su primera dimensión, esto es, a la de la autonomía, dejando de lado la misma 
entendida como condiciones de existencia y aún más, como integridad física y moral. 
     De acuerdo a lo último, es claro que desde el ámbito constitucional, la Corte se ha preocupado 
por otorgar a los ciudadanos suficientes herramientas para hacer valer  sus decisiones autónomas, 
que aunque en casos se ha tratado de disminuir debido a la imposición de prohibiciones, lo cierto 
es que las decisiones se guían hacia la garantía del libre desarrollo de la personalidad; sin 
embargo el concepto de dignidad se toma desde solo una de sus dimensiones, dejando de lado lo 
que para la presente investigación es fundamental y es el reconocimiento integro de los derechos, 
esto es, la toma de la dignidad como sustento para resolver las controversias constitucionales de 
acuerdo a la permisibilidad del consumo de drogas, no desde una de sus dimensiones, sino desde 
esta en su totalidad. Lo anterior se traduce en que en la práctica no basta con tomar decisiones en 
clave de dignidad únicamente desde la autonomía, sino también debe comprenderse que esa 
autonomía se debe cumplir con integridad personal, pues de que sirve gozar de un derecho 
cuando al hacerlo se descuidan otras orbitas importantes para el ser humano como es la 
protección de su propia integridad que se puede ver violentada por la comisión de acciones 
permitidas en un ambiente inseguro. Es por ello que pese a que es indudable la protección 
constitucional que se ha prestado al libre desarrollo de la personalidad, en el balance de la línea 





faltan condiciones dignas para que se pueda decir que si se garantiza ese derecho de manera 
íntegra. 
     En ese sentido es claro que la Corte Constitucional ha cumplido con su labor en cuanto la 
protección de la autonomía, pero nunca se ha preguntado en qué condiciones se desenvuelve esa 
autonomía pues al permitir que según su desarrollo social y personal cada quien tome la decisión 
de usar drogas, no manifiesta preocupación por en las condiciones de seguridad que puedan 
afectar su integridad e incluso sus condiciones de existencia teniendo en cuenta que se está 
permitiendo una actividad que es el resultado y esta intrínsecamente relacionada con otra 
actividad que a todas luces es ilícita y peligrosa, como lo es la distribución de esas sustancias que 
se consideran prohibidas. 
     Para concluir hay que dejar claro que la corte se limita a hacer un análisis de 
constitucionalidad de acuerdo a los cargos presentados por el accionante, no obstante sería 
importante que desde el ámbito constitucional se abrieran espacios para discutir esa situación. 
Sin embargo es evidente que quien tiene que ocuparse de lograr una integralidad normativa que 
atienda a la dignidad desde todas sus dimensiones frente al libre desarrollo de la persona que 
desee consumir determinada sustancia, es el gobierno nacional y el legislativo, por eso es vital 
acudir a nuevos enfoques donde se observe una real integralidad en el sistema de derechos frente 
al uso de drogas.     
 
 
